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l. CONSIDERACIONES 
RIAS. 
INTRODUCTO- en el Estado, va a versar el presente estu-
dio. 
1. La bestia que sube del abismo 
En el contexto de la acción política como 
acción de gobierno, y más concretamente co-
mo acción que tiende a controlar o discipli-
nar comportamientos, uno de los aspectos a 
considerar es el uso de técnicas o procedi-
mientos coactivos. Sobre dicho uso, como 
conjunto de métodos específicos de gobierno 
Para analizar las diversas modalidades de 
la coacción del Estado, determinando en par-
ticular sus respectivas funciones, parece con-
veniente comenzar trazando una breve visión 
panorámica de la coacción en la vida social 
y, más concretamente, en la vida política. 
Ello nos ayudará a situar intelectualmente 
nuestro tema, por decirlo así, ya que la 
coacción como medio de gobierno presupone 
por lo general la realidad o eventualidad de 
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violencias o coacciones en los diversos planos 
de la vida social!. 
No se puede negar que el tema de la vio-
lencia es, por desgracia:, de la más palpitante 
actualidad. Podríamos decir, recordando a 
San Juan, que la bestia apocalíptica sigue 
subiendo del abismo, y que en nuestros días 
hace sentir sus bramidos con mayor intensi-
dad que en otros tiempos. El fenómeno, cier-
tamente, no es exclusivo de nuestra época; 
pero presenta en ésta algunos rasgos que se 
pueden considerar originales. Pensemos, pri-
meramente, en lo que cabría llamar la <dco-
nofobia» social generalizada, es decir, el re-
pudio de las formas de vida y los símbolos 
de creencias establecidos. Enraizada en un 
fuerte rebrote del emocionalismo irracional, 
esa actitud busca destempladamente suplan-
tar la fuerza directiva de esos modelos de 
relación y de esos emblemas por el imperio 
de los impulsos primitivos no sujetos a cauce 
o medida. 
Reparemos también en las variadas for-
mas actuales de violencia moral. Esta se ha 
ido introduciendo y expandiendo en un em-
bate progresivo ante el cual se ve transigir, 
cuando no claudicar, a nuestras minorías. 
Ahí tenemos entre otras cosas, hábilmente 
envuelta en zafios argumentos justificativos, 
la violencia espiritual que unos y otros prac-
tican manipulando los recursos de una se-
xualidad falsificada, engañosamente desper-
sonalizada y engrandecida. La realidad de la 
agresión moral sabe encubrirse con aparien-
cias de obsequio. 
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Pero donde la moderna Sociedad de la 
abundancia muestra los procedimientos más 
refinados de violencia moral es en el enjui-
ciamiento público de unas personas por 
otras. Sabemos, entre otras cosas, cuánto se 
utilizan y cómo dañan las calumnias sutiles, 
o la revelación de enfermedades físicas o 
psíquicas del pasado, o el redescubrimiento 
de errores ya corregidos, para desacreditar 
al oponente intelectual, al competidor en los 
negocios o al adversario político. 
Pero tal vez lo más característico de la 
época presente es que la violencia se mani-
fiesta sin la claridad de perfiles de otros 
tiempos; que se la practica dentro de una 
atmósfera donde a menudo reinan la confu-
sión, la incongruencia y el absurdo, que sofo-
can muchas veces nuestros mejores intentos 
de encontrar una explicación racional. 
A la vez que ocurre todo lo anterior, se 
advierte una sensible crisis de creencias en 
cuanto al uso de la coacción por el hombre 
sobre el hombre, y a la vez un brusco enfren-
tamiento de creencias viejas y creencias nue-
vas sobre el tema. De aquí resulta un quedar 
puestas en duda numerosas instituciones so-
ciales, y especialmente políticas, que a los 
fatalistas induce a presagiar desastres irre-
mediables y a los más optimistas anima a 
barruntar la venida de un mundo distinto. 
Por todo ello, no cabe duda de que la 
Ciencia política tiene ante sí nuevos datos 
y problemas respecto a los nexos entre 
coacción y política; y, más en particular, 
las relaciones entre acción de gobierno y 
1. Julien FREUND ha retiterado esta clásica idea en un estudio sobre lo que llama la «violencia de 
los sobrealimentados». Si los hombres continúan viviendo en sociedad -dice-, es «principalmente por 
asegurarse una protección, es decir, para no estar a merced de la violencia de individuos o grupos que po-
drían amenazarlos en su existencia y sus bienes». Cfr. La violence des suralimentés, en «Zeltschrift für 
Politik», 1972, p. 201. 
LA COACCION DEL ESTADO 
coacción reclaman hoy delicados análisis e 
invitan irresistiblemente a operaciones valo-
rativas arriesgadas. De otra parte, la Filoso-
fía política, en cuanto se preocupa por las 
cuestiones de los derechos humanos, tiene 
ante sí nuevos y graves temas de que ocu-
parse. Parece que sus cultivadores no podrán 
seguir por más tiempo concentrados en los 
viejos puntos polémicos de la realidad polí-
tica: relaciones económicas, expresión de 
ideas, libertad de movimientos, etc. Adoptan-
do también una postura optimista, cabe es-
perar que algún día se refleje en los textos 
constitucionales, pongamos por caso, el de-
recho del hombre a no sentir forzado su áni-
mo por esos reclamos de la propaganda que 
se dirigen adrede a provocar bruscamente 
sus instintos. 
2. La violencia en la crisis política de hoy 
Tradicionalmente, el saber político culti-
vado se ha movido en buena parte sobre el 
pensamiento de la violencia o coacción or-
ganizada. Y en el sentir de las gentes apa-
recía como cosa lógica o natural el monopo-
lio de la violencia por. los rectores de las 
Sociedades políticas y el uso masivo de la 
misma por estas Sociedades para subsistir o 
prevalecer frente a otras por medio de la 
guerra. 
Modernamente, ese modo de pensar ha 
visto alzarse frente a sí las doctrinas revolu-
cionarias que llamaríamos clásicas, las cua-
les, sin descalificarlo, le han impuesto una 
relación de entendimiento y equilibrio. Di-
chas doctrinas preconizan la violencia irre-
gular para sustituir las instituciones políti-
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cas y los contenidos de gobierno por otros 
considerados más justos; pero a la vez si-
guen aceptando del pasado algunos presu-
puestos conceptuales como la idea de nación, 
el primado de la libertad individual crea-
dora y las naturales diferencias de condición 
o status social entre unas personas y otras. 
Revoluciones burguesas dirán luego los mar-
xistas, desde su propia perspectiva, para re-
ferirse a los procesos violentos guiados por 
esa mentalidad. 
Con posterioridad ha nacido el pensa-
miento revolucionario que podríamos califi-
car de paradójico. Iniciado con los primeros 
padres del anarquismo y técnicamente des-
arrollado por el marxismo militante, se ha 
recrudecido en los últimos lustros con los 
ideólogos de la llamada «nueva izquierda». 
Todos ellos postulan de un modo u otro la 
desaparición del Estado como grupo basado 
en la coacción, y preconizan la acción ma-
siva violenta para conseguirlo. Si para unos 
han de ser los obreros quienes protagonicen 
la radical transformación, para otros serán 
los desheredados de todas las condiciones, 
acaudillados incluso por los intelectuales 
más insatisfechos, quienes lleven el peso del 
empeño como iluminados. 
Georges SOREL, el gran clásico en las do~ 
trinas de la violencia salvadora, nos va a de-
jar al descubierto la paradoja cuando juega 
con dos palabras para cargarlas valorativa-
mente de significados antitéticos: las pala-
bras fuerza y violencia. La fuerza es coacción 
injusta ejercida por la burguesía que domina 
los resortes del Estado; la violencia, coacción 
salvadora del sindiealismo revolucionario, 
que sin duda construirá un mundo mejor 2. 
2. Cfr. Reflexions sur la violence, 10.' ed., París, 1946, pp. 256 Y s. 
Es curioso notar los bien distintos sentidos en que maneja esas mismas palabras otro escritor de ta-
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El contrasentido es patente a la luz de 
observaciones psicológicas elementales. Pre-
dicar la violencia para eXtirpar la violencia 
es una ingenua y a la vez trágica incongruen-
cia. A este respecto, el ya citado FREUND apun-
ta con acierto que, como cada uno de los 
apóstoles de esa violencia redentora concibe 
de manera distinta la Sociedad futura, es ló-
gico que acaben con el tiempo enfrentándose 
unos a otros 3. Por nuestra parte, añadiríamos 
que los citados apóstoles están lejos de 
construir una utopía circunstanciada de esa 
Sociedad futura. Prescindiendo de los apla-
zamientos sucesivos e indeterminados que 
los marxistas triunfantes imponen a la efec-
tiva implantación de la fase comunista ideal, 
con la consiguiente prórroga para los drásti-
cos mecanismos coactivos del Estado socia-
lista, se ha señalado reiteradamente cómo 
la «nueva protesta» se agota en una estéril 
actitud negativa; una actitud, por cierto, de 
la cual acaba generalmente vengándose la 
Sociedad industrial con sus irrenunciables 
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exigencias de trabajo disciplinado y conti-
nuidad en el rendimiento 4. 
Mas por encima de todo, y citando una 
vez más FREUND, «cabe preguntarse si la vio-
lencia será capaz de alterar una naturaleza 
que ni la fe religiosa, ni la persuasión ni la 
filosofía han logrado enmendar ni deterio-
rar» 5. 
En nuestros días hemos llegado a una 
confluencia de actitudes que, al tiempo que 
desorienta al observador no comprometido, 
amenaza con apagar los pebeteros de más de 
un viejo ídolo. Vemos primeramente, como 
expresión muy principal de la iconofobia ci-
tada, que desde diversos ángulos se proyecta 
la duda más severa sobre la legitimidad de 
la coacción estatal en el interior y de la 
acción bélica como forma históricamente 
usual de comportarse los Estados unos con 
otros. Repudiación radical de la guerra y 
desconfianza sistemática hacia el Estado 
son dos rasgos característicos de la mentali 
dad utópica propia de nuestro tiempo. Pero 
lante, formación v preocupaciones harto diferentes: Georges GUSDORF. «Incluso cuando está justificada 
-escribe-, la violencia tiene siempre algo de impuro». Y precisa posteriormente que «la violencia más 
válida es siempre discordancia, desgarramiento, y nunca puede hallar en sí misma su propio fin ni su le-
gitimación:.. La violencia entrafia siempre una «falta de sabiduría». La fuerza, por el contrario, es «la pro-
pia afirmación del hombre, el canto profundo del ser que manifiesta su resolución». Es la entraña misma 
de la virtud (~virtud de fuerza:.), que se manifiesta ante todo como dominio o sefiorfo de sí mismo. Cfr. La 
'Vertu de force, Paris, 1967, pp. 92 Y 104. 
3. Ob. cit., pp. 189 Y s. 
4. Se puede ver, p. ej., el fino análisis que ofrece Ernst FORSTHOFF en su excelente libro Der Btaat der 
Industriegesellschaft, Munich;1971. Refiriéndose a las revueltas estudiantiles, dice (p. 165) que «sus victi-
mas han sido hasta ahora las instituciones de ensefianza, cuyo desmedro puede debilitar por algún tiempo, 
pero no para siempre, a la Sociedad industrial. Esta tiene posibilidades de subsanar mediante pruebas de 
admisión o cursos complementarios ese déficit formativo, así como de elaborar listas negras para mantener 
al margen a los elementos indeseables». . 
5. Ob. cit., p. 190. Y afiade luego (págs. 204 y s.) que «sólo una Ciencia oculta podrá explicarnos cómo 
ha podido estar perdida durante tantos siglos la esencia genérica del hombre, y cómo se podrá reintegrar 
a nuestro ser en su verdadera naturaleza merced a un medio tan externo como es la violencia ejercida por 
una dictadura. La utopía es el verdadero instrumento de nuestra alienación». 
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mientras el primero ha sido prácticamente 
estéril hasta el momento, el segundo está con-
tribuyendo al debilitamiento de más de un 
Estado. Una de sus consecuencias es la pér-
dida de prestigio de la milicia. Otra es la de-
cadencia del acatamiento a la Ley, antigua-
mente respetada como potencia que se alza 
majestuosamente sobre los hombres y ame-
naza fulminar con sus rayos al que según 
ella obra mal. 
Pero mientras ocurren esas cosas por 
unos extremos del campo, en otros vemos 
cómo se ensalza con sorprendente facilidad 
la violencia extralegal en nombre de la justi-
cia. Durante las reuniones de la ONU en 1970, 
p. ej., se llegó incluso a declarar justificada 
la descolonización por todos los medios. Y 
más desconcertante aún es la actitud de esos 
clérigos (?) que hacen causa común con gue-
rrilleros o terroristas, al tiempo que otros 
se conmueven ante la perspectiva de una 
condena a muerte contra esas personas que 
operan crudamente al margen de la Ley, e 
incluso piden clemencia para los acusados 
antes de que se pronuncie el fallo. 
Es . de temer que en más de un caso los 
gobernantes de los Estados, viéndose opri-
midos por fuerzas tan contrarias, adop-
ten desesperadamente soluciones propias del 
más primitivo despotismo. El desaparecido 
General Perón dijo en 1974 que, a diferencia 
de los terroristas, «nosotros, desgraciada.., 
mente, tenemos que actuar dentro de la Ley, 
porque si en este momento no tuviéramos 
55 
que actuar dentro de la Ley, ya lo habríamos 
terminado en una semana» 6. Cabe pregun-
tarse si, con ciertas manifestaciones críticas 
poco meditadas contra la jurisdicción penal 
del Estado, no se estarán dando motivos pa-
ra que los detentadores del poder se sientan 
invitados a saltar disimuladamente las ba-
rreras legales. Pienso incluso que esa acti-
tud ambigua de quienes condenan la violen-
cia, «venga de donde venga», es peligrosa 
por lo que entraña de sutil animadversión 
hacia la potestas del Estado, de básico es-
cepticismo sobre la legitimidad de la misma. 
Junto a esas formas de conmoción de los 
viejos criterios referentes al ejercicio de la 
coacción, se advierten otros dos hechos que 
ya insinué al principio: la introducción fría 
del absurdo en el uso de la violencia y el 
radical desprecio de que se hace objeto a 
quienes han de sufrirla. Una y otra cosa es-
tán creando un clima realmente angustioso 
en nuestro mundo. 
Ya es irracional ese reducir al enemigo a 
la condición de cosa, que se observa en las 
modernas formas de acción bélica. Se ha 
perdido por completo la ley caballeresca del 
cara a cara en la guerra. Ya se lamentaba de 
ello Cervantes por boca de Don Quijote en 
el delicioso discurso de las armas y las le-
tras 7. Aquella combinación de reconocimien-
to humano y lucha sangrienta, quintaesencia-
da en los torneos medievales, ha sido susti-
tuída por la radical animadversión que hace 
6. Palabras dirigidas a un grupo de diputados justicialistas con ocasión de una reforma del Código Pe-
nal para combatir más eficazmente al terrorismo. Se las puede ver, rodeadas de otras interesantes consi-
deraciones, en «ABC», 2:5-1-74. 
7. «Bien hayan aquellos benditos siglos que carecieron de la espantable furia de aquestos endemonia-
dos instrumentos de la artillería, a cuyo inventor, tengo para mi que en el infierno se le está dando el pre-
mio de su diabólica invención»: Quijote, cap. XXXVIII de la primera parte. 
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del enemigo una síntesis de todos los males 
que hay que aniquilar ciegamente 8. 
Es acongojante comprender hasta qué 
punto para el comando empecinado, como 
para el avión que bombardea silenciosamen-
te tropas desde gran altura, el enemigo ha 
dejado ser persona. No falta razón a quienes, 
por estos y otros hechos, consideran que se 
ha extinguido el viejo Derecho Internacional 
de la guerra, en cuanto conjunto de reglas 
convenidas para lo que se podría llamar la 
violencia programada entre caballeros 9. 
Si luego echamos una ligera ojeada -en 
cuanto ello es posible- sobre los modos de 
violencia usuales entre los servicios secretos, 
advertimos un primitivismo destructor en el 
que la idea de la dignidad humana tiene una 
fuerza motivadora prácticamente nula. Lu-
char en favor de una causa social cualquiera 
practicando como medio la degradación o el 
desprecio absoluto de hombres concretos es 
algo que, sin necesidad de elevarse a un pla-
no de pensamiento filosófico, manifiesta las 
trazas de una monstruosa incongruencia. Pe-
ro quizá lo más grave no es el fenómeno en 
sí de la sorda lucha que se libra en esos sub-
terráneos de la política, sino el hecho de que 
tales «procesos» se desarrollen de un modo 
continuo, en las sombras de la vida ordina-
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ria, como algo que se conoce pero de lo que 
no se quiere opinar demasiado. Incluso en la 
Ciencia política, generalmente tan celosa de 
salvaguardar el gobierno del Derecho, se 
aprecia un gesto de indulgente silencio hacia 
esos métodos oscuros de acción, en los que 
tácitamente se consiente asÍ. 
Pero el absurdo de la coacción deshuma-
nizadora se manifiesta hayal máximo en ese 
modernísimo invento que son los secuestros 
por motivos políticos. Aquí, como alguien 
ha escrito certeramente, se pretende pro-
pulsar ideales políticos «a costa de vida hu-
mana ajena a la organización» 10. La sádica 
aberración que se descubre en ese «sorpren-
der al honesto hombre medio con la realidad 
de ser sacrificado a ideas que desconoce» 
hace juego de contrates con el estado psico-
lógico de una Sociedad medrosa, que sueña 
sentimentalmente con un mundo sin coaccio-
nes de ningún tipo; una ilusión pacifista 
moralmente escuálida, que nace principal-
mente del apego febril a los bienes inmedia-
tos y tangibles de la vida. Mientras esa men-
talidad siga obrando como factor erosionan-
te de la fuerza del Estado, los desmanes te-
rroristas no encontrarán definitivo remedio. 
De nada sirven las protestas y condenas pu-
ramente verbales. Como ya dijo PASCAL, «la 
justicia sin la fuerza es impotente» 11. 
8. En otros tiempos, dice GUSDORF, el enemigo vencido salvaba el honor,ganando en cierta manera su 
derrota, al hacer demostración de su propio valor. «Ante la adversidad de las circunstancias, se mantenía 
indemne, y el vencedor se honraba rindiendo honores al vencido. Nuestras guerras técnicas e industriales, 
que han dejado perderse esas nobles tradiciones, suponen una pérdida cierta del sentido de humanidad». 
(Ob. cit., p. 110). 
9. No faltan convenciones internacionales que definan lo que es un «combatiente legítimo», que prohi-
ban matar a traición al enemigo y condenen los bombardeos indiscriminados; pero en la realidad son poco 
más que papel mojado. Se hallará información en Giorgio CANSACCI, Nozioni di Diritto Internazionale Be'&-
lico, Turín, 1968, especiabpente pp. 65 Y ss. 
10. Rosendo ROIG, Terrorismo: la forma de chantaje más cruel, en «YA», 14-XII-70. 
11. Citado por GUSDORF, ob. oit., p. 90. 
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3. La encrucijada moral de la violencia 
Con estas últimas apreciaciones nos ve-
mos colocados ante la siguiente cuestión: si 
no será ingenua y carente de realismo esa 
teórica imagen del hombre singular y de las 
colectividades sociales como procesos de vida 
exentos por completo de constreñimientos. 
Para quienes ante el tema de la violencia 
prefieran adoptar un enfoque teológico, las 
referencias bíblicas favorables a la misma 
están muy al alcance de la mano y son abun-
dantes. Desde los textos sapienciales que fe-
licitan al hombre a quien Dios aflige, hasta 
la definición evangélica de la autoviolencia 
como medio para conquistar el Reino de los 
Cielos, pasando por la fustigación física y 
verbal de negociantes y fariseos que realiza-
ra el Salvador, los pasajes pertinentes se 
multiplican para inculcar con variados mati-
ces la idea de la violencia creadora o purifi-
cadora. A la vista de tantos y tales testimo-
nios, no ha faltado incluso quien opine que 
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«en el diálogo con la divinidad, sobre todo 
con el Dios vivo de la Biblia, se encuentra tal 
vez el fermento más fecundo de una revolu-
-ción permanente» 12. 
Pero esos fundamentos teológicos pueden 
ser tomados en cuenta, a más de por su es-
tricta condición de tales, por su íntima con-
comitancia con diversos datos de la expe-
riencia psicológica. Uno de estos puede ser 
enunciado diciendo que el hombre necesita 
la presión del dolor para no destruirse y pro-
gresar. 
Dejando al margen los aspectos relativos 
a la vida estrictamente física en su integridad 
y su desarrollo, parece que el estudio de la 
vida moral -en el más amplio sentido- per-
mite sentar esta proposición: que al princi-
pio de todo progreso hay alguna forma de 
coacción, y luego predominan la comprensión 
y el amor a la verdad. Viene harto fácilmen-
te a la memoria la experiencia de que el niño 
no aprende si no se comienza obligándole a 
ir a la escuela 13. 
12. Palabras de la «Introducción» en el volumen Violence humaine, de la colección «Approches» diri-
gida por Raimond BLOY, París, 1968, pp. 10 Y s. 
En el eitado volumen, que reúne diversos trabajos heterogéneos y resúmenes de mesas redondas acerca 
del tema de la violencia, se pueden consultar dos artículos que tratan, respectivamente, de la violencia di-
vina y de la violencia del espíritu de Jesucristo (pp. 63 Y ss., 91 y ss.) 
Ahora bien, esa idea de una «revolución» permanente fundada en la religión puede valer para quien 
piensa que no es posible una transformación profunda, duradera y auténticamente perfectiva de las reali-
dades terrenas sin el esforzamiento moral constante de las conciencias. De poco servirán a la larga los 
mecanismos puramente externos de influencia si no se inspiran estrictamente en los imperativos éticos de-
rivados de una visión trascendente del hombre. Por lo demás, esto tiene bien poco que ver con ciertas pre-
tensiones actuales de construir una «teología de la revolución», de la revolución como subversión violenta 
de las estructuras sociales. 
13. GUSDORF ofrece unas agudas y sensatas observaciones que vienen a confirmar la conclusión expues-
ta. Dice que no hay que hacerse del respeto al otro una idea supersticiosa, como si hubiese de existir en 
torno a cada persona una zona neutra y absolutamente inviolable. El carácter social del ser humano per-
mite reconocer una forma de violencia buena junto a la mala. «La pedagogía libertaria de la educación sin 
coacción ni castigos ha llevado siempre al fracaso, porque se ha hecho una idea utópica del respeto al niño. 
Este necesita en verdad ser guiado, sentir que sobre él se ejerce una autoridad real, y, si no ha tenido 
padres, corre el gran peligro de dilapidar su vida en pos de las paternidades más abusivas». Se puede ha-
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Otro factor muy digno de consideración 
es lo que podemos denominar la constitutiva 
pasión polémica humana. El hombre necesi-
ta luchar, ante o frente a alguien; por algo, 
o pura y simplemente para afirmar su vida o 
dar expansión a sus energías. Es éste un ele-
mento estructural de su ser que parece insu-
primible 14. Tal vez se lo pueda considerar 
-junto a otras razones explicativas- enrai-
zado en la consustancial inquietud del hom-
bre, esa inquietud que lo impele a buscar 
algo nuevo y emocionante en cada momento 
siguiente. El hombre necesita unas dimen-
siones de lucha en su vida. Si no lucha, se an-
gustia en las esperas o se aburre en la expe-
riencia pasiva de las horas monótonas; y 
tanto la angustia como el aburrimiento son 
parientes lejanos de la muerte. 
Ese apetito polémico puede tener, claro 
es, muy diversas vías de desahogo. La más 
intensa y extremosa de todas ellas ha sido 
históricamente la lucha armada, en su forma 
de guerra colectiva o de simple duelo. En 
nuestros días estos procedimientos de expan-
sión están desacreditados por la conciencia 
moral. Si en modo alguno han desaparecido, 
carecen ya de vigencia como medios para la 
afirmación de la personalidad humana. El 
duelo resulta ya ridículo, y, según ya vimos, 
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las nuevas técnicas de la guerra la han des-
humanizado casi por completo. Pero el hom-
bre sigue necesitando satisfacción para su 
afán polémico. 
Ocurre que ni el deporte ni otros sucedá-
neos aportan siempre vías de expansión su-
ficientemente intensas. El auge de la Socie-
dad de consumo, por otra parte, quiere sus-
tituir los impulsos de lucha por los apetitos 
de bienestar material; pero no lo puede con-
seguir, pues a cada nuevo goce sucede inevi-
tablemente una sensación de hastío. También 
las clásicas pugnas políticas de partido han 
perdido buena parte de su atractivo, pues la 
llamada apasionante de las ideas está siendo 
crecientemente suplantada por el reclamo 
alicorto de los intereses. Todo ello explica 
que en estos últimos años la pasión polémica 
de las juventudes esté desbordándose en for-
mas nuevas y se lance muy señaladamente, 
con aquel signo de ingenua negatividad a que 
se aludió anteriormente, contra las propias 
estructuras de la Sociedad. 
Ante todo esto cabe preguntarse si no de-
beremos descalificar, por falta de sensatez, 
toda postura de blando pacifismo a ultranza. 
Adoptarla es tanto como ignorar una propie-
dad congénita del ser humano, a la que se 
podrá orientar pero nunca suprimir 15. Sin 
blar -prosigue- de «una violencia pedagógica, no extraña al amor, que incluso une en lugar de separar: 
el niño tiene necesidad de afecto y de seguridad, y ello no excluye un oportuno cachete o un castigo, siem-
pre que permanezca intacta la relación profunda que lo une a sus padres». (Ob. cit., pp. 88 Y s.). 
14 La experiencia enseña, p. ej. , que sin una cierta medida de agresividad mutua, manifestada por lo 
menos mediante la palabra, no puede fundarse una amistad consistente, y que lo mismo ocurre en el plano 
del amor conyugal. También este punto ha sido muy bien captado por GUSDORF. Observa cómo «en nuestras 
relaciones con otros también la violencia es un lenguaje, la prueba de una sinceridad, la búsqueda de un 
contacto más auténtico por encima de la ruptura del statu quo, una especie de invocación desesperada que 
la persona hace a la persona ... Una relación nueva, algo así como un lazo de simpatía puede nacer de las 
sinceridades lealmente enfrentadas. La amistad puede resultar del combate en que se entrecruzan las li-
neas de fuerza». (Ob. cit., pp. 89 y s.). . 
15. El ya citado SOREL hace a este respecto unas manifestaciones' dignas de aprecio. «Toman los cód!-
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duda que este juicio no debe servir en abso~ 
luto para propugnar alguna forma de violen-
da destructura capaz de mantener en exalta-
dón vital a las personas y los pueblos. Pero 
sí nos autoriza a reconocer como necesario 
-en la vida social un cierto grado de violencia 
polémica. Tarea importante de las minorías 
dirigentes ha de ser el canalizar las energías 
humanas hacia formas de acción contenciosa 
de las que se puedan esperar los mayores 
·efectos creativos posibles en el plano de la 
moralidad social 16. 
y aún podríamos aportar otra observa-
dón de interés en estas pinceladas introduc-
torias. Se trata de que las discrepancias hu-
manas no dejan a veces otra salida que la 
decisión irresistible de un tercero, con la que 
al menos se pone fin a una pugna de la que 
no se ve cuál pueda ser la solución; En esta 
materia importa mucho, desde el punto de 
-vista político, puntualizar lo siguiente: que 
es relativamente fácil postular o repudiar la 
acción violenta en nombre de un ideal cual-
quiera, pero que no goza de igual favor, des-
de el ángulo de las valoraciones morales, la 
,conducta de quien, sin entrar en el fondo de 
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las convicciones enfrentadas, emplea la coac-
ción para lograr ante todo un modus vivendi 
que ponga fin a una lucha de contrincantes 
ciegos. 
4. Declaración de propósitos 
Tras estas variadas consideraciones ge-
nerales, a las que podrían añadirse otras mu-
chas, podemos abordar ya derechamente 
nuestro estudio de la coacción como instru-
mento de gobierno en el Estado. Objetivo 
principal será trazar una tipología suficien-
temente amplia de formas. El solo hecho de 
dar nombre y catalogar las diversas moda-
lidades tiene una utilidad estimable por 
cuanto, ante todo, evita que diversos hechos 
de la práctica pasen desapercibidos para el 
conocimiento científico, tal vez incluso por 
lo muy familiares que son. 
De otra parte, la ordenación conceptual 
en un conjunto permite que, realizando las 
adecuadas confrontaciones, el pensar ético-
político pueda elaborar de un modo más 
fundado sus juicios estimativos. Para servir 
gos -dice- tantas precauciones contra la violencia, y está la educación tan dirigida a mitigar nuestras ten-
dencias a la violencia, que nos inclinamos a pensar que todo acto de violencia significa una regresión a la 
barbarie. Si tan a menudo se han opuesto las Sociedades industriales a las militares, es porque se conside-
ra a la paz como el primero de los bienes y como condición esencial para todo progreso material. Esta úl-
tima opinión nos explica por qué desde el siglo XVIII, y casi sin interrupción, los economistas han sido par-
tidarios de los poderes fuertes y poco celosos de las libertades politicas». (Ob. cit., pp. 269 Y s.)". 
16. Tal vez en la idea de lucha contra la degradación humana, contra la arbitrariedad de los poderosos, 
contra la corrupción y el despilfarro de quienes administran bienes públicos esté el secreto para ese pru-
1iente encauzamiento. Poniendo en marcha instituciones y procedimientos de actuación idóneos se lograria 
que la concentración de los impulsos polémicos los hiciese más eficaces y que las acometidas de los empe-
fios correctivos no se volviesen estériles por exceso. Parece llegada la hora de preferir las asociaciones de 
acción cívica a los partidos poUticos, y los procedimientos de denuncia e impugnación pública a las com-
peticiones electorales. Al ser apreciados como realidades valiosas por s[ mismas, los partidos y las votacio-
nes actúan a menudo como alucinógenos que desvían la atención de los problemas verdaderamente centra-
les de la política. El pensar racional queda sustituido en buena medida por el pensar mágico. 
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al ideal de un mundo donde pueda predomi-
nar cada vez más la persuasión, hay que co-
nocer bien la coacción, descubriéndola en 
sus posibles escondrijos e identificándola en 
todas sus ramificaciones. 
Pero también nos aproximaremos en más 
de una ocasión, siquiera sea incidentalmen-
te, a ese apasionante campo de la Estimati-
va política, de la Política como saber crítico 
y preceptivo. Estamos ante una de esas ma-
terias de estudio que menos justifican una 
aséptica actitud intelectual de neutro des-
criptivismo. Ahora bien, los juicios que ofrez-
camos querrán mantenerse, dentro de lo 
humanamente posible, en un nivel asequible 
a la fundamentación empírica. Y, en fin, ni 
las opiniones críticas podrán ser otra cosa 
que razonamientos elementales, ni las pro-
puestas alcanzarán más categoría que la de 
modestas sugerencias. 
5. Un concepto de coacción 
Pero antes de proceder a nuestro análi-
sis tipológico es conveniente que precisemos 
la idea de coacción que vamos a manejar. 
La palabra no basta para señalar nítida e 
inequívocamente un objeto, y es por ello in-
excusable ofrecer una propuesta de defini-
ción que se justifique al menos por su ido-
neidad para el estudio pretendido. 
Hasta este momento hemos venido ha-
blando de «coacción» y de «violencia», sin 
hacer distingos. ¿ Quiere ello decir que sean 
términos equivalentes y que hayamos de se-
guir utilizándolos como tales? 
En el hablar ordinario se suele llamar 
coacción al hecho de aplicar medios doloro-
sos a otra persona para obtener de la misma 
un resultado con intervención de su volun-
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tad. En cambio, por violencia se entiende el 
hecho en sí de aplicar una fuerza que causa 
un sufrimiento en otra persona, por cuanto 
reprime el modo natural de ser del afectado 
o impide los movimientos espontáneos de su 
ánimo, hágase o no con un móvil determi-
nado. Resulta así que la idea de violencia 
está incluida en la de coacción, pero no se' 
identifica con ella. 
Para los fines de la investigación que 
aquí se ha de hacer, parece preferible zafar-
se de cualquier traba que pudiese resultar 
de la relación entre esas dos ideas, y en par-
ticular de la contraposición que, por un mo-
tivo u otro, se quisiere ocasionalmente es-
tablecer entre ellas. Utilizaremos por ello 
un concepto de coacción con suficiente am-
plitud para abarcar todos los matices enun-
ciados en el párrafo anterior. Dicho concep-
to podría ser formulado en los términos si-
guientes: 
Coacción es toda influencia física o psí-
quica que se recibe de otro agente humano 
y se experimenta como un sufrimiento más 
o menos intenso o como una expectativa de 
padecerlo, influencia en la que no se con-
siente o ante la cual se pone en guardia e[ 
propio instinto de seguridad. 
11. COACCION FISICA, MORAL Y MIXTA. 
Según se advierte en el concepto de coac-
ción que hemos propuesto, ésta puede con-
sistir en la privación efectiva y presente de 
un cierto bien (la libertad, las cosas poseí-
das, etc.) o únicamente en el efecto que im-
prime la imagen de dicha privación, social-
mente reconocida como probable, en virtud 
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de una situación en que el sujeto pasivo se 
halla inevitablemente implicado. 
Digámoslo con palabras más llanas. Si 
el hecho, v. gr., de sufrir un castigo por in-
disciplina significa experimentar una coac-
ción efectiva y sensible, también había ya 
naturaleza de coacción en los mandatos pre-
vios infringidos e incluso en la situación pre-
cedente que consistía en el puro «estar a las 
órdenes» de quien podía impartirlos. 
Salvo más apropiados apelativos -que el 
autor de estas páginas no ha podido encon-
trar-, podríamos hablar en el primer su-
puesto de coacción material, y en los otros 
dos de coacción virtual o refleja. Estos dos 
conceptos nos ofrecen los principales crite-
rios para ordenar nuestro estudio. Y así el 
primer paso va a ser diferenciar las modali-
dades posibles de la coacción material. 
Atendiendo a la clase de bienes afectados, 
ésta puede ser dividida en coacción física, 
coacción moral y coacción mixta de una y 
otra. Veamos cada uno de estos tipos. 
1. La doble faz social de la coacción física 
Ordinariamente, cuando se habla de coac-
ción se suele pensar en actos de compulsión 
física sobre las personas, en actos de violen-
cia directa sobre el cuerpo de las mismas. 
Pero lo cierto es que esta forma de coacción, 
sobre ser algo que interviene sólo en casos 
extremos, no es la más importante en la rea-
lidad práctica. 
Ahora bien, interesa mucho señalar la 
existencia de un clima social ambiguo en 
torno a esta modalidad de acciones coacti-
vas. Si en el plano de las creencias y las 
reacciones afectivas propias del medio so-
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cial común es palpable un signo de aversión 
a las mismas, que viene reforzado por la ela-
boración que diversos círculos intelectuales 
han hecho de los conceptos de dignidad e 
integridad de la persona, en ámbitos institu-
cionales específicos sigue teniendo un alto 
grado de vigencia. 
Es bien sabido que, por consecuencia de 
una mala opinión difundida, no sin podero-
sos argumentos, desde hace aproximada-
mente dos siglos, los viejos castigos corpo-
rales llevan camino de extinguirse. Pero, a 
la vez que esto ocurre, se da la patente rea-
lidad de que en todos los países, y para ase-
gurar la acción de la justicia, los agentes po-
liciales practican a menudo actos de coac-
ción física cuya contundencia es en ocasio-
nes desproporcionada. 
Pensemos primeramente en la no rara po-
sibilidad de que un delincuente fugitivo sea 
herido e incluso muerto si no se entrega. 
Aun en el caso de menor vulneración el da-
ño físico que sufra puede ser más penoso 
que el castigo que se le hubiese de imponer 
en juicio. Se admite generalmente como nor-
mal el uso de la coacción física en la etapa 
de captura, al tiempo que no se ven con bue-
nos ojos las penas corporales. El contraste 
es curioso y no tan fácil de explicar como 
se podría creer. Sería interesantísimo un es-
tudio psicológico profundo del mismo. Aun-
que no podamos efectuarlo aquÍ, sí se nos 
permitirá que ofrezcamos una breve opinión 
de elemental esclarecimiento. 
Parece que lo que en realidad no gusta 
es la agresión en frío, sin previo reto o vio-
lenta resistencia de la otra parte, pero no el 
hecho en sí de la coacción física. La solem-
nidad ritual del juicio y de la condena no 
debe quedar mancillada por acciones direc-
tas sobre el cuerpo de la persona inerme so-
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metida a la potestad jurisdiccional. Pero no 
importa si, para asegurar el enjuiciamiento, 
han sido necesarios algunos actos coactivos 
de ese tipo. y la perfección jurídica del 
cumplimiento de la pena exige igualmente 
que todo transcurra sin señales de forza-
miento físico. Incluso en el caso extremo de 
la pena de muerte, el ideal es que parezca 
que la persona se deja mansamente morir, 
que parezca que no la mata nadie. (El ver-
dugo anónimo es como un <<nadie» ficticio). 
Pero no importa si hay que aplicar la vio-
lencia contundente para reducir al preso a 
su celda, castigar indisciplinas en la prisión 
o sentar al condenado en la silla fatídica. 
No quisiera ser injusto denunciando en 
el fondo de tan clara disparidad de actitu-
des una cierta hipocresía. En la conciencia 
de las gentes sigue habitando vivamente la 
inclinación al castigo físico para los crimi-
nales. Por ello gustan esos finales de pelícu-
la o novela en que el malhechor es abatido 
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por la policía en una refriega. Parece que se 
pensara: «Así está mejor; nos hemos aho-
rrado un proceso judicial y se ha resuelto el 
problema». 
Muy relacionada con esa disociación de 
movimientos psíquicos está una experiencia 
perteneciente al campo de acción reservado 
de la policía. Sucede no raramente que ésta, 
consciente de la blandura e ineficacia de 
ciertas penas de prisión o de multa, o ante 
la perspectiva de un pronunciamiento abso-
lutorio sobre alguien cuya culpabilidad le 
consta, pero contra quien no es posible adu-
cir pruebas totalmente convincentes, estima 
conveniente compensar esas deficiencias 
usando medios correctivos propios. Para mu-
chos delincuentes, la fase policial es por ello 
la peor en su proceso de redención de cuen-
tas a la Sociedad 17. 
Ponderando serenamente los datos ex-
puestos, cabe preguntarse si no sería desea-
ble arrancar ciertas máscaras y volver a le-
17. El tema de los malos tratos policiales está siendo muy tratado en estos últimos años. Veamos, por 
ejemplo, las interesantes observaciones que nos ofrece George F. COLE en su libro Polítics and the adminis-
tration 01 justice, Beverly HiIls, 1973, pp. 96 Y ss. Dice que nunca se podrá conocer la cantidad de fuerza 
ilegalmente empleada, debido a la escasa visibilidad de las interacciones entre policía y ciudadanos y a la 
renuncia de las víctimas a querellarse contra sus ofensores. Los policías están legalmente autorizados a 
usar la fuerza necesaria para practicar arrestos, pero no existe un acuerdo en cuanto a la cantidad de fuer-
za necesaria. En los casos de extralimitación, la falta de testigos y la impotencia de la víctima impiden 
que se pueda corregir a los abusadores. Además, los tribunales se muestran reacios a dar crédito a los par-
ticulares querellantes, porque el procesar a un policía puede ser mirado como un ataque contra todo el sis-
tema de la justicia criminal. Y a todo ello hay que añadir el celo con que los policías viven el código del 
compañerismo al mantener el secreto de los hechos abusivos que conocen. Mentirían, si falta hiciere, para 
protegerse unos a otros. Y, en fin, la dificultad de castigar los excesos obedece también a que los policías 
suelen tener previstos «cargos de seguridad» contra los detenidos para hacer frente al posible riesgo de una 
persecución judicial por malos tratos. 
Sin negar la realidad de los abusos y la conveniencia de poner medios para evitarlos en lo posible, pa-
rece de justicia reconocer el tanto de razón de las policías de diversos países cuando se quejan de la blan-
dura de los tribunales, que, resguardados del contacto directo con el crimen y seguros entre sus códigos y 
sus sillones aterciopelados, pueden seguir el camino fácil de la clemencia. ¿Acaso ésta no es a menudo un 
disfraz de la debilidad? 
Por lo demás, y con respecto al empleo de la coacción física policial con fines indagatorios, habremos 
de hacer posteriormente algunas consideraciones. 
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galizar claramente algunas formas de coac-
ción física utilizadas como castigo lB. De es-
te modo se las sacaría, por lo menos en par-
te, de la semiclandestinidad en que actual-
mente tienen lugar y se podrían establecer 
medidas y garantías precisas para la prác-
tica de las mismas. Por otra parte, es pro-
bable que algunos tipos de conducta antiso-
cial que actualmente constituyen plaga -por 
ejemplo, los que familiarmente se encierran 
en el concepto de gamberrismo- hallasen en 
adecuados correctivos físicos una represión 
más eficaz. No es cómodo hablar en estos 
términos, y la prudencia de no ir contra co-
rriente aconsejaría un discreto silencio; pe-
ro es hora ya de poner fin a muchas mues-
tras de fariseísmo legalista y provocar a la 
sinceridad a quienes tranquilizan su con-
ciencia pretendiendo ficticiamente ignorar 
la realidad de ciertas cosas con el argumen-
to de que no están o no deben estar permiti-
das por las leyes. 
2. Variedades de la coacción moral 
Llamaremos coacción moral a aquella 
que, en condiciones típicas, produce un su-
frimiento en el ánimo sin que intervenga una 
operación física sobre la persona. En gene-
ral, ese sufrimiento puede resultar de la pri-
vación de alguno de los bienes siguientes: 
la paz del espíritu, la comunicación con per-
sonas o cosas queridas, o la estima que se 
tiene entre los demás o, al menos, la espe-
ranza de alcanzar un determinado realce so-
cial. 
63 
Muy variadas pueden ser las manifesta-
ciones particulares, y no es necesario que 
hagamos una enumeración minuciosa de 
ellas; pero sí es interesante comentar las 
peculiaridades de dos especies que guardan 
relación principalmente con el tercero de los 
bienes indicados. Se trata de aquellas actua-
ciones coactivas que consisten respectiva-
mente en admoniciones y degradaciones. 
Con la admonición se descarga sobre el 
sujeto, expresa o tácitamente, un juicio ad-
verso en el que se condensa, más o menos 
auténtica e in-tensamente, el sentir moral que 
reina o predomina en el medio social. En las 
decisiones judiciales en general suele concu-
rrir con la coacción expresamente pretendi-
da, aunque no se lo quiera conscientemente, 
un tácito efecto de carácter admonitorio. Pa-
ra muchas personas, por cierto, el hecho de 
aparecer públicamente envueltas en el lla-
mado strepitus fori es algo más temible que 
el embargo, la multa o los días de prisión 
que pudieren sobrevenirles. 
Pero sucede a veces también lo contrario: 
que ciertas decisiones judiciales, lejos de 
suscitar un efecto admonitorio añadido a su 
función coactiva explícita, originan o con-
firman un apoyo moral por parte de secto-
res considerables de opinión pública. Así 
sucede todavía en ciertos ambientes -por 
ejemplo, en ese campo de peculiar mentali-
dad ética que es la milicia~ con motivo de 
sentencias dictadas contra duelistas o cón-
yuges ofendidos que, por decirlo de algún 
modo, se han tomado, o han intentado to-
marse, la justicia por su mano. 
18. En la conferencia anual de la policía británica se pidió en 1972 el restablecimiento de la horca y 
del látigo de nueve cuerdas como instrumento disciplinario en las prisiones. La razón era, una vez más, 
el impresionante aumento de la criminalidad más abominable, junto a la blandura de los jueces británicos. 
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Tan llamativo contraste se advierte con 
cierta frecuencia cuándo los tribunales se 
enfrentan con algunos delitos cometidos por 
móviles políticos. Sucede unas veces porque 
la definición de tipos delictivos no ha po-
dido apoyarse socialmente sobre un consen-
so moral claro y por lo menos predominan-
te. Pero también ocurre que ciertos premios 
morales de la opinión pública son resultado 
de tergiversaciones tendenciosas fomentadas 
por minorías. Merece toda clase de recelos 
y precauciones el hecho de que determina-
dos actos ilegales, que por su naturaleza son 
ordinariamente reprobados por la concien-
cia social, lleguen a adquirir en algunos me-
dios complacientes un colorido moral posi-
tivo por la circunstancia de que alguna co-
rriente doctrinaria consiga revestirlos con 
la gala de actividades «políticas». Más ade-
lante volveremos sobre el tema de los delitos 
políticos. 
Nota característica de la coacción admo-
nitoria, cuando es deliberadamente aplicada 
-como en las clásicas reprensiones o amo-
nestaciones disciplinarias-, es que en ella 
se deja típicamente, por decirlo así, una sa-
lida espiritual al afectado. Explícita o im-
plícitamente, se le ofrece la posibilidad y la 
esperanza de recuperar la estima perdida. 
En cambio, la degradación supone una 
especie de fatal y definitiva descalificación 
social de la persona, un tacharla como ser 
insubsanablemente indigno o, cuando menos, 
inútil. De aquí la especial brutalidad de es-
ta forma de coacción moral, que en los peo-
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res casos ' puede sumir a la persona en una 
fría soledad rodeada por un cinturón de des-
precio u olvido inconmovible. Aunque a pri-
mera vista puede parecer otra cosa, este ti-
po de coacción abunda bastante en la vida 
social. La abundancia se puede explicar muy 
principalmente por la combinación de dos 
actitudes psicológicas: por un lado, una pe-
reza mental que frena el esfuerzo de imagi-
nar, para después desear, una conversión de 
los descarriados; por otro, esa soberbia su-
til que, disfrazándose de intransigencia mo-
ral, mueve a desear la fijación del pecado 
ajeno para que resalte por contraste la vir-
tud propia. 
Aunque la manifestación más conocida 
y llamativa de esta forma de coacción es la 
clásica degradación militar, hay otras mues-
tras que merecen particular mención. Fijé-
monos primeramente en las destituciones 
políticas. Aunque no estén animadas por una 
intención de infligir un daño moral, el he-
cho es que a menudo son sentidas como una 
degradación. Es tan poderosa el ansia hu-
mana de no ser ignorado, de sobresalir si 
es posible y concentrar miradas de recono-
cimiento y respeto en un medio social 19, que 
se comprende sin dificultad el profundo sen-
timiento de humillación con que muchos 
políticos reciben el cese. Se crean así perso-
nas fuertemente dolidas, sobre todo cuando 
la ostentación del cargo estuvo dominada 
por un sentimiento de fidelidad personal a 
un dirigente superior 20. Por lo mismo se 
comprende la especial prudencia que de-
19. Me permito remitir sobre este punto al análisis de la figura del gobernante que se presenta en mi 
libro Poder y poderes, Pamplona, 1975, en cuanto atañe a lo que allí se llama la faceta de «poderoso» (pp. 
142 Y ss.). 
20. La certeza de haber perdido el «favor» del príncipe ha sido históricamente causa de muchas trage-
dias. Pero también ocurren hechos análogos en nuestros días. Recuérdese, p. ej., el caso del que fuera con 
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muestran algunos gobernantes cuando, tras 
relevar a sus ministros, procuran compensar 
a los salientes con otros cargos importantes 
y lucrativos. Pero no siempre se logra evitar 
el despecho, y por ello no es raro ver cómo, 
al cabo de cierto tiempo, las lealtades de un 
día se tornan hostilidades. Estas alcanzan 
su grado máximo, enconando las relaciones 
competitivas en torno al poder, cuando en 
la destitución hubo algún ánimo de desairar 
a la persona. Muchas oposiciones políticas 
no tienen otro origen. 
Otra muestra muy dolorosa de la coac-
ción degradatoria tenemos en las penas que 
consisten en la privación de derechos polí-
ticos o civiles 21. A ellas equivalen los efec-
tos derivados de los «antecedentes penales», 
que representan una coacción frecuentemen-
te más temible que las sanciones penales 
propiamente dichas. Pero hay algo más, y 
es el hecho de que, con independencia de 
los citados efectos, y aun en el caso de que 
los mismos puedan no existir, la condición 
de ex-penado acarrea con frecuencia en la 
Sociedad unas privaciones que se pueden 
equiparar a las consecuencias de una degra-
dación. Las desconsideraciones de que ha-
cen objeto los conciudadanos al ex-presidia-
rio, p. ej., constituyen una coacción moral, 
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no prevista legalmente, que prolonga, y agra-
va incluso, la que hubo en la reclusión 22. 
3. Coacciones ambivalentes 
Veamos ahora la coacción que hemos lla-
mado mixta. Dentro de este concepto, que 
abarca diversos modos de influencia coacti-
va donde concurren lo físico y lo moral, se 
sitúan sobre todo estas dos manifestaciones 
concretas que revisten una gran importancia 
práctica: la que consiste en medidas de in-
comunicación y la que consiste en una pre-
sión o privación económica. En la primera se 
pueden advertir dos tipos de sentidos opues-
tos: la reclusión y la proscripción. 
La privación de libertad mediante reclu-
sión lleva consigo actos instrumentales de 
coacción física, o por lo menos la amenaza 
inmediata e irremediable de sufrirlos, y al 
mismo tiempo supone para la persona su-
frimientos físicos derivados del aislamien-
to. Pero su efecto aflictivo característico, el 
que precisamente buscan por lo general 
quienes la imponen, es un sufrimiento de na-
turaleza moral. 
En lo que concierne a la coacción pros-
criptiva, y dejando aparte otros aspectos, 
Franco Ministro de Información hasta julio de 1962, Gabriel Arias Salgado. Lo inopiado del cese le costó 
rápidamente la vida. 
21. Hallamos un buen ejemplo de esto en la ley española de negativa al servicio militar de 21-XII-73. 
Además de privación de libertad, dicha ley preveía para las personas que rehusaren prestar ese servicio una 
interdicción de diversos derechos políticos y administrativos (sufragio, ejercicio de la docencia, posesión 
y uso de armas, etc.). Para un juicio crítiro sobre esta regulación, se puede ver mi articulo ¿Negativa al 
servicio militar?, en «Nuestro Tiempo», n.O 241 (1974), pp. 62 Y ss. 
22. La literatura y el cine nos han relatado más de una vez el caso de la persona excarcelada que se 
siente perdida en la Sociedad y que incluso vuelve a delinquir con el fin de tornar a la prisión, que ha lle-
gado a convertirse en su único hogar. He aquí una prueba más de cuán necesario es localizar las diversas 
formas de coacción que puede sufrir el ser humano, a fin de conseguir el uso más prudente y adecuado 
de aquellas que han de servir como medios de gobierno. 
66 
parece interesante señalar que presenta una 
modalidad particularmente digna de aten-
ción desde un punto de vista político. Se tra-
ta de lo que podríase llamar genéricamente 
desvinculación política, y que no es otra co-
sa que el acto de fuerza por el que se expul-
sa del país a una persona que hasta el mo-
mento ha sido ciudadano del mismo. Aquí, 
junto a la coacción física imprescindible, in-
terviene sobre todo esa otra más dolorosa 
que es el verse irremisiblemente separado 
de una nación y una patria. La expulsión 
material no es más que el preludio de esa 
vulneración moral que hay en el hecho de 
segregar a una persona de su más amplio 
contexto comunitario territorial. Posterior-
mente volveremos desde otro ángulo sobre 
este mismo asunto. 
No parece difícil comprender el carácter 
mixto de la coacción económica. La suspen-
sión de sueldo, p. ej., es una coacción indi-
rectamente física en cuanto puede dar lugar 
a que el afectado experimente algún tipo de 
necesidad corporal; el embargo de una fin-
ca es coacción física en la medida en que 
sea necesaria la desposesión material de la 
misma. Pero tanto en un caso como en otro 
se advierte la mayoría de las veces esta for-
ma de coacción moral: la privación de esa 
serenidad de ánimo fundada en la seguridad 
que da el dinero. En los casos de menor in-
tensidad aflictiva, se siente siquiera la debi-
litación del realce social que la posesión de 
bienes proporciona. 
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Apenas hace falta subrayar la enorme im-
portancia de la coacción económica en los 
modernos Estados. Dejando aparte aspectos 
tan merecedores de honda crítica como el 
principio de la doble función de las multas 23, 
se sabe bien hasta qué punto son inexpugna-
bles los regímenes políticos cuando se apo-
yan sobre una burocracia y una milicia bien 
pagadas. Este fundamental dato político, 
perfectamente conocido desde antiguo, pre-
senta un grado de intensidad extraordinario 
en esta era de Sociedades de consumo, don-
de se han multiplicado las necesidades se-
cundarias y se han difundido al máximo los 
impulsos de emulación económica. El gober-
nante instalado en los puestos superiores, 
que carece tal vez de grandes ideas pero ma-
neja el presupuesto familiar de muchos mi-
les de personas, cada vez ha de temer me-
nos, si obra sagazmente, los movimientos 
de rebeldía o sedición por motivos doctri-
nales en el Estado. Incluso en estos tiempos 
de abundantes disturbios callejeros, la uni-
dad de acción represiva de las fuerzas de or-
den público muy difícilmente se quebranta. 
Ello se explica en una medida notable por 
los estímulos derivados de la seguridad pro-
fesional, y por lo tanto crematística. ¿Acaso 
tras la coacción física que practica la policía 
para restablecer el orden en la calle no hay 
que ver, en parte, la sombra de un miedo 
económico? Comprender bien esto podría 
servir, sin duda alguna, para que se suavi-
zasen algunos antagonismos psicológicos. 
23. Es decir, la de sancionar infracciones legales y al mismo tiempo incrementar los ingresos públicos. 
En ese campo un tanto confuso que es la disciplina del tránsito rodado, donde la idea de intencionalidad 
en el quebrantamiento de la regla carece a menudo de trascendencia, las multas se convierten no rara,.. 
mente en simples impuestos sobre los descuidos. 
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111. CATEGORIAS FUNCIONALES. 
Tras examinar en sus rasgos principales 
los diversos tipos que la coacción material 
presenta en razón de los efectos, tócanos 
ahora proceder a su análisis desde el punto 
de vista de las diferentes funciones que la 
misma puede cumplir. Lo haremos en la pre-
sente sección y en las dos siguientes. 
Ante todo, podríamos establecer estas 
cuatro categorías funcionales: coacción po-
lítica básica, procuratoria o exactiva, elimi-
natoria y sancionatoria. 
1. Retención y exclusión política 
Con el concepto de coacción política bá-
sica englobaremos todas aquellas formas de 
violencia que afectan a la existencia del Es-
tado y del ordenamiento que lo rige, con-
siderado en sus componentes fundamenta-
les, o bien a la inserción de las personas en 
el ámbito de vigencia del segundo. 
Aquí, prescindiendo de la que cabría de-
nominar coacción política fundacional, que 
es la que con frecuencia interviene en el na-
cimiento de los Estados o los regímenes po-
líticos, se han de distinguir estos dos tipos 
de sentidos opuestos: la coacción política 
radical con eficacia de retención y aquella 
otra con la que se cumplen intenciones de 
exclusión. 
La primera es ésa que, típicamente, nos 
impide salir del país si no presentamos el 
pasaporte en regla. Lo que un guardia fron-
terizo hace al detener a un tránsfuga es, an-
te todo, mantenerlo afectado plenamente por 
el ordenamiento jurídico del Estado. Sólo en 
un plano secundario denota ese acto coacti-
vo la naturaleza de primera diligencia para 
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exigir una posible responsabilidad guberna-
tiva e incluso judicial. 
Pero la coacción política retentiva no se 
aplica únicamente a personas individuales, 
aisladamente consideradas, sino también a 
colectividades parciales dentro de algunos 
Estados, sobre todo en cuanto singularizadas 
étnica y territorialmente. Se trata de esas 
minorías de diversos tipos que, por encima 
de cualquier construcción doctrinal o lega-
lista, se sentirían más a gusto formando par-
te de otro Estado o constituyendo una uni-
dad política independiente. 
Por lo que atañe a la retención política 
individual, puede bastarnos, para ilustrarla, 
una breve alusión a ciertas prácticas bien 
conocidas en nuestro tiempo. La historia de 
la frontera entre las dos Alemanias da mo-
tivos abundantes para reflexionar sobre la 
rudeza con que se procura desbaratar cual~ 
quier intento de evasión. Con la instalación 
de mecanismos automáticos para abatir a 
los fugitivos se han deshumanizado al má-
ximo los esfuerzos para asegurar la reten-
ción. y el drama reiterado de los fugitivos 
chinos en la frontera de Hong-Kong recalca 
igualmente la imagen del choque brutal que 
se produce a menudo entre el ansia huma-
na de libertad elemental y el principio de 
conservación política que rige en todos los 
Estados. No hay más rotundo exponente del 
principio de la razón de Estado que la ex-
peditiva aniquilación del individuo en el 
momento de pisar esa línea divisoria más 
allá de la cual podrá, como decía TOCQUE-
VILLE, vivir bajo otras leyes. 
Sin embargo, la coacción política retenti-
va produce su más alta resonancia cuando 
se la practica sobre las colectividades par-
ciales mencionadas antes. A este respecto es 
inexcusable señalar un llamativo contraste 
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de actividades que se observa en nuestros 
días. De una parte, vemos generalmente ad-
mitido a escala mundial el principio de la 
autodeterminación de los pueblos, como tra-
sunto positivo de la idea de descolonización; 
de otra, llama la atención la pertinaz y uná-
nime resistencia de los Estados ya constitui-
dos a que se desgaje de ellos un sector de la 
población acompañado de territorio. Es in-
negable que en bastantes Estados la perte-
nencia de una determinada porción de sus 
habitantes tiene un signo más o menos acu-
sado de radical dominación. Y resulta par-
ticularmente curioso que los Estados de re-
ciente creación se muestren, bajo ese aspec-
to, tan vivamente celosos de su integridad 
como los de más viejo historial. El citado 
principio de autodeterminación no estuvo 
lo bastante claro y desarrollado como para 
servir de criterio decisor en casos como el 
de Katanga y el de Biafra. Muy difícil es en 
esta materia llegar a convenciones seguras 
acerca de lo verdaderamente justo e injusto. 
De acuerdo . con los propósitos que guían 
al presente estudio, podemos excusarnos de 
formular una opinión sólidamente fundada 
sobre el fondo de tan delicado problema. 
Mas parece aconsejable no rehuir una cierta 
toma de postura sobre el particular a fin 
de no apegarnos en exceso a un nivel de 
consideración secamente descriptivo. 
En primer lugar, y por lo que concierne 
a la cuestión de justicia, parece muy senci-
llo formular un juicio crítico de base pura-
mente hipotética. Es el siguente: que, si su-
ponemos válido el principio general de la 
autodeterminación de los pueblos en cuanto 
admitido por cualquier Estado que se con-
sidere, resulta contradictorio con este reco-
nocimiento, y por tanto injusto en líneas ge-
nerales, el hecho de que dentro de dicho Es-
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tado se practique la coacción retentiva sobre 
un sector o grupo de población en el que se 
acusen pretensiones más o menos intensas 
de autonomía política. Sin embargo, a poco 
que se medite sobre todas las consecuencias 
que derivarían de tal modo de pensar, se 
llega al convencimiento de que su propia 
dinámica teorética tendría que llevar forzo-
samente a la exasperación y autoaniquila-
ción del repetido principio de autodetermi-
nación, puesto que, al exigir la demostración 
permanente de una voluntad unánime, per-
mitiría poner en duda en todo instante la 
legítima existencia de cualquiera de los pue-
blos que en cada momento se manifiestan 
como unidades políticas diferenciadas. 
Por tal motivo, es preferible razonar en 
esta materia partiendo de un postulado de 
conveniencia práctica que fuerce a recono-
cer, como algo indiscutible por principio, la 
realidad de cada pueblo político concreto. 
Sólo tomando como premisa ese básico pos-
tulado podrá luego la Etica política elabo-
rar sus juicios acerca de lo justo y lo in-
justo. 
Dicho postulado podría formularse di-
ciendo lo siguiente: que el Estado, entendi-
do como cada uno de los grupos políticos 
autónomos existentes en un momento dado, 
es algo provechoso para las personas indi-
viduales que lo componen, y que, por tanto, 
su destrucción pura y simple debe ser consi-
derada en general como un hecho nocivo. 
De tan sencilla proposición resulta esta 
consecuencia: que el argumento más plau-
sible que podrán utilizar los dirigentes de 
cualquier Estado, al defender la integridad 
de sus ámbitos personal y territorial de so-
beranía, será el ya mencionado principio de 
conservación o subsistencia política, es de~ 
cir, el imperativo de preservar todo cuanto 
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pertenezca indiscutiblemente al campo de 
convivencia de dicho Estado. Pero conviene 
precisar que la finalidad de dicho principio 
ha de verse propiamente, no en asegurar la 
perduración de lo que se tiene, sino en pos-
tular la permanencia de lo que se es. Esto 
significa que lo que razonablemente se pue-
de pretender es que perviva segura y prós-
peramente lo que en cada caso pueda ser 
considerado, combinando los criterios de ex-
tensión, homogeneidad y antigüedad, como 
realidad inequívocamente constitutiva del 
Estado. 
Aplicando esta condición a las circuns-
tancias en que se plantean problemas de se-
paración política, ha de resultar que el prin-
cipio de conservación únicamente podrá te-
ner fuerza cuando la parte cuya segregación 
se pretende esté siendo tratada precisamen-
te así, como una parte del todo, en condi-
ciones de estricta igualdad con el resto, y 
no como una mera posesión o dependencia 
de éste. 
Aceptar esta puntualización parece abso-
lutamente inexcusable hoy, cuando, junto al 
viejo argumento de la razón del más fuerte, 
se hallan en quiebra dos clásicas justificacio-
nes de la integridad estatal que es interesan-
te recordar. 
La primera consiste en el típico razona-
miento histórico de considerar infundada la 
aspiración secesionista de tal parte del Es-
tado porque desde antiguo ha pertenecido 
al todo. Semejante argumentación muestra 
su mayor debilidad en este aspecto: que el 
criterio de la antigüedad será aplicable al 
territorio considerado en sí mismo, como 
medio de asentamiento y subsistencia de una 
población, pero no a los habitantes que a la 
sazón ocupen el trozo de suelo de que se 
trate. 
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Aún más ruinosa se puede considerar a 
la creencia de que los Estados, tal como en 
un cierto momento aparecen afirmando efec-
tivamente su existencia, son expresión de 
unas entidades colectivas subyacentes que 
tendrían una individualidad mística o me-
tafísica. Es bien visible que, en el proceso de 
incremento en el número de Estados por 
efecto de la descolonización, esa idea está 
prácticamente ausente, y que el principal 
pensamiento conductor es la creencia de una 
injusta dominación que se ha de sacudir 
cuanto antes, constituyendo un Estado inde-
pendiente con el mismo ámbito humano y 
territorial que delimitara la metrópoli. 
Si ahora nos fijamos en la otra modali-
dad de coacción política básica, la de exclu-
sión, podemos también señalar experiencias 
frecuentes que dan motivos para serias con-
sideraciones. Viene a coincidir esto con lo 
que anteriormente llamábamos desvincula-
ción política de las personas. Aquel instin-
to de conservación política se manifiesta 
también aquí, pero con un signo distinto. 
Hoy no es fácil practicar la expulsión de 
colectividades humanas más o menos exten-
sas -como, p. ej., en siglos pasados, la de 
los judíos en España o la de los jesuítas en 
más de un país-, pero las de personas de-
terminadas ocurren a menudo y presentan a 
veces características muy singulares. 
Pensando en un caso como el del escritor 
ruso Alexander Soljenitsin, se descubren 
matices realmente chocantes. Llama fácil-
mente la atención esa actitud de un Estado 
que prefiere no poner en marcha el aparato 
judicial -porque podría traerle consecuen-
cias propagandísticas adversas- y opta por 
deshacerse de la presencia de quien ha adop-
tado una postura de molesta disidencia po-
lítica. Curiosa es, en verdad, esa práctica del 
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exilio impuesto haciendo funcionar un me-
canismo de control rápido que suple al pro-
ceso judicial 24. Y curiosa también esa forma 
de entendimiento diplomático que permite 
contar con un país donde arrojar la carga 
del disidente 25. 
2. Exacción; el tema de la tortura 
Demos ahora un giro en nuestra obser-
vación para considerar ciertas formas de 
coacción material cuya finalidad es, al me-
nas principalmente, arrancar algo de la per-
sona. Se trata de actos de compulsión en que 
concurren frecuentemente agresiones físicas 
y morales. 
Hay casos en que dicha coacción no es 
más que un aspecto de la sancionatoria, que 
oportunamente analizaremos. Se trata de 
aquellas medidas compulsivas que, en de-
terminadas condiciones, son necesarias pa-
ra ejecutar una sentencia judicial en mate-
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ria civil. Así, los lanzamientos de personas 
en procedimientos de desahucio y los em-
bargos de bienes para ejecutar deudas. So-
bre estos supuestos tan conocidos y social-
mente aceptados, el único punto de notable 
interés para una exposición panorámica co-
mo la presente consiste en la especial inten-
sidad con que a veces se muestran los as-
pectos de coacción moral. El apego afectivo 
a los objetos en trance de ser aprehendidos 
ha dado lugar en ocasiones a desenlaces 
trágicos 26. 
Pero el aspecto más interesante de la 
coacción exactiva, por los abundantes moti-
vos de preocupación y polémica que sigue 
dando, es el uso de la misma con la finali-
dad de obtener declaraciones o informacio-
nes. Se sabe que la tortura es una vieja ins-
titución que estuvo reglamentada en otras 
épocas para la doble función de obtener con-
fesiones de culpabilidad y lograr informes 
que permitiesen apresar a los cómplices. En 
nuestro tiempo, a pesar de no hallarse reco-
24. Aunque al principio se le quiso perseguir judicialmente por el delito de traición, la negativa del es-
critor a declarar y defenderse motivó que las autorid3.des soviéticas optasen paradójicamente por privarle 
de la nacionalidad y expulsarlo del territorio nacional. Esta privación tuvo el carácter de una medida legis-
lativa individual del Presidium del Soviet ·Supremo, que tiene reconocida la facultad de otorgar y retirar la 
ciudadanía. No fue, pues, una sanción judicial, a diferencia de lo que se hizo con Trotsky en 1929. El co-
rrespondiente decreto del Presidium fundaba la medida en la incompatibilidad de la conducta del escritor 
con los intereses de la Unión Soviética. 
Con toda razón se pudo comentar en aquellos días (febrero de 1974), que la expulsión formaba un iró-
nico contraste con la retención de muchos ciudadanos corrientes que desearían poder abandonar la Unión 
Soviética de un modo tan simple. 
25. Evidentemente, hubo un acuerdo diplomático previo con la República Federal de Alemania, a la 
que el escritor fue transportado por la fuerza en un avión soviético, donde lo introdujeron agentes secre-
tos después de arrestarlo en su domicilio. 
Entendimientos como ése tienen lugar con cierta frecuencia respecto a dirigentes políticos destituidos 
por un golpe de Estado, aunque las expulsiones no lleven siempre consigo una privación de nacionalidad. 
Se trata en todo caso de hechos jurídicamente anómalos, que ponen de relieve la existencia de una zona de 
penumbra en torno a la función jurisdiciconal del Estado. Recuérdese, p. ej., el entendimiento entre la URSS 
y Chile, en diciembre de 1976, para liberar respectivamente a Vladimir Bukovski y Luis Corvalán. 
26. En febrero de 1973, p. ej., un hombre consumó en Barcelona su amenaza de arrojarse a la vía del 
tren si se practicaba un embargo en su domicilio. Se puede ver la noticia en la prensa local del día 23. 
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nocida en las leyes y estar incluso castigada 
por ellas, es un hecho notorio que sigue sien-
do practicada con procedimientos policiales 
equivalentes que se recatan. Incluso en los 
Estados más reconocidamente liberales, el 
gran público siente con viveza el choque en-
tre los derechos personales genéricamente 
proclamados y la frecuencia de esas agresio-
nes indagatorias 27. 
Nada es necesario decir aquí sobre los 
problemas relacionados con el uso de la 
coacción para obtener declaraciones de cul-
pabilidad que puedan ser utilizadas como 
base para luego coaccionar con sentido de 
sanción; en especial, las tristísimas expe-
riencias de personas que, siendo inocentes, 
pueden verse forzadas hasta el extremo de 
firmar una confesión para sustraerse a los 
malos tratos, arrostrando con ello el riesgo 
mayor o menor de una condena judicial 28. 
Cuando tratemos de la coacción sancionato-
ria con fines testimoniales aludiremos a al-
gunas manifestaciones sangrantes de tales 
experiencias. 
Pero sí es oportuno reflexionar en este 
momento sobre la coacción exactiva que se 
aplica con el fin específico de obtener infor-
maciones que permitan conjurar peligros 
graves que se ciernen sobre determinadas 
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personas o sobre la Sociedad en conjunto. En 
estos tiempos turbulentos, que junto a una 
crisis universal de creencias morales pade-
cen un incremento de la criminalidad brutal 
en formas como el terrorismo despiadado y 
los secuestros de pacíficas personas con fi-
nes de extorsión, la necesidad de conseguir 
esos informes es a veces tan perentoria, que 
se hace absolutamente ineludible afrontar la 
delicada cuestión de qué procedimiento se 
deba lícitamente utilizar en tal sentido cuan-
do fallen las normales técnicas del interro-
gatorio. 
Nada tendrá de extraño que cualquier 
persona, en una primera reacción de su áni-
mo, se escandalice ante ciertos juicios de 
conveniencia sobre la coacción indagatoria. 
Es lógico que, al imaginar en frío el uso de 
cualquier forma de violencia sobre un dete-
nido, su conciencia se rebele ante lo que se le 
presenta como un fenómeno éticamente re-
gresivo. Pero conviene oír a todas las partes 
interesadas -por decirlo de algún modo-
antes de pronunciar juicios definitivos sobre 
un asunto tan difícil. Cabe preguntarse si 
no podrán los defensores sociales tachar de 
cómodo fariseísmo a quienes repudian sevi-
cias en abstracto pero les exigen resultados 
prontos y concretos cuando llega el caso an-
27. Entre los numerosos libros dedicados al tema, puede servir de buena muestra el de Pierre VIDAL-
NAQUET, La torture dans la République, París, 1972. Refiere el autor con todas sus negras tintas los abusos 
cometidos por la policía y el ejército en Argelia sobre miembros del FLN. Y llama la atención sobre la 
hiriente particularidad de que tan manifiestas violaciones de las leyes francesas no fueron obstáculo para 
que muchos responsables de ellas pudiesen luego hacer carrera en la metrópoli. 
Las denuncias de torturas practicadas en diversos países ocupan frecuentemente, con diversos grados de 
verosimilitud, las páginas de los periódicos. Recordemos simplemente, como hecho harto significativo, que 
el Presidente de Portugal, Sr. Costa Gomes, reconoció públicamente el 26-XI-75 que en las prisiones portu.-
guesas había habido torturas después de la revolución del 25-IV-74. 
28. Interesantes consideraciones, basadas en las experiencias francesas, se hallarán en el artículo de 
F. V. COLCOMBET, Oontroler la garde d vue, en «Projet», mayo de 1972, págs. 581 y ss. 
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gustioso 29. Cabe preguntarse si, para bastan-
tes personas, no será la prohibición legal de 
las coacciones policiales indagatarias una 
coartada para fingir la inexistencia de aque-
llo que en los fondos brumosos de la con-
ciencia se acepta 30. 
A todo jurista ha de inquietar cualquier 
exceso que afecte a la integridad física y la 
dignidad de las personas detenidas. Todo ju-
rista consciente de la verdadera esencia de 
su profesión ha de luchar en pro de que el 
principio de legalidad penetre con su bistu-
rí en el tumor de la nueva tortura. Pero al 
mismo tiempo que denuncia los abusos de-
be pronunciarse contra la hipocresía de quie-
nes, sin perjuicio de afirmar en abstracto 
los derechos humanos, reclaman con viveza 
resultados eficaces en la lucha contra el cri-
men y cierran después los ojos. Y él mismo 
tampoco puede ignorar esos casos extremos 
en que la habilidad o el endurecimiento de 
los malhechores hacen fracasar los interro-
gatorios usuales y exasperan a quienes se 
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sienten apremiados por la urgencia de desar-
ticular una red del crimen, averiguar el pa-
radero de una persona secuestrada o hallar 
unos documentos vitales sustraídos. Y como 
su sentido de la legalidad no le permite tran-
sigir con el procedimiento de ofrecer una 
inmunidad total o parcial a los detenidos -y 
menos aún de prometerles una recompensa 
positiva-, la serena consideración de todas 
las circunstancias ha de fozarle a decidir en 
conciencia sobre la licitud de alguna forma 
de coacción material indagatoria. 
Aunque no es fácil efectuar un estudio 
riguroso de actitudes humanas sobre este 
problema, porque no lo es hallar personas 
que puedan hacerse cargo exactamente de-
todos sus términos y opinar desapasionada-
mente sobre su solución, tengo el presenti-
miento de que la mayoría sería favorable a 
la coacción referida, siempre partiendo del 
supuesto de que no hubiese otro medio me--
nos aflictivo y que los datos a obtener tu-
viesen la trascendencia indicada 31. Respe-
29. En un interesante libro sobre la policía norteamericana, Alan E. BENT señala cómo la eficiencia, 
de los agentes públicos es apreciada en términos de «productividad» de arrestos por sus superiores en el or-
den político y administrativo. Practicar detenciones es la demostración de idoneidad propia de un policía, y ' 
por ello es el objetivo permanente de los agentes públicos, que no dudan a veces en «fabricar» pruebas pa-· 
ra poder arrestar a personas de quienes les consta que son delincuentes. A la hora de sopesar entre la exio-
gencia de productividad de los citados superiores y las restricciones que ponen a su acción las autoridades' 
del orden judicial, los policías optan por ceder a la primera para prosperar profesionalmente. Cfr. The po--
litics 01 Law enlorcement, Lexington (Massachusetts), 1974, pp. 24 Y s. 
Todos sabemos cuán fuerte es la demanda social de la eficiencia policial concebida en esos términos ca-
da vez que la opinión pública se ve sacudida por crímenes abominables y absurdos. 
30. No se puede menos que reconocer como prudente la previsión de la nueva ley británica contra el 
terrorismo (de noviembre de 1974) cuando excluye los malos tratos de las amplias facultades de interroga-o 
ción que reconoce a la policía; pero queda en pie la duda de si esa cláusula no será en parte una cortina 
disimuladora. 
31. En una rudimentaria encuesta efectuada entre personas de distinta condición -de la cual sería. 
ingenuo y abusivo pretender deducir una máxima de deber ser-, pude llegar a esa conclusión. Propuse a 
mis interlocutores el caso de una niña de doce años que ha sido secuestrada y corre peligro de violación e 
incluso asesinato, y sobre cuyo paradero se tiene la certeza de que es conocido por una persona a la que-
se ha logrado detener. Ante la urgencia del caso y la negativa del arrestado a declarar, pregunté si se pO_o 
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tando las opiniones contrarias, y creyendo 
no lesionar con ello las reglas éticas a que 
lo sujeta $ucondición de jurista, ése es tam-
bién el parecer de quien esto escribe. 
Naturalmente, ,colocarse en esta posición 
no significa defender la tortura en cualquie-
ra de las formas clásicas, con las conocidas 
consecuencias de mutilación o vulneración 
física de la persona o quebrantamiento du-
radero de su salud mental. Por razones har-
to evidentes esto debe quedar excluido siem-
pre. Mas precisamente para que, a pesar de 
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todas 'las garantías constitucionales, las pro-
hibiciones legales y las convenciones inter-
nacionales, tales agresiones no subsistan 
efectivamente y no sigan habitando en la 
clandestinidad, conviene reconocer positiva-
mente, y regular legalmente de un modQi, es-
crupuloso, determinados procedimientos de 
coacción indagatoria que, manifiestándose 
eficaces en la práctica, no produzcan al afec-
tado un daño irreparable o duradero 32. Un 
estudio científico minucioso podría ilustrar 
sobre esos medios, que en este lugar no es 
posible proponer 33. 
dría considerar lícito el uso de alguna forma de coacción física. Un profesor de Etica estimó que se trata-
ba de un caso límite sobre el que no se puede formular una regla moral taxativa, y que por tanto ha de 
ser resuelto en conciencia, en cada situación concreta, por quienes tengan la responsabilidad de la investi-
gación. Un miembro excedente de la Guardia Civil, de notoria honestidad y sincera vida religiosa, tras ex-
clamar con energía que no se debe maltratar a los detenidos, admitió que en un supuesto tan angustioso co-
mo el imaginado no tendría más remedio que encomendarse a Dios y proceder sobre el individuo recalci-
trante. Una madre de familia con varios hijos, y al igual que ella otras personas de mentalidad semejan-
te, no dudaron en pronunciarse positivamente. Comprensiblemente, un profesor de Derecho penal negó de 
modo rotundo que fuese lícito en caso alguno emplear los medios coactivo mencionados. Otro profesor ju-
rista, muy poseído por la doctrina teórica de los derechos fundamentales de la persona, llegó incluso a de-
cir que, antes que maltratar de algún modo al detenido, preferiría dar por deshonrada e incluso por muer-
ta a la niña. 
32. Leyendo el texto jurídico internacional más importante acerca de la tortura, se observa, junto a la 
razonable preocupación de luchar contra los abusos en el ejercicio de la coacción estatal sobre los deteni-
dos, un cierto disimulo para no afrontar las dificultades propias de esos casos de insoslayable urgencia 
que dan lugar a medidas más o menos claras de tortura. El texto en cuestión es la Declaración de las Na-
ciones Unidas sobre la protección de las personas contra la tortura y otras penas o tratos crueles, inhu-
manos o degradantes, adoptada por la Asamblea General el 9-XII-75. En el arto 1.° se define la tortura 
como «un dolor o sufrimiento agudos infligidos a una persona ... con el fin principalmente de obtener de 
ella o de un tercero una información o confesión, de castigarla por un acto que ha cometido o se sospecha 
ha cometido, o de intimidarla o intimidar a otras personas». Más brevemente, se la caracteriza como «una 
forma agravada y deliberada de penas o de tratos crueles, inhumanos o degradantes». Y el arto 4 estable-
ce lo siguiente: «Ningún Estado podrá autorízar o tolerar la tortura u otras penas o tratos crueles, in-
humanos o degradantes. No se podrán alegar circunstancias excepcionales tales como un estado de guerra, 
la amenaza de una guerra o la inestabilidad política interior, ni cualquier otro estado de excepción, para 
justificar la tortura u otras penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes». 
33. Algunas personas con quienes he hablado del tema no dudan en aceptar el uso del narcoanálisis, 
con el fin de evitar ese fácil recurso que es el apaleamiento de los detenidos. Pero ese procedimiento quí-
mico, a más de no garantizar el grado de eficacia y fiabilidad que ordinariamente se le atribuye, es recha-
zado también por gran número de tratadistas en nombre de la dignidad de la persona. Es posible que la 
mejor solución esté en emplear medios de presión psíquica intensa que desmoronen la resistencia del suje-
to sin dejar secuelas en su estado mental. Pero insisto en que el presente análisis no puede ofrecer pro-
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3. Eliminación o remoción; los disturbios 
callejeros 
Un nuevo paso en nuestro examen pano-
rámico nos permite ahora reparar en esos 
actos de compulsión material en los que el 
hombre es tratado como un obstáculo en-
torpecedor o perturbador que hay que remo-
ver sin más consideraciones. 
Aquí vienen a la mente con facilidad y 
prontitud conceptos tales como el genocidio 
y las deportaciones masivas. De estos hechos 
hay ejemplos numerosos, claros y bien co-
nocidos. Como su naturaleza y sus causas 
están bien estudiadas desde distintos puntos 
de vista, amén del tratamiento que se les 
da por los tratadistas de Filosofía jurídica 
y de Derecho Internacional, no parece ne-
cesario exponer aquí nada sobre su signifi-
cación y sobre la valoración que merecen. 
Por otra parte, algunas de las consideracio-
nes hechas anteriormente al tratar de la 
coacción política básica son aplicables a es-
te otro punto de vista sobre la coacción. 
Pero sí considero oportuno dedicar un 
comentario a una muestra de esa coaCClOn 
eliminatoria que, tal vez por ser relativa-
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mente usual, llama menos la atención del 
pensamiento científico. Una vez más, se tra-
ta de las actuaciones policiales; pero ahora 
son concretamente aquellas que tienen por 
específica finalidad disolver reuniones o ma-
nifestaciones públicas, y en ocasiones inclu-
so desembarazar la vía pública de personas 
que adoptan una actitud pasiva de entorpe-
cimiento. 
Lo más llamativo e inquietante de esos 
encuentros violentos entre policías y mani-
festantes es tal vez el no raro enfrentamien-
to de dos actitudes mentales y emocionales 
bastante homogéneas pero absolutamente 
irreconciliables entre sÍ. Por un lado se ex-
terioriza la rabiosa abominación del agente 
público como símbolo de una opresión difu-
samente concebida y a la que se necesita in-
fantilmente materializar de manera tangi-
ble. De un modo escasamente racional, se 
odia al uniforme y a todo lo que lleva den-
tro, desconociendo que lo que hay enfrente 
es también un hombre, con un sentido pro-
fesional, una situación familiar y unas ne-
cesidades vitales. Como respuesta, las «fuer-
zas del orden» operan dentro de una menta-
lidad esquemática y rectilínea que, en lugar 
puestas suficientemente concretas y razonadas respecto a un punto tan delicado. Lo decisivo es dejar bien 
patente que algo se ha de buscar, y precisamente para que, reglamentándolo de un modo cuidadoso que 
ofrezca máximas garanUas de legalidad a los afectados, se combatan con éxito las formas actuales de la 
tortura despiadada que se oculta. 
Sirvan unos datos concretos muy recientes para corroborar la extraordinaria dificultad del problema. 
En mayo de 1976 el profesor irlandés de Psiquiatría Robert Daly presentó ante la Comisión Europea de 
Derechos del Hombre un informe sobre «Los efectos psiquiátricos de las operaciones contra la subversión», 
en apoyo de la queja formulada por el Gobierno de Dublín contra el comportamiento de los agentes britá-
nicos de orden público en el Ulster. En él denunciaba muy singularmente las secuelas mentales y aun s~ 
máticas del método del «capuchón», que consiste en cubrir la cabeza de los detenidos para hacerles perder 
la noción del espacio y del tiempo. Las autoridades británicas reaccionaron diciendo que también sería de-
seable que los psiquiatras se preocupasen de las drásticas consecuencias psicológicas sufridas por viudas y 
huérfanos en Irlanda del Norte por culpa de las actividades de pistoleros y dinamiteros. Está tomada es-
ta información del diario «ABC» (15-V-76) , al que la transmitió su corresponsal en Londres. 
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de personas, tiende a ver ante sí a unos ex-
traños y absurdos seres peligrosos que hay 
que quitar de en medio. 
Por una serie de causas que han ido com-
plicándose en las modernas Sociedades de 
masas, que se mueven tan predominantemen-
te por los estímulos del bienestar y en las 
que se acusa la pretensión de disponer con-
juntamente de tranquilidad y carencia de 
frenos para el disfrute, los referidos encuen-
tros callejeros pueden ser considerados co-
mo expresión de una peculiar lucha de cla-
ses característica de nuestro tiempo. Hay 
dos campos de solidaridad claramente de-
finidos y unos sentimientos de aversión mu-
tua igualmente palpables. Con expresiones 
como «los azules» o «1os grises» se envuelve 
una actitud despreciativa hacia la policía; 
y, en el seno de ésta, la locución «esos tipos» 
es la que de un modo más suave denota el 
profundo sentimiento de antipatía hacia los 
estúpidos perturbadores a quienes hay que 
combatir. 
Aunque sea deplorable, no parece que, 
hoy por hoy, se pueda esperar la pronta des-
aparición de esa radical incompatibilidad 
entre mentalidades. Consideradas todas las 
circunstancias, cabe decir en descargo del 
Estado que se trata de un fenómeno inevi-
table que no se le debe imputar con exclu-
sividad. Ahora bien, precisamente porque se 
trata de algo inevitable dados los actuales 
sistemas de relaciones sociales, hay un fe-
nómeno colateral muy reciente que viene a 
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trastornar gravemente nuestros esquemas 
conceptuales recibidos del pasado. Se trata 
de esas nuevas experiencias de soldados o 
policías que han tomado la calle como esce-
nario de sus propias reivindicaiones o pro-
testas 34. ¿Qué bueno se puede esperar de 
una eventual propagación de tales actitudes 
por todo el cuerpo de las fuerzas de orden 
público e incluso de la milicia regular? ¿Has-
ta cuándo los guardianes podrían oponerse 
con fuerza moral y eficacia a los mismos 
guardianes cuando lo que éstos hacen no es 
rebelarse violentamente, sino reclamar va-
lores vitales que en principio no les pueden 
ser negados? 
Se ha visto, y tal vez no sin razón, un pre-
sagio de desaparición del Estado tradicional 
en tales hechos; pero una desaparición tras 
de cuya imagen hipotética no se descubre el 
cuadro luminoso de un convivir más frater-
no, sino un fondo siniestro de inescrutable 
oscuridad. 
Aún es tiempo de reaccionar contra esos 
peligros de carcoma en el cuerpo del Esta-
do-organización, y a la vez contra aquel mo-
dernísimo fenómeno de lucha de clases pro-
vocado por la civilización del bienestar; pe-
ro el éxito únicamente quedará asegurado 
si la punta de flecha de la reacción apunta 
exactamente al corazón de la profunda cri-
sis moral que padecemos. La lógica de los 
puros intereses puede llevar al mundo a la 
catástrofe. 
y con esto podemos pasar al examen de 
34. En 1975 hemos tenido noticias de reivindicaciones de soldados en Francia. En . Italia y Alemania 
las ha habido también de policías. Incluso en España, y en febrero de 1976, la policía armada hubo de in-
tervenir para disolver en Barcelona una manifestación de guardias municipales. 
Desde la perspectiva de Francia, y con referencias igualmente a Alemania, ofrece una buena informa-
ción Jürgen LIMINSKY en su artículo Francia: sindicalismo militar y peligros políticos) «Nuestro Tiempo», 
n.O 261 (marzo de 1976), pp. 51 Y ss. 
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los actos coactivos que tienen sentido de 
sanciones. Dada la importancia del tema, su 
estudio requiere sección aparte. 
IV. EL CAMPO DE LAS SANCIONES. 
1. Un concepto de sanción 
Algunos aspectos de la referida crisis po-
drán quedar al descubierto precisamente me-
ditando en la cuarta función que las activida-
des coactivas materiales pueden cumplir. Se 
trata de ese peculiar sentido u orientación 
que da a tales actos el carácter de sanciones. 
Esta faceta reclama de nuestra parte un de-
tenimiento mayor. 
Conviene comenzar con una breve ojea-
da semántica sobre la misma palabra «san-
ción». Porque ocurre que no se la emplea 
unívocamente entre nosotros. Por un lado 
significa sellar o dar firmeza a un acuerdo 
o proyecto de resolución, en el sentido de 
hacer definitivo lo deliberado por uno mis-
mo o propuesto por otro; y así se dice san-
cionar una ley o sancionar un tratado. Otras 
veces se la emplea para dar nombre al acto 
de reprobar o contrarrestar una conducta 
ajena torcida por medio de una demostra-
ción de censura, corrección o castigo. 
Sin pretender con ello dar una explica-
ción lingüística rigurosa basada en la etimo-
logía y la trayectora histórica del vocablo, 
podemos establecer una conexión lógica en-
tre los dos sentidos expuestos, que evite en 
lo posible la impresión de que se trata de 
una disparidad arbitraria. Diríamos así que 
la corrección o castigo es sanción en cuanto 
sirve para reafirmar la vigencia de un mode-
lo imperativo de comportamiento que ha si-
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do o se supone que ha sido violado; es de-
cir, en cuanto tiende a reforzar la vitalidad 
de un mandato formulado con anterioridad. 
Ahora bien, los actos de coacción mate-
rial que revisten el carácter de sanciones 
persiguen siempre algo más que reafirmar 
un mandato previo. Este elemento fijo se 
completa con otros aspectos que constitu-
yen lo que podríamos llamar las dimensio-
nes funcionales complementarias de las san-
ciones. Tales aspectos o dimensiones suelen 
manifestarse combinados en los casos par-
ticulares. Atendiendo a los mismos, cabe en 
cierta manera hablar de varios tipos de san-
ciones. Pero insisto en que se trata de 
significaciones que en la realidad pueden 
concurrir dentro de unos mismos actos. Di-
chos tipos son los siguientes: sanciones re-
paratorias, disuasivas, reformatorias y testi-
moniales. Procederemos a examinarlos por 
separado. 
2. Dimensión reparatoria 
Decimos que una sanción tiene naturale-
za reparatoria cuando, aparte la finalidad 
general de remachar el mandato, tiende a 
deshacer en lo posible lo mal hecho, en el 
sentido de enmendar la lesión que la con-
ducta torcida produjo. 
Aquí se han de distinguir dos aspectos 
posibles. El primero consiste en la idea y 
la intención de borrar la realidad misma del 
mal causado utilizando como medio la im-
posición de un sufrimiento. Esta actitud res-
ponde a viejas creencias que todavía pervi-
ven entre nosotros ligadas a los conceptos 
de penitencia y expiación. El esquema men-
tal del malum passionis propter malum ac-
tionis sigue aún en el fondo de nuestras in s-
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tituciones. Cada vez que los juristas dicen 
que con la sentencia judicial y su ejecución 
se «restablece» el Derecho o la Justicia 
-considerados en sí mismos como realida-
des objetivas-, están evocando ese antiguo 
pensamiento idealista de la recomposición 
de un orden roto 35. 
El segundo aspecto es la bien conocida 
función práctica de los actos coactivos como 
medios para satisfacer a las personas que 
han sido perjudicadas por la conducta que 
motiva la sanción. Ahora bien, interesa te-
ner presente que la satisfacción puede pre-
sentar dos signos: o bien sirve para conten-
tar lo que, en términos tomísticos, llamaría-
mos el apetito concupiscible del sujeto (así, 
en cualquier caso de ejecución por deudas); 
o bien lo que viene a saciar es el apetito 
irascible que la propia conducta indebida ha 
suscitado en quien ha tenido que sufrirla. 
Esto segundo alude a la función -delibera-
da o no- de saciar un deseo de venganza o 
desquite, o simplemente de proveer al afán 
apasionado de que «triunfe la verdad». 
En relación con el primer sentido de la 
satisfacción me limitaré a señalar un matiz 
que tiene cierto interés como pieza de con-
traste. Se trata de lo siguiente: que, cuando 
las sanciones sirven para satisfacer el citado 
apetito concupiscible, es decir, el apego po-
sesorio a los bienes exteriores de la vida, la 
coacción material se aplica un tanto como 
a regañadientes, a falta de otro medio me-
jor. Y la coacción de carácter físico, más 
concretamente, sólo interviene in extremis, 
cuando es totalmente indispensable para 
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conseguir o recuperar el bien con que se ha 
de dar satisfacción a otra u otras personas. 
Ello se debe a que, con motivo de múltiples 
mandatos referentes a conductas de impor-
tancia económica, hay en nuestro ámbito de 
cultura occidental una arraigada tendencia 
a ignorar el papel de la voluntad humana en 
la violación de dichos mandatos y a despla-
zar la idea de responsabilidad sobre los bie-
nes patrimoniales. Este dato merecerá más 
adelante unas observaciones complementa-
rias, dentro de las que dedicaremos al tema 
de los delitos económicos. 
y si ahora paramos nuestra atención en 
el sentido de las sanciones que miran a sa-
tisfacer de algún modo las manifestaciones 
del apetito irascible, podemos notar dos pun-
tos interesantes a los que no se ha dado has-
ta ahora un riguroso tratamiento científico. 
Es el primero, que, en la vertiente más 
característica de las sanciones, que es la de 
la función jurisdiccional del Estado, la satis-
facción de un deseo de desquite es a veces 
el móvil principipal de quienes actúan co-
mo acusadores o demandantes en juicio. 
Aunque al mismo tiempo se pueda preten-
der un resarcimiento de tipo económico, es-
te móvil figura en tales casos en un segundo 
plano, e incluso puede ser prácticamente in-
significante. Dejando aparte las causas pe-
nales que únicamente pueden ser promovi-
das por las personas directamente perjudi-
cadas --en las cuales, salvo los casos de bur-
do apetito de revancha, juega sobre todo el 
afán de ver a salvo la propia honorabilidad 
a través de la condena-, hay ocasiones en 
35. Como fácilmente se advierte, esa idea de reparación de un orden objetivo mediante el sufrimiento 
no se confunde con la eficacia purificadora del dolor sobre quien lo padece. Seguidamente se tratará en el 
texto de este punto. 
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que bajo la apariencia de una demanda de 
resarcimiento económico se oculta realmen-
te un empeño de pura y simplemente ven-
cer para que brille la razón que se cree te-
ner. Hay quienes, frente a otros particulares, 
arrostran con ese fin unos gastos judiciales 
que serán superiores a la compensación eco-
nóinica que pueden recibir por virtud de la 
sentencia. Hay quienes, al pretender frente 
a la Administración que se anule determina-
da resolución que consideran ilegal, se mue-
ven fundamentalmente por el afán de que 
se descubra públicamente una arbitrariedad 
de un determinado gobernante. 
Aún más sutil es el otro punto. Se trata 
ahora del significado de sanciones satisfac-
tivas que, bajo ese mismo aspecto del apeti-
tito irascible, hay que ver prácticamente a 
veces en las sentencias judiciales por las que 
se absuelve a un demandado o acusado. Re-
cordemos lo que ya se apuntó al hablar de 
la coacción moral: que el hecho en sí de 
verse prendido en un proceso judicial signi-
fica ya para muchas personas estar sufrien-
do una coacción. Además, la duda creada 
en el medio social en cuanto a la rectitud 
de tales personas en su proceder únicamen-
te podrá desaparecer definitivamente con 
una sentencia judicial absolutoria. 
Meditando sobre esto último, se com-
prende cómo a veces , una disposición de am-
n,jstía o indulto preventivo puede significar 
en la práctica el equivalente de una inme-
recida condena penal para las personas pro-
cesaclas que , se consideran inocentes de lo 
que se les imputa. La supuesta gracia que 
se les concede les impide defenderse judi-
~ialmente hastq .lograr que ,la verdad res-
plandezca en su· fayor. He aquí uno de los 
varios motivos por los que la institución de 
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la gracia penal merece severa crítica. Opor-
tunamente tocaremos esta materia. 
3. Dimensión disuasiva; referencia a los 
delitos económicos 
Harto familiares son, en relación con la 
finalidad disuasiva de las sanciones, los con-
ceptos de prevención general y prevención 
especial, que manejan los penalistas. Con las 
penas se pretende, entre otras cosas y ge-
neralmente de un modo principal, producir 
un efecto de ejemplaridad que aparte a 
cualquier otra persona de cometer un posi-
ble delito y aleccione en particular a quien 
ha sido ya condenado para que desista de 
otros actos ilícitos en lo sucesivo. 
Conviene notar, desde luego, que la ex-
presada función disuasiva no es nota exclu-
siva de las penas que imponen los tribuna-
les de justicia. En las sanciones gubernati-
vas y las correcciones disciplinarias ese 
objetivo es muy característico; tanto, que 
puede anular prácticamente a cualquier otra 
posible finalidad. Pero igualmente hay que 
rec-onocer su presencia en las resoluciones 
sancionatorias de los tribunales civiles y ad-
ministrativos. La clara experiencia de que 
éstos «hacen justicia» contribuye indudable-
mente al respeto de las leyes por los súbdi-
tos en general. 
Nada es necesario añadir aquí para una 
consideración general de la repetida función 
disuasiva. Pero sí merece un pequeño co-
mentario, por su notable significación so-
cial, la debilidad e incluso inanidad de dicho 
efecto en múltiples sanciones motivadas por 
conductas ilícitas de trascendencia económi-
ca. En nuestras SoCiedades occidentale,s, em-
papadas generalmente de una mentªlidad de 
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individualismo económico, sólo con grandes 
dificultades se abre camino la idea de que 
ciertas conductas deben ser prohibidas y 
castigadas por socialmente dañosas en lo 
económico. Sólo cuando las consecuencias 
de los actos dañan a personas bien determi-
nadas (delitos de robo y semejantes) se des-
pierta con fuerza el afán de castigar para 
proteger a otras posibles víctimas. 
Pero hay algo más que esto. Sucede a 
veces también que, aun conocida por los rec-
tores de la vida pública la nocividad social 
de ciertos comportamientos económicos, e 
incluso definidas las correspondientes figu-
ras delictivas, la eficacia disuasiva de las 
penas es exigua. Esto se advierte precisa-
mente con ocasión de los llamados por anto-
nomasia delito económicos. Se trata de ac-
tividades dañosas, realizadas en el marco de 
los negocios privados o en el manejo de 
caudales públicos, cuya víctima no es talo 
cual persona de modo directo y concreto, 
sino el cuerpo social en general: defrauda-
ciones fiscales, contrabando de divisas, eva-
sión de capitales, etc. 
Una primera causa de la ineficacia disua-
soria estriba en aquel enfoque de la respon-
sabilidad como algo directamente imputable 
a los bienes de los culpables. Aunque las 
fuertes multas que a menudo se imponen 
implican una reprobación de las conductas 
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nocivas, de hecho se comportan como si 
fueran sanciones civiles con fines de resar-
cimiento. Hay una fuerte propensión a ig-
norar el factor dolo como voluntad perver-
sa. De aquí la resistencia a encararse resuel-
tamente con esas conductas y ligarles penas 
de las que se sabe que podrían ser eficaz-
mente dolorosas por afectar a bienes hete-
rogéneos respecto de los que han sido es-
tímulo delictivo y objeto inmediato del año; 
quiero decir, penas en las que hubiese algún 
componente de coacción física. Y así todo 
queda muchas veces en simples bocados a ' 
las bolsas de los poderosos, que no suelen 
arruinar a nadie, cuyo escozor se olvida sin 
gran tardanza y que no raramente se com-
pensan redoblando la astucia y la habilidad. 
Pero hay una segunda causa, probable-
mente más importante y que está conectada 
en el fondo a la anterior. Se trata de lo si-
guiente: que la conciencia social respalda 
escasamente la fuerza coactiva de las medi-
das sancionatorias que de hecho se impo-
nen; y por este motivo las condenas care-
cen prácticamente del efecto de sanción mo-
ral descalificadora que muchas veces les vie-
ne sobreañadido cuando se castigan otras 
conductas 36. 
Es innegable que los países socialistas 
se muestran muy distintos en lo que concier· 
ne a esa materia. No sólo castigan los deli-
36. . Sobre este punto se han pronunciado muchos escritores en los últimos tiempos. Veamos, p. ej., lo 
que un fiscal de Hamburgo, Willy DAUN, seftalaba hace unos aftas: «Nuestra Sociedad -decía-... ·despre-
cia a los autores de cr[menes vulgares, y en cambio trata benévolamente a los delincuentes económicos. Es-
tos.iJ;un después de cometer actos gravamente dañosos para la Sociedad ... , siguen siendo miembros ple-
IJ.amente integrados en ella, o al menos en sus 'circulas selectos'. No tienen que temer de ella ni reproba-
ciones ni .obstáculos para su actividad como hombreS .de negocios. De este modo queda suprimida: una im-
portante barrera psicológica. El. delincuente puede incluso enfocar principalmente esos hechos gravemente 
antisociales de.sde el punto de vista de los riesgos empresariales». Cfr. el articulo UngeZOste . Probleme der 
Wirtschaftsk.nrninalititt, en «Zeitschrift für Rechtspolitik» (ZRP), 1971), p. 29. ' 
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tos económicos con una severidad que hace 
estremecer al negociante desaprensivo de 
cualquier país liberal 37, sino que van sen-
sibilizando las conciencias mediante una la-
bor educativa 38. Los delitos económicos 
alcanzan allí el merecido rango de delitos 
políticos en su más profundo sentido, como 
actos dañosos contra la Comunidad na-
cional. 
4. Dimensión reformatoria; referencia a 
los delitos políticos 
Apasionante es el tema general de la efi-
cacia purificadora o regeneradora del sufri-
miento, que nos conduce a especulaciones 
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del más radical significado ético 39. ¿ Cómo es 
posible que las sanciones sociales reformen 
la personalidad deqüien ha tomado una 
línea de conducta anómica? ¿ Cómo lograr 
que su ánimo se convierta con el sufrimien-
to hacia los valores socialmente comparti-
dos que lesionó? 
La principal dificultad psicológica para 
lograr dicho resultado reside en la posibi-
lidad de que el sujeto haya tenido, por cual-
quier motivo, una conciencia impermeable 
a la vivencia de esos valores. ¿ Cómo reani-
mar el fuego donde no hay rescoldo? Y algo 
semejante habrá que preguntarse en aque-
llos otros casos en que se advierte el mani-
fiesto desprecio a unos valores compren-
didos y en el fondo admitidos por el sujeto, 
37. Consideremos, p. ej., que en la Unión Soviética se estableció en 1961 la pena de muerte para el de-
lito de tráfico de divisas. 
38. Es interesante la finalidad educativa que los juristas soviéticos atribuyen al funcionamiento de 
las instituciones judiciales. Se puede ver sobre esto Harold J. BERMAN, JU8ticia en la U.R.S.S., traduc. de 
J . R. Capella, Barcelona, 1967, pp. 313 y ss., 330 y ss. 
39. A título de breve ilustración, sirvan unos párrafos extraidos de un jugoso ensayo de Hervé PASQUA. 
cEl sufrimiento ---dice- purifica, hace presente todo el bien después de habernos hecho desesperar de los 
bienes ilusorios .. . En vez de aplastarla, el mal exalta a la voluntad, que quiere el bien más irresistiblemen-
te. Hace más profundo el deseo y lo purifica ... El SUfrimiento, lejos de provocar la desesperanza, reactiva 
las ralees de la esperanza, porque es un enderezamiento del ser perpetuamente renovado y un rechazo de 
todo lo que no se someta a sus exigencias». Ahora bien -precisa luego--, para cumplir esa función puri-
ficadora y revitaUzadora, el sufrimiento ha de insertarse en la perspectiva de una felicidad definitiva, de 
un estado de inmortalidad, de un vencimiento total de la soledad mediante la unión con «el absolutamen-
te otro». Si carece de esta significación sagrada, «el sufrimiento hace perder al hombre su dignidad, y su 
exceso lo vuelve grotesco. ¿Para qué me sirve la rigidez de los estoicos, si mi esperanza es vana? Y es 
vana cuando la recibo como consecuencia de un destino ciego». Cfr. El sufrimiento, publicado en «Nuestro 
Tiempo», febrero de 1976, pp. 13 Y ss. 
Estas últimas observaciones nos vuelven al hilo d~l problema planteado en el texto. La gran dificultad 
con que tropieza todo empeño de reformar las conci:mcias por medio de los castigos del Estado estriba en 
las diversas circunstancias que obstaculizan e incluso impiden cualquier esfuerzo por ofrecer al sujeto pa-
ciente un sentido espiritual trascendente que le haga aceptar su situación y salir mejorado de ella. Es ló-
gico que, en un Estado donde se pretenda eliminar de las conciencias toda idea de sobrenaturalidad, la pe-
na de muerte aparezca como algo enteramente absurdo e injustificable. No se podrá ofrecer a la persona 
esa última ocasión de dignificarse ante si misma si se niega que más allá de la muerte pueda haber algo. 
La justificación ética de la pena de muerte sólo puede ser, en mi opinión, de carácter religioso, aunque 
-esto pueda parecer contradictorio a la luz de la idea de perdón. (Si el condenado se reconcilia con Dios an-
tes de ser ejecutado, ¿por qué se le ha de matar? La respuesta sólo puede ser una: porque probablemente 
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a quien lo que propiamente le falla es el 
sentido de la visión universal y la recipro-
cidad. 
Pensando en ambas hipótesis, sólo se ve 
esta solución segura: aplicar un sufrimiento 
tal, que el culpable se sienta precisado a ex-
perimentar una cierta comunicación espiri-
tual con la persona a la que dañó o con 
otras de condiciones semejantes. En otras 
palabras: hay que procurar que el malhe-
chor se vea llevado gradual e inevitable-
mente a identificarse de un modo afectivo 
con la víctima o con víctimas reales o po-
tenciales de caracteres parecidos. 
Por ello no parece dudoso lo siguiente: 
que malamente se reformará quien es man-
tenido durante largos años al margen de sus 
semejantes. La recuperación social de un 
delincuente sólo se puede lograr si se tiene 
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-sin imprudencias, por supuesto- una 
cierta fe en él, como ser humano idéntico 
en el fondo a uno mismo, y por ello se lo 
mantiene de alguna forma en contacto con 
esa convivencia humana normal a la que 
ha perjudicado 40. 
Por fortuna, estas ideas van abriéndose 
camino poco a poco entre los tratadistas y 
los círculos sociales más directamente inte-
resados en la materia 41. Instituciones como 
la libertad condicional o la más reciente-
. mente imaginada de la «probación» -liber-
tad a prueba en sustitución de la condena-
responden a ellas. Las experiencias logradas 
al aplicar el segundo de esos métodos han 
sido en general satisfactorias, y ello explica 
que la ONU se haya manifestado en favor 
de su generalización 42. 
Aunque las características de este traba-
es la perspectiva de esta muerte reflexivamente impuesta el único medio de que se produzca esa reconci-
liación. Pero es fácil comprender que con esto no se hace sino marcar los puntos esenciales de una solu-
ción, que necesitaría un desenvolvimiento teorético en el que se tomasen en consideración otros diversos 
elementos de juicio). 
40. En consecuencia, parece que hay que pronunciarse en principio contra las penas de prisión dema-
siado largas, aunque tampoco se deba ignorar que las muy cortas son a menudo contraproducentes. Hay 
fundados motivos para temer que muchas veces, bajo capa de una protección de la «Sociedad» y una «co-
rrección» de miembros suyos que la perturban, se practica en realidad una forma peculiar de segregación 
social. La reclusión parece basarse en un fondo de pesimismo que, viendo propiamente a esas personas 
como seres distintos, se traduce tan sólo en la intención de que los demás se vean libres de su presencia 
sensible. 
41. Es muy digno de notarse a este respecto el renacido interés de viejas ideas expuestas por escrito-
res anarquistas como GODWIN y PROUDHON. Se ha observado que dichos autores no repudian totalmente la 
idea de castigo por el hecho de que conciban una Sociedad sin Derecho. Uno y otro consideraban necesa-
rios los correctivos, pero ·con fines de cohibición. Si el primero prefería los procedimientos de amonestación, 
el segundo se inclinaba en favor de la reparación mediante actos virtuosos y compensaciones materiales, 
con base en el reconocimiento de la regla del respeto mutuo. Será útil consultar el análisis que ha hecho 
del tema Alan RITTER, Godwin, Proudhon and the anarchist justification of punishment, en «Political Theo-
ry», 1975, pp. 69 y ss. 
42. Este importantísimo tema de la libertad a prueba fue uno de los que se debatieron en el Congreso 
Internacional de Criminología que se desarrolló en Madrid en septiembre de 1970. Entre los países que han 
establecido ese procedimiento en los últimos años figuran Gran Bretaña (1972) e Italia (1974). En el pri-
mero de estos países, la Criminal Justice Act de 1972 dispone la posibilidad de que, en lugar de la prisión, 
se imponga el deber de prestar un mínimo de 240 horas de trabajo en un establecimiento de «servicio so-
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jo dispensen de un estudio suficientemente 
detenido sobre tan atractiva cuestión, sí pa-
recen aconsejar unas consideraciones enca-
minadas a poner de manifiesto que las 
proporciones del problema resaltan con 
particular nitidez cuando se examina el ca-
so de los delitos políticos. 
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Se sabe bien cuán difícil es precisar este 
concepto y cuántos motivos da su manejo 
para el enfrentamiento de opiniones incon-
ciliables en polémicas ideológicas y contro-
versias jurídicas 43; pero es posible, para lo 
que aquí nos interesa, poner una cierta cla-
ridad en el uso del término. Una noción es-
cial» bajo la dirección y vigilancia de un probation officer. Es interesante referir que en Gran Bretaña exis-
te un clima de viva preocupación por hallar adecuadas medidas que suplan eficazmente a las penas de pri-
sión. El Home Office ha venido experimentando otros métodos además del mencionado. Existe incluso una 
asociación de postulación pública, denominada Radical Alternatives to Prison, de la cual algunos miembros 
han mostrado conformidad con la ley de 1972, en tanto que otros continúan repudiando las actuales for-
mas de reprimir las conductas desviadas. Creado en 1970, dicho grupo de influencia exige una radical trans-
formación de las relaciones económicas y sociales en cuyo contexto se producen las conductas delictivas, 
para que se puedan justificar en el futuro las medidas de corrección. Según expresaba el boletín de la 
asociación en marzo de 1975, «los valores implícitos en el servicio social son burgueses, y las actividades 
que las personas se ven forzadas a realizar tienden a apoyar y reforzar esos valores. En tales acciones no 
existe un servicio real a la Comunidad. Para serlo, éste debería dejar al descubierto las desigualdades 
e injusticias de una Sociedad preñada de peligros para una posterior alienación de la persona afectada». 
'Estos datos están tomados de Mick RAYAN, Radical Alternatives to Prison, en «The Political Quarterly», ene-
ro-marzo de 1976, pp. 71 y ss. 
En España también se han efectuado experiencias parecidas,como, p. ej., la sección penitenciaria de ré-
gimen abierto creada en la «colonia Mirasierra» en 1954 por iniciativa del empresario de la construcción 
Sr. Banús, que sería distinguido oficialmente por esa labor reformadora y asistencial en 1972. 
43. Se -comprende por ello que el IV Congreso de las Naciones Unidas sobre prevención del delito y 
tratamiento del delincuente (Tokio, 1970) rehusara enfrentarse con el problema de definir a los llamados 
«presos politicos», y que incluso sus partícipes se opusieran a toda división de los presos en categorías, 
salvo cuando ello fuere indispensable para asegurar un tratamiento correctivo especial. Véase el volumen, 
editado por la ONU en 1972, que contiene el Informe de la Secretaría sobre el expresado Congreso, en sus 
números 154, 164 Y ss. 
Es dato muy conocido que la idea de delito político es manejada sobre todo con la intención de reclamar 
para los correspondientes penados un tratamiento más benigno y respetuoso que el que se dé a los presos 
«comunes». De cuán resbaladiza es la cuestión, así enfocada, y cuán arriesgado tomar cualquier postura 
sobre una caracterización política de los delincuentes, nos dan prueba algunos curiosos hechos acaecidos en 
España en estos últimos años. Con ocasión de un acto religioso celebrado en la prisión de Zaragoza por el 
Sr. Arzobispo de esta ciudad, se puso vivamente de manifiesto la tensión entre un grupo de reclusos por 
hechos de significación política y los restantes presos. Mientras los primeros intentaron, y lograron en par-
te, perturbar la ceremonia con ánimo de protesta ideológica, los segundos mostraron su repudio contra se-
mejante actitud. Y aún más significativos fueron los gestos de muchos reclusos pertenecientes a diversos 
establecimientos penitenciarios, en octubre de 1975, con motivo de la campaña de descrédito contra España 
que se desencadenó a raíz de la ejecución de cinco terroristas. En numerosos telegramas dirigidos al Mi-
nisterio de Justicia y a la Dirección General de Instituciones Penitenciarias, los presos «comunes» hicieron 
afirmaciones de patriotismo y repudiaron las injerencias extranjeras. Es evidente que, ante unos enfren-
tamientos como ésos, tan caracterizados por un doble signo político, no es fácil extraer conclusiones acer-
ca de si conviene realizar una tipificación política de ciertos delincuentes para favorecerlos con un régimen 
penitenciario privilegiado. 
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tricta de delito político nos llevará al con-
vencimiento de que es prácticamente im~ 
posible aplicar una idea de reforma a las 
sanciones que se dirigen contra los autores 
de hechos que tienen ese carácter. 
No cabe duda de que cualquier intento 
de deslindar lo estrictamente político de lo 
que no es tal, dentro de la trama de relacio-
nes propia del grupo que llamamos Estado 
o Sociedad política, será un empeño del que 
nunca podrá obtenerse una solución riguro-
sa y definitiva. Aunque a veces haya quienes 
suponen una distinción objetiva de sustan-
cias, la verdad es que se trata sólo de una 
diferencia convencional y relativa de ma-
tices, que por ello puede modificarse con 
los tiempos y los lugares. De ahí que sea 
imposible determinar en términos teoréti-
cos exactos cuáles pueden ser los tipos de-
Utos políticos en cualquier país. Sin embar-
go, cabe siempre llegar a una delimitación 
suficientemente orientadora con tal que nos 
mantengamos en una nivel de máxima gene-
ralidad. 
Ante todo, parece razonable distinguir 
tres categorías de actos delictivos en cuyo 
contexto fenoménico interviene de alguna 
manera lo político estricto tal como es en-
tendido por lo común. Son las siguientes: 
delitos por móviles políticos, delitos de 
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efectos políticos y delitos políticos stricto 
sensu 44 . 
Se da el primer tipo cuando el autor 
persigue un resultado o consecuencia de ca-
rácter político pero descarga directamente 
su acción sobre una persona o cosa que no 
lo tiene. Al decir resultado político, quiero 
referirme a cualquier operación que reper-
cuta sobre alguna de las cosas siguientes: 
la existencia del Estado como unidad inde-
pendiente de convivencia social máxima; la 
conservación de las instituciones superiores 
de gobierno en el Estado y la conservación 
de aquellas otras instituciones que, como 
el sufragio, permiten a los ciudadanos in-
fluir sobre las primeras o sobre los procesos 
principales de gobierno; y el normal desen-
volvimiento de la acción de gobierno consi-
derada en sus decisiones más importantes. 
En la figura muy actual de los secues-
tros aéreos practicados sobre normales avio-
nes de pasajeros tenemos un buen ejemplo 
de delitos con simple móvil político. La 
fuerza de la pasión política lleva a despre-
ciar, incurriendo en una patente contradic-
ción, ciertos bienes humanos concretos e 
individuales que en sí mismos no tienen 10 
que podríamos llamar «carga política». Este 
contrasentido de querer el bien de los hom-
bres en general y sacrificar para conseguirlo 
44. Entre los penalistas es usual definir los delitos políticos atendiendo a un punto de vista objetivo 
(naturaleza de la entidad sobre la que el delito recae), un criterio puramente subjetivo (el carácter político 
del móvil) o una combinación de ambos enfoques . .se puede ver sobre el tema el excelente artículo de A . 
QUINTANO RIPOLLES, Delito político, en «Nueva Enciclopedia Jurídica» (Seix), vol. VI, 1954, pp. 603 Y ss. 
La aceptación del punto de vista sincrético tiene un buen exponente en la definición de delito político 
que da el arto 8 del Código Penal italiano. Entiende que es tal «todo delito que perjudique a un interés 
político del Estado o a un derecho político del ciudadano»; y agrega que «se considerará igualmente delito 
político el delito común que esté determinado, total o parcialmente, por motivos políticos» Esa idea de in-
terés político del Estado es interpretada por algunos refiriéndola a las instituciones de gobierno y su fun-
cionamiento y a la promoción de ideas políticas de partido. Se hallará una breve información sobre esto 
en Luigi VENTURA, Estradizione e reato político, en «Il Politico», 1972, pp. 217 Y ss. 
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los bienes de estos hombres concretos a los 
que el autor no puede considerar como un 
obstáculo para el éxito de sus ideas, quita 
toda posibilidad de justíficación relativa 
-esto es, desde una perspectiva ideológica 
enfrentada con otras- usando la idea de 
«causa política». 
En el delito político por los efectos, el 
autor es movido por un interés o sentimien-
to particular, pero la acción recae sobre un 
corpus de naturaleza política que resulta 
. destruido o por lo menos dañado en cuanto 
tal. Matar a un Jefe de Estado por motivos 
de venganza privada es un ejemplo perfec-
tamente válido. 
Aquí es claro que la reprochabilidad so-
cial del hecho delictivo queda incrementada 
en virtud de la consecuencia política. Sin 
embargo, la producción y el grado de di-
cho incremento pueden variar mucho de 
unos Estados a otros, según el ideario que 
sirva de base al régimen político. La inter-
pretación o ponderación de las consecuen-
cias políticas ligadas a la comisión de actos 
delictivos sobre las personas o los bienes 
económicos, p. ej., es más extensiva en un 
Estado de régimen autoritario, sobre todo 
si en él se alcanza el nivel del dogmatismo 
totalitario. Recuérdese lo expuesto anterior-
mente, al hablar de la dimensión disuasoria, 
sobre los delitos económicos en los países 
socialistas. Aunque el autor de un fraude 
cometido en el marco de actividades de una 
empresa o establecimiento estatal sólo haya 
querido lucrarse personalmente y en modo 
alguno le haya movido el pensamiento de 
socavar el sistema constitucional, puede ser 
tratado a veces con la misma dureza que un 
rebelde o un espía. 
A diferencia de lo que se advierte en las 
dos mencionadas formas de delitos con sig-
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nificación política, hay ciertos hechos que 
merecen la consideración de delitos políti-
cos en un sentido restringido, y ello por 
presentar las dos notas siguientes: de una 
parte, la presencia de un móvil político en 
el agente, esto es, la intención de lograr un 
resultado con trascendencia política en al-
guno de los aspectos precisados anterior-
mente; de otra parte, la circunstancia de 
recaer la acción sobre un objeto que tam-
bién participa de dicho carácter por consis-
tir en alguno de los repetidos aspectos (exis-
tencia del Estado, instituciones superiores 
de gobierno, etc.) o por guardar Ulla rela-
ción de causalidad directa con alguno de 
ellos. Ese objeto puede consistir, atendiendo 
a su naturaleza intrínseca, en personas,co-
sas materiales o inmateriales o formas de 
comportamiento humano. Pensemos res-
pectivamente, p. ej., en agresiones terroris-
tas contra la fuerza pública, actos de sabo-
taje sobre los recursos vitales del país y 
provocación de huelgas ideológicas para 
quebrantar el consentimiento a los gober-
nantes. 
Sin ánimo de ofrecer una tipología míni-
mamente rigurosa, y a efectos de simple 
orientación, podríamos agrupar dichos de-
litos políticos estrictos en tres categorías: 
delitos contra el Estado o su Constitución 
(traición y subversión en sus diversas for-
mas); delitos contra la normalidad pública 
o la paz social (sedición, adulteración o en-
torpecimiento del sufragio, etc.), y delitos 
que suponen abuso de libertades públicas. 
La denominación imprecisa de éstos últi-
mos obedece a que, tratándose de activida-
des relacionadas con la expresión de ideas 
políticas, la celebración de reuniones públi-
cas y la constitución y el funcionamiento de 
asociaciones sustancial o accidentalmente 
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políticas, su prohibición bajo amenaza de 
penas se basa en la realidad o en la suposi-
ción de que con ellas se puede causar per-
juicio al Estado o su Constitución, a la nor-
malidad en el ejercicio o funcionamiento 
de las instituciones públicas o bien a la pa-
cífica convivencia social, aunque el efecto 
nocivo no resulte necesariamente de cada 
acto. 
Pues bien; en cualquiera de estos su-
puestos es normal · que se cumpla lo que ya 
se indicó: que las penas no podrán ejercer 
una función reformatoria. La razón es, que 
los autores de tales hechos se guían típica-
mente por apasionadas ideas de justicia o 
al menos de conveniencia política respecto 
al bien de una colectividad, que no pueden 
ser satisfactoriamente desautorizadas me-
diante argumentos contrarios que tengan 
fuerza persuasiva irrresistible. La coacción 
aplicada entonces con ánimo de sanción pue-
. de cumplir más o menos bien unas funcio-
nes de disuasión y prevención, pero al mis-
mo tiempo también provocar el efecto más 
contrario de una reforma: una actitud de 
resentimiento aún más intensa que la que 
diera lugar al delito. Como, según la men-
talidad característica de quienes realizan 
esos hechos, los bienes sociales real o pre-
suntamente lesionados con ellos pueden ser 
valorados positivamente en sí mismos, sin 
perjuicio de que se admita su sacrificio in-
evitable para lograr otros mejores en que 
se cree, no cabe llevar al ánimo de tales 
personas el convenicimento de una contra-
dicción entre sus ideales y el daño que pro-
ducen sus actos. En los casos de delitos con 
efectos políticos no pretendidos como tales, 
cabe en principio que la conciencia del 
autor reaccione positivamente y con parti-
cular intensidad al considerar precisamente 
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la grave trascendencia soCial del acto come-
tido. Imagínese, p. ej., el robo de unos do-
cumentos que comprometen la seguridad na-
cional con la única intención de exigir un 
precio de rescate. Y en los supuestos de 
delitos que son políticos únicamente por el 
móvil, aunque las probabilidades de éxito 
sean menores debido al alto grado de pasio-
nalidad y endurecimiento que caracteriza a 
los autores, siempre queda la esperanza de 
que, al enfriarse sus ánimos mientras cum-
plen la condena, comprendan éstos aquella 
incongruencia de su comportamiento y ex-
perimenten alguna forma de arrepenti-
miento. 
Es interesante hacer ahora unas obser-
vaciones complementarias. Primeramente, 
y con · respecto a los casos de delitos en 
materia de libertades públicas, puede suce-
der que incluso la finalidad disuasoria de la 
coacción se frustre o se cumpla sólo débil-
mente. Esto se ha de entender sobre todo 
de aquellas ocasiones en que los autores 
únicamente pretenden perfeccionar desde 
dentro el régimen político o influir crítica-
mente sobre las orientaciones de la gestión 
gubernamental ordinaria o el proceder de 
determinados dirigentes. 
Si tenemos en cuenta la cada día más 
clara transitoriedad o relatividad de las 
formas políticas en todas partes, podemos 
advertir la no rara existencia de una zona 
dudosa intermedia entre lo más presumible-
mente duradero de un sistema de legalidad 
positiva y las razonables previsiones de 
cambios por evolución. En esa zona inter-
media, donde el concepto de actividad de-
lictiva puede flotar en un cierto vacío axio-
lógico por falta de suficiente respaldo mo-
ral de los ciudadanos -punto éste al que 
ya se hizo referencia al exponer el concepto 
de coacción moral-, puede jugarse a veces 
el futuro de un régimen político. 
y otro tanto se podría decir consideran-
do el clima de malestar ' creciente que se 
crea en diversos círculos de opinión pública 
por la falta de suficiente libertad para una 
crítica con la que se " denuncien arbitrarie-
dades, favoritismos, despilfarros o simples 
i:rnprudencias de quienes ocupan los pues-
tos de poder en el Estado. Sea por una in-
tolerante presunción de impecabilidad, por 
un miedo instintivo a los imprevisibles efec-
tos sociales de la " crítica, por ansia de per-
petuarse en ' las posiciones conquistadas, 
por dos de estas causas o incluso por las 
tres conjuntamente, los componentes del Go-
bierno y de la Administración propenden a 
menudo a perseguir las protestas y censu-
ras que les vienen de fuera viendo en ellas 
con facilidad amenazas para la seguridad 
del Estado o de sus instituciones, disonan-
cias perturbadoras de una eficaz goberna-
ción o faltas de respecto a quienes mandan 
y consiguiente peligro de que se resquebraje 
el acatamiento que socialmente se les debe. 
El resentimiento que van lentamente fo-
mentando los excesos en la reacción acaba 
estallando políticamente antes o después, 
con efectos de cambio más o menos intensos 
y profundos según los casos y los países. 
Pensemos ahora en los casos más graves 
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de delitos contra el Estado o su Constitu-
ción. De acuerdo con lo :indicado acerca de 
la imposibilidad de reforma, la lógica pare-
ce exigir que .la coacción saIicionatoria que 
se aplique conlleve un efecto de exclusión, 
en el sentido que se explicó al examinar las 
modalidades . de la coacción . política básica 
(sección III, 1). Es natural que, si el delin-
cuente repudia de un modo radical el régi-
men político, y si no cabe esperar de él,apli-
cándole una medida coactiva normal y limi-
tada, siquiera una actitud pasiva de con-
sentimiento en el futuro, lo adecuado sea, 
cuando no proceda la medida extrema de 
quitarle la vida, desvincularlo políticamente 
mediante la expatriación. 
Sabemos que esto se hace a veces, aun-
que sin seguir en todos los casos -porque 
no se halle legalmente previsto- una con-
dena judicial en tal sentido. Dentro de la 
dureza de la medida, se aprecia también un 
significativo aprecio de la dignidad de las 
personas, a quienes, por decirlo así, se re-
conoce el «derecho a vivir equivocados» en 
otro lugar 4S. 
Pero en general esta solución coactiva se 
rehúye actualmente. El proscrito ha de ir a 
otro país, y esto no siempre es fácil: se 
requieren unas condiciones previas de dis-
crepancia política internacional o un enten-
dimiento diplomático por lo menos tácito 46. 
45. Por supuesto, ese aprecio de la dignidad personal únicamente es real cuando no se, hacendiscrl-
minaciones entre los disidentes en razón del grado de su peligrosidad propagandística. Recuérdese 10 apun-
tado anteriormente al comentar el caso del escritor ruso Soljenitsin. 
46. Este- entendimiento se manifiesta con cierta frecuencia en esa curiosa práctica que es el intercambio 
de espías, con la <:ualse trastorna toda teoría pura sobre las funciones jurídicas del Estado. (¿Tiene valor 
universal o absoluto la. idea :de jurisdicción penal para todas las personas que actúan en el ámbito territo-
rial del Estado?). Pero no todo ciudadano discrepante es un espía ni puede ser deseado por otro Gobierno. 
Esto, a no ser en casos como el de los dos Estados alemanes, entre los que, según ciertos informes, han te-
nido lugar numerosas transacciones de presos pollticos por dinero. 
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La censura de la opinión pública externa 
puede cebarse con regímenes políticos que 
multiplican la expulsión de ciudadanos dis-
conformes. Si a esto sumamos la existencia 
de Estados cuyo dogmatismo ideológico im-
pide reconocer aquel «derecho» a vivir equi-
vocados, podernos explicarnos que se pre-
fieran otras medidas de cierta semejanza, 
a las que cabría encerrar en el concepto de 
«proscripción interior». 
Se trata, corno mínimo, de la privación 
de derechos públicos y del destierro dentro 
del país a zonas o lugares alejados de los 
centros principales de la vida política. Lue-
go vienen las penas de prisión prolongadas 
y en condiciones que suponen, por encima 
de cualquier significación correctiva, una 
decidida segregación social 47. Pero la próS~ 
cripción alcanza quizá su grado más intenso 
cuando consiste en internar a las personas 
en lugares especiales donde la estancia su-
pone para ellas un efecto acusadamente de-
gradatorio. Pueden ser, p. ej., campos de 
trabajo concebidos ad hoc o establecimien-
tos sanitarios donde dichas personas son 
tratadas bajo la consideración oficial de 
«enfermos mentales» 48. 
Estas medidas sólo en una parte de los 
casos son aplicadas como consecuencia de la 
condena pronunciada en un proceso judicial. 
A veces se deciden y llevan a efecto en un 
plano de actuaciones puramente policial, que 
47. Conviene notar incidentalmente que este aspecto de segregación de seres humanos desestimados 
como crituras anómalas se · da también, aunque por motivos sólo parcialmente coincidentes, con respecto a 
delincuentes comunes en general. Algunos juristas actuales proyectan su preocupación intelectual sobre la 
llamada «teoría del chivo expiatorio» (scapegoat-theory), elaborada por la Sociología norteamericana del 
Derecho penal. A título puramente . informativo, y por tanto sin comprometer una opinión sobre su exacti-
tud, ofrezco seguidamente unas consideraciones que un jurista alemán, el juez Helmut. OsTERMEYER, ha 
dedicado al tema. 
Dice este autor que, desde una perspectiva psicológica, la voluntad punitiva de la Sociedad es en el fon-
do un fenómeno instintivo y emocional, que luego es sometido a un proceso de racionalización. Uno de es-: 
tos mecanismos de enmascaramiento es el de lo que el psicoanálisis ha llamado proyección, que consiste 
en transferir a otra persona los propios conflictos o problemas. La represión de los instintos a causa de 
la educación y de otras formas de presión social hace de las personas en general criminales en potencia, 
cuyo sentimiento de culpabilidad es proyectado sobre los delincuentes reales. La Sociedad castiga así en 
las personas de éstos sus propias culpas. Consiguientemente, el criminal, por ser el chivo expiatorio de la 
Sociedad, ha de tener menos derechos que el hombre normal. «Es lógico entonces desvalorizarlo radical-
mente y expulsarlo por completo de la Sociedad. La pertenencia a la Comunidad democrática de los ciu-
dadanos se manifiesta jurídicamente en la titularidad de derechos humanos fundamentales y generales. Por 
tal motivo un criminal, en cuanto víctima propiciatoria, no deberá tener derecho. fundamental alguno». 
Cfr. Die Bündenbóc'kproje'ktion in derRechtssprechung,en «ZRP», 1970, págs. 241 y s. 
48. Sobre estas prácticas en la Unión Soviética existen informes documentales muy difundidos. Los 
libros de .soljenitsin (yen especial Archipiélago GULAG) reflejan crudamente las condiciones de vida en 
los campos de internamiento, poniendo en evidencia la pérdida del sentido de humanidad hacia los «here-
jes» políticos. En cuanto al tratamiento psiquiátrico de los disidentes políticos (aquejados de lo que se 
ha llegado a denominar «esquizoheterodoxia»), se conocen sobretodo los datos revelados en el «Informe:. 
deVIadimir BUKOVSKY, que aparece recogido en el libro Une nouvelle maladie mentale en URBB: l'op-
position, París, 1971. (La versión castellana fue publicada en Panamá en 1972). Entre los textos reunidos 
hay que destacar el llamamiento de Victor Feinberg a las Naciones Unidas yla carta abierta de Piotr Gri-
gorenko al· presidente de la K.G.B. (policia secreta). 
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impide incluso la apertura de un proceso 
normal. Puede darse el caso, política y jurí-
dicamente muy curioso, de que la proscrip-
ción sea en cierto modo el resultado de un 
«pacto» entre el autor de la real o supuesta 
infracción de la ley política y los máximos 
guardadores del orden público, al confluir el 
interés de éstos por evitar quebrantos pro-
pagandísticos que derivarían para el régimen 
de la publicidad de un proceso y el interés 
de aquéllos por evitar una condena que po-
dría privarlos de la libertad durante largos 
años. Los exilios de dirigentes después de un 
golpe de Estado surgen a menudo de esos 
pactos. 
y con esto podemos pasar ya a considerar 
la dimensión testimonial de las sanciones, 
que exige le dediquemos una sección inde-
pendiente. 
v. DIMENSION TESTIMONIAL DE LA 
COACCIONo 
1. Martirio por cuenta ajena 
Nos encontramos ahora frente a una for-
ma o faceta de la coacción sancionatoria que 
presenta gran interés desde el punto de vista 
político. Con la idea de coacción testimonial 
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se alude a todos aquellos casos en que el acto 
de fuerza o compulsión sirve, más allá de la 
pura reafirmación de un mandato que ha 
sido o se supone que ha sido violado, para 
hacer brillar la verdad creída de unas ideas 
morales, y más concretamente de unas con-
vicciones de justicia. A tal fin se aprovecha 
la capacidad que el dolor humano tiene de 
irradiar socialmente por vía de comprensión 
simpatética o antipatética 49. 
Este aspecto testimonial de la coacción 
fue ya sugerido en las referencias hechas a 
la idea de que con las medidas judiciales «se 
realiza el Derecho», y a la creencia en la ca-
pacidad del sufrimiento para subsanar un 
desorden cósmico producido por el acto so-
cialmente reconocido como ilícito. Acudien-
do al plano de la vida religiosa organizada, 
hallaremos un buen ejemplo comparativo si 
recordamos la función del sambenito peni-
tencial de otras épocas: testimoniar la ver-
dad de la fe cristiana definida por la Iglesia. 
Con validez para nuestros días, y en el 
campo de las sanciones penales previstas por 
las leyes de los Estados, se ha visto en la 
aplicación de tales medidas al delincuente un 
tratamiento del mismo como «cabeza de tur-
co». Sobre él se proyectan «unos sentimien-
tos dentro de un contexto para que se re-
fuercen los valores institucionalizados» so. 
49. Conviene aclarar esto. La experiencia del dolor ajeno determina unas veces un sentimiento de 
identüicación vital con la persona que lo sufre, en el sentido de hacer propio su dañ.o y aceptar o repu-
diar, según los casos, los motivos a que obedece (comprensión simpatética). Otras veces, en cambio, el do-
lor de otros suscita en la persona un despego animico hacia ellos, por cuanto el dafio es entendido como 
consecuencia lógica de una frustración del «yo» ideal en que se cree y que se les exige, y por ello se aprue-
ba o se reprueba, según corresponda, la causa inmediata del mismo (comprensión antipatética). Pensemos, 
respectivamente, en la reacción espiritual ante quien sufre un dañ.o fisico por accidente desgraciado o por 
su vida disoluta, y ante quien padece las aflicciones de una persecución por confesar públicamente sus 
creencias religiosas o por haber antes él ofendido deliberadamente a otros. 
50. Son palabras de Talcott PARSONS. Recogiendo una idea de Durkheim, afiade que la pena tiene, ade.-
más de la función protectora, el carácter de «una expresión ritual de sentimientos que sostienen los valo-
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Perola coacción testimonial no se 'ttlani. 
fiesta únicamente en los casos de violación 
real o' presunta de un mandato previamente 
definido con' precisión en , un ámbito social 
políticamente organizado. A vecesse trata de 
un mandato difuso, ' informal o incluso ficti· 
do. Así, en Roma, el caudillo vencedor lleva" 
baencadenádo por la Vía ApÍa al jefe enemi-
go ' «culpable», ' para dar testimonio con este 
«castigo» de ,la grandeza y la «razón» de la 
gran Urbe. Más cerca de ,nosotros, aquellos 
aviadores capturados en misión de ' bombar-
deo sobre el Japón durante la Segunda Gue-
rra Mundial, que eran juzgados como crimi-
nales, perdían la vida para dar fuerza 'a' la 
«verdad» de sus enemigos. 
En otros casos la violación imputada se 
refiere a un realosuptiesto mandato ético 
o jurídico natural -según la idea del «Dere-
chó de gentés»-, tal como es interpretado 
por el órgano sancionador y los grupos or-
ganizados que se expresan a través de él. Co-
rresponden a este supuesto, muy típicamen-
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te, las penas impuestas, <:iespués del triunfo 
de una rev:olución, a los componentes de la 
élite anteriormente instalada en los cargos 
de gobierno o en otros puestos de preemi-
necia social 51. 
Es muy llamativa la circunstancia de que 
en estos casos, no sólo nó se rehúye el apa-
rato judicial, sino que se acude aélcon acen-
tuado empeño. Con esto se pretende, al par 
que denunciar y castigar las reales o presun-
tas injusticias cometidas durante el régimen 
anterior, hacer brillar por contraste los va-
lores del nuevo ideario político. Se conoce el 
prestigio universal de que goza la institución 
del · proceso judicial, con sus notas típicas de 
juego de razones contrapuestas, publicidad 
de los debates y serenidad de enjuiciamien-
to 52; yse lo aprovecha para tina finalidad 
marcadam:eilte propagandística. Se utiliza a 
las personas reputadas criminales como ins-
trumentos pasivos para fortalecer el consen-
timiento a favor del nuevo régimen 5\ a la 
vez que con su sufrimiento se cumplen y sa-
res institucionalizados que el criminal ha violado». Esta expreslOn ritual sirve «para fortalecer aquellos 
sentimientos, y sobre todo para consolidarlos en aquella parte de la población que tiene motivaciones posi-
tivas pero latentes en orden á que la desviación sea castigada»: Cfr. El Sistema social, traduC. de J~ Jimé-
nez ' y J . .cazorla, Madrid, 1966, págs. 317 y 319. ' , 
51. La primera gránmuestra de estos juicios modernos - es el ' proceso que coridujo ' a ', 1a eje.cución de 
Luis ·'XVI. Frente a quienes 'afirmaban la inviolabilidad del Rey conforme a la~ Constitución de 1791 y 
quienes pretendían juzgarlo como Un -simple ciudadano, Saint-Just hizo prevalecel" ,laidea de ·que debía 
ser juzgado como enemigo y cónf6nne al · Derecho de gentes." «Para mí -dijo----no hay término medio: 
este hombre debe reinar o moril'»·;· Y, . en , la misma linea, Robespierre afirmó ,que Luis debla morir para 
que la patria pudiese .vivir.Cfr. las referencias en Jacques M. VERGES, Estrategia judicial en los , procesos 
poUticos traduc, deM.a Tilresa López Pardina, Barcelona, 1970, págs. 56 y Ss. 
52~ , Buena ,muestra del .respeto que : se tiene hacia el proceso judicial, incluso en trances .revoluciona-
rios, es ' el suceso que recuerda y comenta G. SATI'A' en su excelente 'enS'ayo Il mistero del 'processo, «Rivista 
diDirittoProcessuale», 1949; .'1, págs. 273 y s; Aquella turba: sedienta de :sangre; ' queregiBtra, el-edificio 
público y va ejecutando expeditivamente a ' los detenidos qUe encuentra, ' se detiene · y calla ' 'como fulm,inada 
al ,abrir la puerta de una sala· donde se está celebrando un juicio y escuchar la voz del presidente del , tri-
bunal. Sucedió el 2 de septiembre de 1792. " : ;'" .e,,' 
53. Un ejemplo muy, significatJvo nos viene dado por el proceso popular que se desarrolló en ,el Palá-
cio de Deportes de La Habana, a fines de abril de 1961, contra los prisioneros capturados ' en la ;,·fracasada 
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tisfacen otros designios y apetencias, muy a 
menudo reductibles a simples ansias de ven-
ganza. 
Algo semejante sucede en los procesos de 
depuración política. Aquí la búsqueda del 
efecto testimonial, fingiendo mandatos que-
brantados y amañando pruebas, adquiere un 
tinte de refinada dureza cuando la prueba 
máxima que se procura es la «confesión» 
del propio «culpable». La voluntad política 
que en estos casos urde la trama necesita el 
disfraz de una legalidad para ensalzar cere-
monialmente una ideología explotando hasta 
el fondo las posibilidades del sufrimiento 
humano. Vienen fácilmente a la memoria ca-
sos como el «proceso de Praga», tan viva-
mente descrito por Costa-Gavras en la pelí-
cula «La confesión». Recuérdese sobre todo 
aquella frase del dirigente del partido, cuan-
do se esfuerza por persuadir al camarada 
caído en desgracia, que ha sido maltratado 
hasta el derrumbamiento completo de la 
personalidad: «El partido no quiere sangre; 
el partido lo que quiere es un buen proceso». 
Estas palabras condensaban una deforma-
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ción mental y moral que produce un profun-
do escalofrío. 
Hechos análogos han sido expuestos y 
analizados en numerosos estudios, como el 
libro de Egon EIS acerca de lo que llama «la 
ilusión de la justicia» 54. En todos ellos se 
advierte cuán variados son los métodos para 
corromper el fondo y las formas del Dere-
cho, cuya naturaleza exige claridad de me-
didas y ponderabilidad de consecuencias, pa-
ra practicar una coacción expeditiva más o 
menos disfrazada. En la última sección de 
este trabajo nos ocuparemos específicamen-
te de ese contraste entre coacción pondera-
ble y coacción expeditiva. 
Importa mucho precisar ahora un punto 
que ya ha podido advertirse por lo indicado 
en los párrafos precedentes: que el efecto 
testimonial de la coacción sancionatoria se 
concentra muchas veces, no tanto en la san-
ción que se dicta al final de un proceso judi-
cial, como en el iter del proceso mismo. Hay 
que insistir en que el sometimiento de una 
persona a juicio es ya en sí un fenómeno 
coactivo, cuya aflictividad puede ser aún ma-
invasión de la Bahía de los Cochinos. A través del diálogo entablado con ellos sin sujeción a reglas lega-
les de procedimiento, Fidel Castro suscitó una clamorosa condena moral de las clases rectoras del régimen 
caído. Fue suficiente el reconocimiento que los encausados hicieron, ante el pueblo congregado y ante las 
cámaras de la televisión, de su error de cálculo frente a las conquistas sociales de la Revolución. Y por 
eso no fue necesario imponerles penas de muerte o de prisión; es más, no hubo inconveniente en negociar 
indirectamente su liberación, en condiciones ventajosas, con los Estados Unidos. 
54. El libro ha sido traducido al castellano con el titulo de El enigma de los grandes procesos (Ma-
drid, Barcelona, 1967), que no se corresponde con el alemán Illusion der Gerechtigkeit. En él se da cuen~ 
ta, junto a otros procesos infames realizados en paises liberales (p. ej., el muy resonante de Dreyfus en 
Francia), de los acaecidos en la Unión Soviética entre 1927 y 1953 con el fin de lograr un reforzamiento 
del régimen socialista mediante condenas basadas en la confesión «voluntaria» de los acusados. El autor 
confirma la tesis ya expuesta por KOESTLER en El cero y el infinito: que algunos de esos procesados -co-
mo, p. ej., Bujarín- confesaban al fin, aun sabiéndose inocentes, creyendo prestar con ello un último ser-
vicio a la causa socialista. Sobre este mismo punto es interesante la tesis que ha expuesto Augusto DEL 
NOCE. Dice que en esa actitud resignada del militante que se siente puro instrumento de la fatalidad his-
tórica se aprecia una exacta transcripción laica del «amor puro» del siglo XVII. Véase ¡Ocaso, e eclipse de 
los valores tradiconales r, traduc. de J. P. M. Bai, Madrid, 1971, pág. 133. 
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yor que la de la condena que pueda recaer. 
El . proceso en sí supone una sanción para 
todo aquel que no puede ser absuelto; y por 
ello el efecto testimonial de su sufrimiento 
comienza propiamente con la apertura de las 
actuaciones. 
Ahora bien, precisamente porque el pro-
ceso mismo es apto para cumplir esa función 
testimonial, sirve paradójicamente a veces 
para que se realice un testimonio de signo 
contrario al que hayan podido pretender sus 
promotores. Refiriéndose a los diversos tipos 
de procesos políticos, Jacques M. VERGES ha 
analizado ese peculiar fenómeno partiendo 
de la distinción entre procesos «de conniven-
cia» y procesos «de ruptura». En los prime-
ros, los acusados y sus defensores montan su 
acción defensiva sobre un reconocimiento 
explícito o implícito de la legitimidad del sis-
tema político y jurídico del Estado, en tanto 
que en los segundos lo hacen constituyéndo-
se audazmente en acusadores de un orden 
que consideran injusto. Si la primera táctica 
permite la mayoría de las veces lograr la ab-
solución, la segunda puede reportar un triun-
fo moral aunque se haya de soportar una 
condena 55 . 
Es evidente que, en una época como la 
nuestra, con su honda crisis de creencias, los 
procesos judiciales se prestan a menudo a 
ejercer una función testimonial contradicto-
ria cada vez que una fe política apasionada 
sabe hacer frente, mediante una crítica radi-
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cal, a un ordenamiento legal cuyos defenso-
res actúan crecientemente movidos por cri-
terios relativos de pura conveniencia para 
conservar una serie de intereses creados. Y 
otro tanto sucede cuando los inculpados no 
impugnan para defenderse los principios 
doctrinales del orden político, tal como se 
encuentran teóricamente proclamados, sino 
el incumplimiento de los mismos en la prác-
tica. 
2. El testimonio reflejo: la cuestión del 
derecho de gracia 
Precisamente esa tan repetida CrISIS ac-
tual de creencias nos da pie para efectuar 
la crítica de una institución social que repre-
senta como el reverso de la coacción sancio-
natoria, pero con la que se busca un efecto 
testimonial que a menudo coincide con el 
que se espera de las sanciones. Se trata de la 
gracia penal, que se ejerce mediante amnis-
tía o indulto en la generalidad de los Esta-
dos. Veamos cuál ha venido siendo y cuál 
debería ser en adelante su fundamento jus-
tificativo. 
Al principio, esa justificación residía bá-
sicamente en la creencia de que el delito es 
un acto contra Dios a la vez que contra la 
Sociedad. Dentro de un clima social caracte-
rizado por una notable confusión entre lo 
político temporal y lo religioso trascendente, 
55. Me remito al conjunto de la obra citada en la nota 49. Es especialmente interesante el estudio que 
en ella se hace de la técnica defensiva empleada -con pleno éxito- en los procesos contra numerosos miem-
bros del F.L.N. argelino en Francia (págs. 105 y ss.). Resumiendo su análisis, el autor escribe lo siguien-
te: «La paradoja de los procesos de ruptura estriba en que el individuo hace todo lo posible por eclipsarse 
y, al mismo tiempo, por la propia índole de su empresa, no debe lograrlo enteramente. A través suyo, la 
ideología de la que es portavoz y la acción de la que es vector cobran forma humana y valor de ejemplo» 
(pág. 118). 
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el monarca concebido teocráticamente per-
donaba en nombre de Dios. Unas veces lo 
hacía de modo enteramente discrecional. 
Otras, con el fin de lograr el más seguro 
acierto, procedía con arreglo al criterio de 
los «juicios de Dios»; así, indultando al con-
denado cuando se rompía la cuerda de la 
horca, cuando la espada golpeaba en falso, 
cuando aquél hacía el número 10 junto a 
otros, etc. 56. 
Vemos, pues, que entonces el indulto ser-
vía para testimoniar un valor distinto del 
que testimoniaba la pena. Si ésta debería ha-
cer destellar principalmente una idea de jus-
ticia, aquél iba destinado a irradiar un pen-
samiento de misericordia. 
Después, con el absolutismo y la seculari-
zación creciente de la política, la justicia pe-
nal va siendo cada vez más jnfluída por el 
criterio de la' razón de Estado. La idea de 
conveniencia política ocasional hace retroce-
der a un segundo plano al concepto ético 
de perdón, aunque se siga utilizando éste co-
mo apariencia para disimular. La gracia es 
ejercida entonces, sin preocupaciones de 
fundamentación doctrinal, para conseguir 
determinadas reacciones políticamente con-
venientes del medio social, tales como el for-
talecimiento de la, adhesión al trono o la 
exaltación del sentimiento nacional en tran-
ces de guerra.' 
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En · la época del llamado moderno consti~ 
tuéionalismo -desde el último cuarto del si-
glo XVIII en ádelante-' la institución se man~ 
tiene en buena parte por inercia. Los monar-
cas '«constitiicionales» conservan la prerro-
gativa de gracia como una reliquia de su 
antigua condición místicá de supremosdis-
pensadores de justicia, si bien este recuerdo 
queda empalidecido notablemente por ' ese 
forzoso aditamiento, de inspiración pragmá-
tica y antisacral, que es la firma del ministro 
responsable. Y también en las nuevas repú~ 
blicas se reservará a los presídentes tan pe-
culiar atribución; sólo que ahora, y de un 
modo particular en las repúblicas de tipo pre-
sidencia.!, se buscará una justificación plau-
sible que disipe la sospecha de que fuese una 
licencia para excepciones discrecionales en el 
cumplimiento de la legalidad establecida. Se 
querrá ver en ella principalmente un reme-
dio extremo para corregir posibles errores 
judiciales en la aplicaCión de las leyes 57. 
En nuestros días observamos una combi-
nación o alternanciá de las razones citadas. 
La conveniencia política circunstancial se 
mezcla unas veces y se ~nfrenta otras con yl 
argumento ambiguo y torpadizo de la cle-
mencia 58 .Se sigue practicando incluso la 
curiosa figura de la ~(amnistía jubilan, que, 
si responde a una ciedalógica sentimental 
del pueblo llano; encierra p~ra el. análisis cr!-
56. Se hallará una breve información sobre esta materia en el excelente artículo de Winfried PINGER, 
Amnestie . im demokratischen Rechtsstaat, aparecido en la . «ZRP», .1970, págs. 73 y ss. 
57; '1TIn los Estados Unidos ' de América es usual esta interpretación del indultó, de acuerdo con la' tma..-
gen presidencial de Irionárca enteramente secularizado. 
58.: En Alemania oriental, el decreto de amnistía dictado por el ' Consejo de Estado en octubre de 1972 
exponía <¡oIrio fundamento justificador el éxito logrado en laconstrucClón de una Sociedad soéialista en 'el 
pa[s. Realmente, se pretendía con él también conseguir un , cÚma 'exterior de opfuión favorable con vistas 
. a lanórmalización de relaciones con la Repl1blica Federal y ·al iÍi:greso en las NaCiones Unidas-: 
En Espafia, la conmutación de la pena de muerte concedida a varios terroristas de la oz,ganización 
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tico un fondo oscuro no exento de contra-
dicciones 59. No faltan casos en que el opor-
tunismo político del uso infunde dudas y sos-
pechas en los observadores corrientes y en 
los juristas desapasionados, que acaban for-
mulándose una serie de comprometedoras 
preguntas acerca de la justicia, la efectividad 
de las leyes, la igualdad, etc. 
En verdad, es ya de por sí chocante ese 
jugar con la coacción para lograr con ella lo 
que llamaríamos un efecto testimonial refle-
jo; quiero decir, aprovechar el normal des-
agrado hacia la misma para inculcar la idea 
de unos determinados valores por medio de 
la atenuación o el levantamiento de sanciones 
93 
normalmente impuestas, y ello manipulando 
en alguna medida el factor sorpresa con el 
fin de que la reacción social deseada sea más 
honda. Pero lo más difícil de justificar es el 
frecuente manejo de la gracia penal para fi-
nes de conveniencia política disimulados e 
incluso inconfesables. «Hay que reconocer 
-se ha escrito- que, en el marco de las 
discusiones generales acerca de la amnistía 
en los últimos tiempos, ésta aparecía fre-
cuentemente como un medio legítimo de ma-
nipulaciones políticas en el ámbito jurídico 
penal». Los principios en que se inspira el 
Estado de Derecho obligan a una justifica-
ción más sólida y admisible 60. 
E.T.A., en diciembre de 1970, se hizo alegando la solidez del Estado acreditada por los signos de adhesió'n 
multitudinaria que el Jefe del Estado había recibido recientemente. (Se puede consultar el mensaje de fin 
de año de Franco). La verdad es que había algo más, dada la amplia resonancia que el proceso de Burgos 
había tenido a nivel internacional y habida cuenta de las presiones que sobre el Gobierno habían ejercido 
numerosos jerarcas de la Iglesia. 
También es interesante recordar el indulto completo concedido preventivamente por el Presidente nor-
teamericano Henry Ford a su predecesor Richard Nixon en septiembre de 1974. La razón más clara que 
el primero dio fueron sus sentimientos de compasión hacia el segundo, en su condición de persona puesta 
en trance de ser procesada. Pero tampoco faltaron ocultas motivaciones de conveniencia, por lo menos a 
nivel de partido político. Lo oscuro de tales motivos explica las fuertes reacciones críticas que el indulto 
-realmente, una especie de reconocimiento a posteriori del status presidencial de inviolabilidad- pro-
vocó en todo el ámbito nacional. 
59. Se trata del ejercicio del derecho de gracia para enaltecer una efemérides o subrayar cualquier 
fasto nacional. En España, p. ej., el indulto general dictado a primeros de octubre de 1971 estuvo moti-
vado por el 35.0 aniversario de la instalación de Franco en la Jefatura del Estado y por la celebración del 
Año Santo Compostelano. Pero en el decreto se aducía la idea de «promover la concordia y la conviven-
cia pacífica de los españoles» y se añadía luego que la institución del indulto se había manifestado «útil 
a la finalidad preventiva de nuestro sistema penal y compatible con la recta aplicación de la ley por los 
tribunales de justicia». Aún más claro sentido Jubilar se quiso aparentemente dar al indulto general con 
ocasión del acceso de D. Juan Carlos de Borbón al Trono de España en noviembre de 1975. Pero también 
hubieron de influir consideraciones de oportunidad motivadas por las reiteradas demandas de amnistía, 
matizadas de color político ideológico, que por diversos medios se habían venido formulando desde unos 
años antes en nombre de la «reconciliación nacional». 
Analizando las particularidades que concurren en casos como este segundo, se advierten bien los equí-
vocos que encierra la institución de la gracia penal, sobre todo en su modalidad jubilar. Mientras en la 
Filosofía jurídica y en la Teoría penaUstica se insiste en que las penas no deben inspirarse ya en consi-
deraciones retributivas, quienes reclaman indultos o amnistías, e incluso quienes los conceden, razonan co-
mo si en ellas Se manifestase un «derecho de venganza» del Estado o de la Sociedad, al que sería moral-
mente meritorio renunciar aprovechando cualquier oportuna coyuntura política. 
60. Cfr. PINGER, ibidem. 
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No hemos de efectuar aquí un tratamien-
to exhaustivo de tan importante problema; 
pero sí parece indicado manifestar una breve 
opinión. Parece que, extremando el rigor ju-
rídico, la institución que criticamos estará 
conforme con los postulados del Estado de 
Derecho cuando sirva exactamente para lo 
siguiente: remediar caso por caso las conse-
cuencias justificadamente indeseables que 
derivan de la inevitable y a veces excesiva 
generalidad de .las leyes o bien de la relativi-
dad histórica de algunas de . ellas. Con esto 
último me refiero a las leyes penales de con-
veniencia política circunstancial, como son, 
muy característicamente, las que recortan 
con dureza las libertades de proyección so-
cial más importantes: expresión, reunión, 
desplazamiento, etc. Cuando el Estado se ha-
lla en trances que objetivamente parecen 
aconsejar una suavización del rigor legal so-
bre la materia, el ejercicio de la gracia penal 
puede ser una conveniente medida prepara-
toria. 
Lo dicho significa que el órgano estatal 
investido de la función que nos ocupa no 
deberá obrar como una especie de juez ex-
cepcional armado de una discrecionalidad 
máxima y casi totalmente imprevisible. Ha-
brá de ser propiamente un corrector de la 
ley, que actúe con arreglo a criterios objeti-
vos plenamente declarables y aptos para 
crear jurisprudencia y ser científicamente 
estudiados y depurados 61. 
En consecuencia, la práctica del perdón 
oficial deberá perder su cariz político alea-
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torio, y las decisiones en que se manifieste 
deberán aparecer rigurosamente motivadas 
para que se garantice la más estricta igual-
dad de los condenados o imputados ante la 
posibilidad de la gracia. 
3. Notas complementarias: otra mirada a 
los delitos políticos 
Es fácil caer en la cuenta de que el efec-
to testimonial de las sanciones tiene en los 
delitos de naturaleza política su campo de 
acción más importante, y a la vez más ·difícil. 
Parece lógico que, siendo hechos que ata-
can de un modo u otro al cuerpo de las ideas 
de valor en que reposa todo el orden político 
y jurídico del Estado, las medidas coactivas 
destinadas a reprimirlos hayan de contribuir 
en todo lo posible a poner en evidencia el 
alcance y la importancia de esos · valores y 
, a reforzar el reconocimiento social de los 
mismos. 
Pero se comprende igualmente que dicho 
efecto testimonial puede frustrarse si en las 
clases dirigentes del Estado no se advierten 
firmes convicciones acerca de tales valores y 
clara voluntad de preservarlos por todos los 
medios, máxime si los actos de represión de-
nunéian principalmente el ánimo de conser-
var posiciones sociales de poder o privilegio. 
Sabemos que puede producirse entonces una 
irradiación testimonial contradictoria en fa-
vor del ideario que haya movido a los infrac-
tores de la legalidad. Pero · aunque · así 110 
61; Me parecen por esto parcialmente inaceptables' las palabras de F. VICENTE GELLÁ al afirmar que 
el indulto se explica por «la imperfección de las leyes, la falibilidad de los jueces y 1ánecesidad qué ' los 
hombres y las Sociedades tienen de olvido y de paz».Pertenece este juicio ala conferencia La potestad de 
gracia y la ley de 1870, pronunciada el 16-XII-70 en el Colegio de Abogados de Madrid. Esa inVOcación de 
la falibilidad de los jueces y la necesidad de olvido merece unos serios reparos que no eSdificU' adivinar. 
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suceda, las medidas sancionatoriastendrán 
a lo sumo una ~era eficacia disuasiva; y, en 
el supuesto normal de las penas de reclusión, 
~sta privación de libertad acarreará con fre-
cuencia los efectos contraproducentes de 
todo aquello que es sentido como una segre-
gación social inaceptable. La existencia de 
presos por motivos políticos crea hoy proble-
mas insolubles en todos los países que no 
muestran un ideario moral compartido seria-
mente por la gran masa de la población. 
De todo ello se puede deducir también 
que carece de sentido, en tales circunstan-
cias, ejercer el derecho de gracia sobre los 
delincuentes políticos con ánimo de «recon-
ciliación». A los ojos de los penados, la gra-
cia no será una muestra de benevolencia que 
merezca gratitud, sino la suspensión de un 
injusto tratamiento que deberá ser expiado 
por ,quienes fueron sus autores. Fácilmente 
interpretarán su liberación como un signo de 
debilidad en los gobernantes actuales, y ello 
los animará a persistir en sus actos de con-
tradicción ,política para suplantar las bases 
doctrinales o la estructura institucional del 
régimen político presente 62. 
VI. LA COACCION VIRTUAL. 
Como ya se dejó indicado en la seCClOn 
11, coacción no es únicamente practicar una 
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privación forzosa de bienes inh~rentes a la 
persona o anejosa .ella; también lo es el me-
ro encontrarse a las órdenes o a merced de 
quien puede realizar esa privación y; más 
intensamente, el hallarse obligado de modo 
actual por las declaraciones o indicaciones 
de dicho agente superior. Como se recordará, 
estas dos formas o momentos de la que ge-
néricamente llamábamos coacción virtual po-
dían ser distinguidas respectivamente con 
los nombres de coacción constitucional u or-
ganizatoria básica y coacción imperativa. Va-
mos a considerarlas a continuación separa-
damente. 
1. Las tres vertientes de la Constitución 
política 
Para comprender bien la naturaleza y la 
función social que desempeña la coacción or-
ganizatorüi, parece conveniente comenzar , si-
tuándola en el contexto total de lo que se 
conoce como Constitución política del Es-
tado. Así se conseguirá, sobre todo, evitar 
cualquier falsa impresión de que dicha Cons-
titución consistiese únicamente en fenóme-
nos coactivos. 
, Podemos definir la Constitución política 
del Estado como, el conjunto de las relaciones 
políticas básicas que se dan entre una colec-
tividad social soberana yel círculo de sus go-
bernantes primarios, así como también las 
62. Estas reacciones se han advertido claramente en el desenvolvimiento de los cambios políticos acae-
cidos en España después de la muerte de Franco en noviembre de 1975. Tras la pertinaz campaña de di-
,versas organizaciones y minorias en pro . de una total amnistía -que no pudo ser acallada por el amplio 
indulto dictado con motivo de la proclamación de Juan Carlos 1-, era fácil percibir un decidido empefio 
ideológico ,de desquite . y de subversión ' política . . Y ello quedaria más en evidencia ,cuando, tras el decreto-ley 
de amnistía dictado en julio de 1976 para los delitos políticos y sociales, las organizaciones marxistas con-
tinuaron"blandiendo la bandera de una, amnistía total, que alcanzase incluso a los condenados por delitos de 
terrorismo. 
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relaciones que median entre estos gobernan-
tes 63. Aunque sea bastante común decir de 
ella que es la Ley o el Derecho fundamental, 
que organiza el Estado estableciendo pode-
res de gobierno y derechos básicos de ciuda-
danos, lo cierto es que la Constitución políti-
ca no consta únicamente de elementos jurídi-
cos. Por otra parte, al centrar el concepto en 
la idea de relación se obtiene una compren-
sión más exacta del complejo de fenómenos 
sensibles que toda Constitución entraña. A 
fin de cuentas, leyes, poderes y derechos son 
todos ellos datos relacionales. 
Hablando muy resumidamente, entre go-
bernantes y pueblo se dan tres tipos de rela-
ciones políticas: relaciones de autoridad, de 
potestad y de servicio. Estas relaciones que-
dan variamente matizadas según las que li-
gan entre sí a los mencionados gobernantes 
máximos en orden al ejercicio de sus funcio-
nes sobre el pueblo. Son, entre otras, las de 
interdependencia, colaboración y contención 
o refrenamiento. Para lo que aquí nos impor-
ta explicar, basta esta simple mención. 
Las relaciones de autoridad están deter-
minadas por estos dos polos: una capacidad 
de obtener obediencia cordial de otros, y una 
predisposición de aquiescencia en estos 
otros. Ambos elementos tienen su principal 
fundamentación en creencias de legitimidad 
colectivamente compartidas y en las cualida-
des excelentes y el arraigo afectivo de los 
altos gobernantes en el medio social 64. 
Con el noml>re de relaciones constitucio-
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nales de serVICIO se alude a las que vienen 
determinadas por las dos posiciones siguien-
tes: de una parte, las posibilidades e inten-
ciones que los altos dirigentes tienen de pres-
tar o dispensar a los ciudadanos bienes diver-
sos, tales como paz y protección de los dere-
chos, puestos de trabajo y asistencia sanita-
ria; de otra, las correspondientes expectati-
vas de beneficios de que esos ciudadanos se 
saben poseedores. La contextura de estas re-
laciones está en función de los tres factores 
siguientes: primero, la capacidad personal de 
gestión de los gobernantes considerados indi-
vidualmente, en razón de su talento y su pre-
paración técnica; segundo, los recursos que 
esas personas tienen a su disposición: me-
dios económicos, cuerpos de funcionarios 
preparados, etc.; y tercero, la voluntad de 
obediencia y contribución de los propios ciu-
dadanos, cuya magnitud depende de estímu-
los como el patriotismo, la educación cívica 
y la eficacia disuasoria de las sanciones mo-
tivadas por los comportamientos ilegales. 
Son relaciones constitucionales de potes-
tad aquellas que se fundan en la posibilidad 
de actuaciones coactivas de diversa índole. 
Su estructura se puede sintetizar como una 
correspondencia entre estos dos fenómenos: 
por un lado, la capacidad que los gobernan-
tes superiores tienen de poner en marcha un 
proceso de decisiones y actuaciones cuyo úl-
timo estadio sea eventualmente una medida 
coactiva en sentido material; por otro, la su-
peditación o sujeción de los gobernados a la 
63. En esencia, esas relaciones políticas básicas son todas las concernientes a los actos superiores de 
gobierno y a la instalación o el cese de las personas que pueden realizarlos. Son, p. ej., las relaciones im-
plicadas por la produeción de leyes, las negociaciones diplomáticas, la creación de servicios públicos y las 
elecciones parlamentarias. 
64. Para más detalles sobre el concepto técnico de autoridad, como una de las varias modalidades del 
poder politico de gobierno, puedo remitir a mi obra Poder y podere8, Pamplona, 1975, págs. 41 y ss. 
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expectativa de dichas disposiciones y actua-
ciones. 
La existencia de estas últimas relaciones 
constitucionales es, pues, el fenómeno de 
coacción virtual cuya identificación buscába-
mos. Con el fin de captar dicho fenómeno en 
todo su relieve, podemos colocarnos en la 
perspectiva del súbdito y distinguir las varias 
formas en que la indicada supeditación a la 
voluntad coactiva de los gobernantes sobera-
nos del Estado puede manifestarse. 
2. Perfil integral del súbdito 
Si observamos con atención cuidadosa 
los diversos fenómenos que hay en la base 
del existir de cada Estado, notaremos que, 
por virtud de su Constitución política , las 
relaciones organizatorias de potestad mues-
tran tres planos o dimensiones. Lo cual quie-
re decir que los miembros del Estado se 
hallan, por la fuerza de dicha Constitución, 
sujetos en tres sentidos que importa mucho 
precisar bien. 
1. En primer lugar, están sujetos a la 
expectativa próxima de recibir de los órga-
nos soberanos de gobierno mandatos que les 
creen obligaciones o deberes. Dicho en tér-
minos más explícitos, están sujetos a la vo-
luntad de imperio de dichos agentes gober-
nantes, que se hace operativa típicamente 
por medio de la legislación. Cabe afirmar que 
la quintaesencia de toda Constitución, con-
siderada en su vertiente de naturaleza coacti-
va, estriba en la relación determinada por la 
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potestad legislativa de los gobernantes supe-
riores y la correspondiente sujeción de quie-
nes como gobernados componen la colectivi-
dad política 65. 
2. Esa sujeción a la expectativa de man-
datos llevada consigo, por su propia natura-
leza, este otro efecto vinculativo: la sujeción 
a la expectativa remota y eventual de sufrir 
medidas coactivas sancionatorias motivadas 
por el incumplimiento real de dichos manda-
tos, tanto si para ello es necesario, como si 
es indiferente, que dicho incumplimiento 
haya sido consciente y deliberado. Esta otra 
sujeción remota y eventual es, como se pue-
de comprender, el prius para las relaciones 
coactivas de naturaleza jurisdiccional y aná-
logas que se producen en el ejercicio de la 
acción de gobierno. 
3. Pero el amplio campo de las relacio-
nes entre gobernantes y gobernados nos 
muestra igualmente la existencia de una su-
jeción a la expectativa eventual de padecer 
actos de coacción material aunque no haya 
precedido realmente transgresión de manda-
to alguno. Esta tercera forma se puede a su 
vez descomponer en tres modalidades o as-
pectos, en razón de la causa que explique 
la realización del acto coactivo de carácter 
material. Este puede obedecer a alguno de 
los hechos siguientes: 
- unas veces, a la errónea creencia de 
que se ha producido violación de un manda-
to, por no existir prueba convicente en con-
trario o no ser aducida oportunamente; 
- otras veces, a la deliberada intención 
65. Expuse inicialmente este punto de vista en El Derecho como fuerza 8ocial, Pamplona, 1964, págs. 
151 y ss. Lo desarrollé posteriormente en Teoría Fundamental del E8tado, Pamplona, 1967, págs. 265 y ss. 
Con el presente estudio he querido completar lo indicado en la segunda de esas obras. 
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que ciertos gobernantes tienen de coaccio-
nar arbitrariamente pero dando hacia el con-
texto social por probada una transgresión, 
con el fin de evitar una impresión de anor-
malidad y un clima de opinión adverso; 
- y otras, en fin, a la deliberada inten-
ción de conseguir un efecto eliminatorio de 
modo rápido e irreversible, evitando incluso 
la necesidad de realizar un simulacro de 
imputación de incumplimiento. 
Con los dos últimos apartados se quiere 
dar a entender que los súbditos del Estado 
están siempre sujetos, en virtud de la Cons-
titución como realidad política efectiva, a la 
eventualidad más o menos probable de sufrir 
violencias arbitrarias, sean hechas con si-
mulaciones de legalidad o sin el menor mira-
miento. Sobre esta última distinción habre-
mos de volver. Un concepto realista y plena-
rio de la Constitución política exige tomar 
en cuenta ese aspecto, aunque pueda ello 
resultar duro para un cierto purismo cien-
tífico 66. 
Pero la observación general se ha de com-
pletar diciendo que la densidad de la expre-
sada sujeción anómala varía según la natura-
leza del régimen político que tenga el Estado. 
Las expectativas de coacciones impondera-
bles alcanzan su máxima intensidad en un 
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sistema totalitario cuyo sustrato ideológico 
admite, siquiera sea en forma vergonzante, 
la posibilidad de unas imprevisibles razones 
de Estado que permitan con relativa «nor-
malidad», en las actuaciones coactivas de los 
órganos de gobierno sobre las personas, vul-
nerar la legalidad general establecida 67. 
3. Los fundamentos de la coacción organi-
zatoria 
Para completar el análisis de la coacción 
constitucional en todas sus facetas, hemos de 
indicar también algo sobre sus bases empíri-
cas de sustentación. Estas han de ser explica-
das manejando el concepto de consentimien-
to político, cuya riqueza de matices no pode-
mos examinar aquí con el detenimiento de ... 
bido. 
En un primer plano advertimos que los 
gobernantes soberanos concretos de cada 
momento disponen de una suma de fuerzas 
físicas y morales susceptibles de canalizarse, 
por procedimientos más o menos organiza-
dos y reglamentados de antemano, en forma 
de actuaciones coactivas materiales sobre 
personas o conjuntos de personas determi-
nadas. Y ello permite a dichos gobernantes, 
66. Se sabe bien que la palabra «Constitución» es objeto muy frecuentemente de un manejo ideoló-
gico que la lleva a sugerir un pensamiento de gobierno moderado, justo y respetuoso de las libertades hu-
manas básicas; y que, más concretamente, el adjetivo «constitucional» equivale para muchos a poder de-
mocráticamente legitimado o limitado por el Derecho. Este punto de vista ideológico sobre la Constitución 
y lo constitucional encontró su más famosa expresión en el artículo 16 de la Declaración de Derechos fran-
cesa de 1789. Sin necesidad de trazar aquí una crítica del mismo, baste señalar el hecho evidente de que 
entorpece la conveniente construcción de un concepto universal de Constitución política referido a las di-
versas relaciones reales de poder básico que hay en cada momento en cada Estado. Una discusión sufi-
ciente del tema se hallará en el ya citado libro El Derecho como fuerza social, págs. 161 y ss., así como 
en Teoría Fundamental del Estado, págs. 265 y ss. 
67. A propósito de la Unión Soviética, BERMAN ha señalado cómo ese país sigue estando caracterizado 
por una concurrencia de Derecho y terror. Cfr. La justicia en la UR88, cit., págs. 298 y ss. 
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según los casos, impartir mandatos efectiva-
mente obligatorios o proceder sin más a esas 
actuaciones 68. Las fuerzas en cuestión les son 
proporcionadas principalmente por la mili-
. cia y la burocracia, que manifiestan al ofre-
cérselas la forma más intensa del consenti-
miento político: el consentimiento de apo-
yo 69. 
Pero esto no basta para explicar la suje-
ción coactiva de cuantas personas forman el 
Estado. La última raíz del fenómeno está en 
los factores que fundamentan la existencia 
del propio Estado y la vinculación de cada 
una de dichas personas al mismo. Se trata, 
regularmente, de la voluntad continuada de 
existencia nacional, que nace sobre todo del 
apego afectivo a las gentes y a las cosas jun-
to a las cuales se ha vivido siempre, y de la 
conformidad expresa o tácita respecto a las 
instituciones del régimen político y las per-
sonas que las encarnan. Esto significa que, 
como hecho normal, en toda colectividad hu-
mana políticamente organizada la sujeción 
coactiva de sus componentes está basada úl-
timamente en que ellos mismos consienten, 
siquiera sea de un modo implícito y pasivo, 
en que el Estado y el régimen político existan 
y sean como son. 
Ahora bien, si dicho consentimiento polí-
tico radical es como regla el último funda-
mento de la coacción virtual organizatoria o 
constitucional, con esto se sugiere ya que no 
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es el único fenómeno en que puede apoyarse 
dicha coacción virtual en la realidad. Con 
respecto a ciertos individuos o porciones so-
ciales más o menos reacios a formar parte 
del pueblo del Estado o a soportar unas ins-
tituciones, unas personas y sobre todo unas 
directrices y disposiciones positivas de go-
bierno, y propensos por ello a separarse po-
líticamente en forma individual o colectiva, 
la expresada coacción constitucional virtual 
se ha de explicar de otro modo. Esa sujeción 
a las expectativas diferenciadas antes es algo 
que viene asegurado en definitiva por el ejer-
cicio o la eficaz amenaza latente de aquella 
coacción retentiva, políticamente básica, que 
vimos en su momento 70. 
Para todos esos casos excepcionales se 
puede decir lo siguiente: que hay un número 
más o menos amplio de personas respecto a 
las cuales es el hecho crudo de hallarse 
coactivamente retenidas en un Estado y un 
régimen político la única razón por la que 
se ven inevitablemente sujetas a la expecta-
tiva de mandatos y a la eventualidad de 
coacciones sancionatorias, amén de otras po-
sibilidades anómalas o extraordinarias de 
constreñimiento. La coacción virtual organi-
zatoria está montada entonces sobre lo que 
llamábamos un fenómeno de radical domina-
ción. 
Como conclusión de estas observaciones, 
podríamos proponer un concepto integral 
68. Compárese la diferencia que existe, desde el punto de vista de cualquier súbdito, entre recibir los 
mandatos de una ley y sufrir de modo inmediato la acción de la policía en operaciones indagatorias im-
previstas. 
69. Sobre la importante diferencia entre consentimiento de conformidad y consentimiento de apoyo, 
remito a Poder y poderes cit, págs. 35 Y ss 
70. Recuérdese aquella observación (supra, In, 1) de que, cuando se impide físicamente a una per~ 
sona salir del país, el efecto social inmediato de dicho acto de oacción material consiste en mantener a 
dicha persona prendida en el ordenamiento legal del Estado. 
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de coacción constitucional, en el que se in-
cluirían los elementos siguientes: de una 
parte, las coacciones materiales con eficacia 
fundacional, retentiva y exclusiva; de otra, 
aquella situación que, basada más o menos 
en dichas acciones y asegurada principalmen-
te por los fenómenos radicales de consenti-
miento político, consiste de modo normal en 
la sujeción a la expectativa próxima de man-
datos y a la expectativa remota y eventual 
de sanciones. 
4. Curiosidades de la coacción imperativa 
En cuanto a la coacción imperativa, que 
es la manifestación más perceptible y fami-
liar de la coacción virtual en la vida prácti-
ca 71, huelgan casi las explicaciones en un es-
tudio de conjunto, precisamente por la noto-
riedad del fenómeno. Bastarán por ello unas 
breves indicaciones que ilustren sobre los da-
tos necesarios para calcular las auténticas 
dimensiones de las relaciones de imperio y 
que iluminen algunos ángulos oscuros de las 
mismas. 
Sabemos que el concepto de coacción im-
perativa presupone la posibilidad de practi-
car eventualmente un constreñimiento mate-
rial, con intención sancionatoria, sobre el 
destinatario del mandato. Sin embargo, en 
la realidad ocurre a veces que se produce un 
cierto modo de coacción imperativa sin que 
el autor del mandato tenga verdaderamente 
fuerza para respaldarlo. La creencia de que 
esta fuerza existe basta para que subjetiva-
mente, en la conciencia del sujeto pasivo, 
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tenga lugar un fenómeno puramente psico-
lógico de coacción. 
Otras veces acaece que el autor de un 
mandato, aunque cuente con los recursos de 
fuerza necesarios para coaccionar, no añade 
a Su expresión imperativa una intención au-
téntica de sancionar en su caso. En unas oca-
siones será por descuido, en otras porque el 
sujeto imperante no vea la manera de anun-
ciar adecuadamente la sanción, y en otras 
porque tema reacciones sociales desfavora-
bles si previene de modo expreso unas me-
didas detalladas de coacción material para el 
caso de incumplimiento. 
En el ejercicio de las funciones estatales 
de gobierno no es rara esta segunda anoma-
lía. Cada vez que se da, la coacción imperati-
va puede producirse, en la misma forma que 
se indicó antes, siempre que los destinatarios 
de las expresiones imperativas crean correr 
el riesgo de una sanción. Tiene lugar, pues, 
entonces, una coacción puramente psicológi-
ca, que hace contraste con la puramente ob-
jetiva que ejercen las leyes cuando son igno-
radas. Pero dicho efecto subjetivo falla cuan-
do es evidente desde el principio la falta de 
respaldo coactivo, o se extingue a medida que 
se va teniendo certidumbre de ello por la 
experiencia reiterada de que las conductas 
desviadas no reciben sanción. En cualquiera 
de tales casos, las declaraciones imperativas 
serán únicamente mandatos aparentes, capa-
ces tan sólo de influir socialmente como 
exhortaciones o consejos. 
Lo anterior se debe completar con otra 
observación importante. En el campo de la 
coacción estatal, los gobernantes no pueden 
71. Tan es así, que muy a menudo se denomina coacción al hecho de exigir a otra persona un deter-
minado comportamiento amenazándola con un acto de violencia material si se resiste. 
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apretar nunca la rosca de sus acciones im-
perativas más allá de un cierto grado, que 
varía de unos casos a otros. Corren el riesgo, 
si se exceden, de que les fallen las fuerzas de 
base, sin las cuales los mandatos no pasan 
de ser simples pompas verbales. 
Cuál sea ese grado, es cosa que varía se-
gún los caracteres estructurales del ámbito 
social, las materias que entren en juego y las 
circunstancias de cada coyuntura histórica. 
Será la exquisita prudencia de los gobernan-
tes soberanos quien les permita calibrar cui-
dadosamente la medida de sus posibilidades 
normales y seguras de coacción imperativa, 
con el fin de evitar pasos en falso que como 
mínimo menoscaben el crédito social de su 
gestión pública y como máximo pongan en 
peligro la estabilidad de todo el régimen po-
lítico. Procurarán así no acercarse demasia-
do a ese punto crítico en que el apoyo de la 
milicia y la burocracia empezaría a resque-
brajarse por la acción de factores de división 
interna o bajo la presión de la censura y la 
resistencia generalizadas de los súbditos. 
Traspasar dicho punto podría provocar un 
desbordamiento de fuerzas coactivas que, 
tras romper las compuertas, devastarían el 
campo del orden político actual para dejar 
un nuevo paisaje constitucional al serenarse. 
y ahora puede ser útil hacer una distin-
ción dentro del área conceptual de la 
coacción imperativa. Esta puede manifestar-
se con dos modalidades que podemos llamar 
simple y compleja. Se da la primera cuando 
la función del acto imperativo no pasa de la 
estricta creación original de un deber u obli-
gación. La segunda, en cambio, presupone 
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otro mandato que ha sido o se supone que 
ha sido transgredido, y lleva ya en sí una 
eficacia sancionatoria aunque todavía no ha-
ya intervenido una coacción material delibe-
rada. 
El amplio campo de las multas policiales 
y gubernativas nos proporciona ejemplos 
diarios de la segunda modalidad. La sanción 
consiste en ordenar el pago de una cantidad 
de dinero por haber infringido talo cual dis-
posición anterior. O dicho más exactamente: 
la multa contiene un mandato especial con 
que ~'e inicia un proceso de actuaciones san-
cionatorias cuya eventual culminación estará 
en una conducta coactiva material, es decir, 
en la ejecución forzosa de la multa. 
Pero existe un peculiar aspecto de esos 
mandatos-sanciones que merece atención por 
lo que tiene de fenómeno extralegal o dudo-
samente institucional. Se trata de que, en 
bastantes ocasiones, el acto imperativo ejerce 
por sí mismo un completo efecto sancionato-
rio, en cuanto declara la infracción cometida 
y la reprocha por lo menos tácitamente a su 
autor. Adviértese entonces el perfil de una 
sanción admonitoria que puede ser a veces 
más onerosa que la privación a que el man-
dato en cuanto tal obliga 72. 
Puede incluso suceder que el acto de im-
perio sancionador provoque en la persona 
sobre quien recae una sensación como de te-
rror primitivo, un vago sentimiento de ha-
llarse perdido, que tiene bien poco que ver 
con la sanción que el órgano público tiene fa-
cultad institucional de imponer o promover. 
Este fenómeno se puede observar con facili-
dad en las 'peripecias policiales del tránsito 
72. Esto es poco más o menos lo mismo que ya se apuntó (supra, n, 2) al exponer el concepto de 
coacción moral. 
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rodado. En ese campo de la vida humana en 
carretera, cuya contextura psicológica mues-
tra tan evidentes rasgos de primitivismo sel-
vático, se advierte un ejercicio del poder pú-
blico enrarecido por algunas anomalías que 
vale la pena comentar, siquiera sea breve-
mente. 
No se trata sólo de que los agentes pú-
blicos se comporten a menudo como recau-
dadores de lo que ya denominé un «im-
puesto sobre los descuidos» 73, y que junten 
a su celo por demostrar ante los superiores 
una «productividad» funcional 74 el gusto de 
practicar la «caza» del infractor. Aún mayor 
extrañeza debe suscitar en nuestro sentido 
crítico el peculiar fenómeno de juicio y con-
dena que tiene lugar a menudo en la carrete-
ra. Dejemos aparte, para comprender lo anó-
malo del hecho, todos los casos de comporta-
mientos auténticamente dolosos, en que se-
rán los tribunales quienes deban pronunciar-
se oportunamente. Fijémonos tan sólo en las 
infracciones cometidas por simple inadver-
tencia o por errores de cálculo de los con-
ductores. 
Para las personas a quienes los agentes 
del tráfico detienen por algún hecho de esa 
índole, la misma orden de interrumpir la 
marcha significa una invasión materialmente 
coactiva de su vida, tanto más aflictiva cuan-
to más inopinada y bruscamente quiebra el 
ritmo mental y emocional del viaje. Sin tener 
conciencia de culpa, esas personas se sienten 
'inevitablemente tratadas como delincuentes, 
y esto, insisto, les produce un efecto penoso 
más hondo a menudo que la sanción legal-
mente prevista para el caso. Si a ello se aña-
73. Supra, nota 23. 
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de la imposibilidad práctica en que se hallan 
de probar, con medios eficaces que no sean 
simples protestas verbales, su falta de mala 
intención y aun a veces los errores de apre-
ciación o los excesos de minuciosidad de los 
agentes, es fácil comprender que muchas de 
ellas deseen pagar pronto la multa para bo-
rrar así, en lo posible, el mal sabor del casti-
go moral que en la carretera se les ha infli-
gido. 
Parece claro que, en la constante preocu-
pación de los juristas por lograr que los 
actos de la Administración se ajusten bien a 
los postulados del Estado de Derecho, las 
experiencias referidas merecen ocupar un 
puesto de cierta preferencia. La razonable ne-
cesidad de disciplinar el tráfico y corregir 
los numerosos y frecuentes abusos que en él 
se cometen no puede justificar actos que le-
sionen inmerecidamente la paz espiritual e 
incluso la dignidad de las personas. 
VII. LO PONDERABLE Y LO EXPEDI-
TIVO. 
Un estudio sobre la coacción en el Estado 
no quedaría completo si no contuviese un 
examen específico del fenómeno desde una 
perspectiva que ya ha sido insinuada inciden-
dentalmente en las etapas anteriores. Se tra-
ta de mirar a la coacción estatal atendiendo 
a las posibilidades que la persona sobre 
quien ya se ejerce alguna forma de coacción 
virtual tiene de prever y calcular el acaeci-
miento de un efecto coactivo más intenso en 
74, Remito a las referencias hechas supra. nota 29. 
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el futuro. Esto último se refiere principal-
mente a los actos de coacción material; pero 
la cuestión presenta interés también si se 
la considera en el contexto de la coacción 
imperativa e incluso en el de la constitucio-
nal u organizatoria. 
Cuando la indicada previsibilidad o cal-
culabilidad de un acto coactivo se da, y en 
la medida en que se da, podemos hablar de 
coacción ponderable; en caso contrario, de 
coacción expeditiva. Así, es ponderable la 
pena de prisión correspondiente a un delito 
de robo, o el contenido esencial de una ley 
de expropiación genéricamente autorizada 
por la Constitución. Es expeditivo, en cam-
bio, el carácter de medidas coactivas como 
la detención y deportación de una persona 
utilizando procedimientos policiales secre-
tos, o bien la disolución de un Parlamento, 
no prevista constitucionalmente, alegando 
razones de Estado excepcionales. 
Entre los extremos de lo más cabalmen-
te ponderable y lo más bruscamente expedi-
tivo hay numerosos grados intermedios. Pa-
ra simplificar podríamos agrupar los diver-
sos casos posibles en tres categorías gene-
rales, aplicando el sencillo procedimiento 
-si no perfecto, por lo menos disculpable-
de añadir otro término calificativo a los dos 
expresados. Habría, según ese criterio, actos 
de coacción ponderable, de coacción expedi-
tiva y de coacción semiponderable o semi-
expeditiva. 
Examinemos por separado cada uno de 
estos conceptos, dedicando particular aten-
ción a los dos últimos. 
1. Ponderabilidad y Derecho 
Veíamos en la sección anterior que la 
coacción constitucional u organizatoria bási-
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ca es un fenómeno complejo, en parte virtual 
y sustentado en definitiva por los diversos 
fenómenos de consentimiento político, y en 
parte también material para los casos mino-
ritarios que requieren medidas de retención 
política. 
Pues bien, con base en ese complejo, se 
practican actividades ulteriores de coacción 
virtual y material, principalmente con efica-
cia imperativa y sancionatoria, respecto de 
las cuales los ciudadanos tienen ordinaria-
mente razonables posibilidades de previsión 
y un grado de inseguridad soportable que las 
condiciones humanas y las circunstancias de 
la vida impiden eliminar por completo. Se 
trata de ese panorama de acciones coactivas 
organizadas, puestas normalmente al servi-
cio de unas ideas de justicia y conveniencia 
social, que se concretan en las múltiples dis-
posiciones de lo que solemos llamar el Dere-
cho, como téénica de disciplina o control so-
cial en el Estado. 
Como ya se ha puntualizado antes, esa 
idea de ponderabílidad se ha de referir de 
modo eminente a los actos de coacción mate-
rial, y muy en particular cuando presentan el 
específico significado de sanciones. Pero no 
es ocioso hablar igualmente de una pondera-
bilidad de las leyes, los reglamentos y las de-
cisiones imperativas individuales; e incluso 
se puede aplicar el concepto a ciertas disposi-
ciones jurídicas de rango constitucional, ta-
les como los actos de reforma constitucional. 
El funcionamiento del principio de legalidad, 
que preside la producción de esa variedad de 
disposiciones, asegura con diversos grados 
de precisión la ponderabilidad de las mis-
mas. 
No parece necesario decir más sobre tan 
importante materia, pues el tema de la nor-
mal coacción jurídica cuenta con una inmen-
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sa profusión de estudios, y el autor del pre-
sente le ha dedicado bastante atención en 
otras obras 75. 
2. Expeditividad descarada y disfrazada 
Según lo ya anticipado, coacción expedi-
tiva es aquella que corresponde a la corrien-
te idea de un mal o daño recibido de otra 
persona sin que medie advertencia o avisó 
previo, inesperadamente. Se la encuentra, y 
no escasamente por desdicha, en múltiples 
campos de la vida social. Pero aquí nos in-
teresa únicamente señalar su presencia en 
los diversos modos de comportamiento de 
quienes rigen el Estado. 
De acuerdo con lo expuesto en la sección 
precedente, la posibilidad del fenómeno se 
funda en el propio modo de ser de esa bá-
sica conjunción de fuerzas humanas que hay 
en la Constitución del Estado considerada 
como realidad total. Contiene ésta siempre 
una parte oscura, frecuentemente ignorada 
por los tratadistas políticos, que «habilita» 
en mayor o menor medida para realizar ac-
tuaciones coactivas cuyo exacto y desapasio-
nado conocimiento puede motivar fácilmen-
te, en la generalidad de los súbditos, la reac-
ción desaprobatoria del humano sentido in-
nato de lo justo y lo injusto. 
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Esta coaCClOn expeditiva puede manifes-
tarse en líneas generales bajo dos formas, 
que denominaremos respectivamente desca-
rada y disfrazada. Una y otra persiguen por 
lo común fines de mera eliminación o extor-
sión, pero se diferencian en que la segunda 
se lleva a cabo procurando disimular la ver-
dadera intención. 
En el apartado que se dedicó a la coac-
ción eliminatoria (supra, III, 3) reparába-
mos en algunos fenómenos que correspon-
den al presente concepto de coacción expedi-
tiva descarada. Se trata sobre todo de las 
deportaciones masivas y los actos de geno-
cidio. Añadamos ahora el internamiento de 
contingentes de personas en prisiones o cam-
pos de concentración con motivo de graves 
convulsiones de la convivencia política. Aun-
que en estos últimos casos se declare la in-
tención de someter a juicio a los detenidos, 
es frecuente que los autores de las medidas 
persigan en realidad librarse de los obstácu-
los que los detenidos podrían ofrecer a sus 
propósitos políticos; lo cual no significa 
que la intención eliminatoria llegue has-
ta el extremo de privar de la vida a esas 
personas. Muchas veces basta una ominosa 
reclusión durante meses, acompañada de 
privación de empleos e incluso de confisca-
ción de bienes, para esterilizarlas como fac-
tores de resistencia 76. 
75. Se trata principalmente de las citadas en la nota 65. A guisa de ilustración, afladiré únicamente 
que, con ánimo de perfeccionar 'el resultado fundamental ofrecido en esos libros, he remodelado ligeramente 
el concepto del Derecho estatal formulándolo del siguiente modo: Una fuerza social organizada que se 
manifiesta y actúa mediante una multitud de disposiciones con eficacia de coaccjón material o virtual y 
que tiene como fundamento existencial una compleja coordinación de voluntades y acciones entre quienes 
ostentan las funciones de gobierno y los diverSos circulos sociales que les prestan su consentimiento, en 
virtud principalmente de un consenso ideológico centrado en unas convicciones de justicia. 
76. El proceso revolucionario portugués iniciado en abril de 1974 ha mostrado significativos ejemplos 
en este sentido, especialmente por lo que respecta a los miembros de la «P.I.D.E.» (policia secreta del ré-
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A esas acciones sobre colectividades hay 
que añadir las que recaen sobre personas 
concretas que, por la razón que sea, repre-
sentan un estorbo para los gobernantes ins-
talados. Y aquí se ha de mencionar sobre 
todo la eliminación de enemigos políticos, 
sea por razones ideológicas o por motivos 
de pura competencia de ambiciones. Este 
proceder, que corresponde a uno de los más 
duros aspectos de la lógica maquiavélica de 
la conquista y la conservación del poder 77, 
sigue siendo practicado a menudo en nues-
tro tiempo. No consiste necesariamente en 
la supresión física de dichos enemigos. Es-
ta solución radical sólo en casos extremos 
interviene. Bastante corrientes son dos mé-
todos de que también se hizo mención al ex-
poner el concepto de coacción moral: la de-
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nigraclOn pública del enemigo -utilizando 
sobre todo el gran poder de difusión e in-
fluencia que tienen la prensa y los medios 
audiovisuales de información- y el desti-
tuirlo bruscamente y sin explicaciones del 
cargo relevante y prestigioso que ocupa 78. 
Conviene advertir que la idea de coac-
ción descarada no implica en modo alguno 
que la violencia se produzca de una forma 
ostensible. Antes al contrario, como los pro-
cedimientos citados difícilmente pueden ha-
llar la conformidad de los observadores no 
predispuestos, se procura darles la menor 
notoriedad posible 79. Al mismo tiempo se 
hacen esfuerzos por presentar alguna justi-
ficación o explicación ante aquellas perso-
nas que necesariamente han de conocerlos, 
en especial si se trata de quienes han de ac-
gimen salazarista). Después de una detención de meses, algunos de los más calificados dirigentes de di-
cho cuerpo policial fueron liberados sin muchas explicaciones. Y conviene notar que la reclusión de dichos 
individuos fue también justificada ante la opinión pública por los nuevos gobernantes como medio para 
evitar actos de linchamiento. 
77. Bien lo dejó en evidencia Napoleón cuando, comentando a Maquiavelo, escribió que «un Príncipe 
no debe conocer más que al amigo del momento, al que puede serie útil, y dejar toda memoria de sensi-
bilidad ante el peligro presente y futuro». Cfr. el parágrafo XIV de los extrados de los «Discursos» de 
MAQUIAVELO que figuran como anexo en la edición de El Príncipe que contiene los comentarios de Napo-
león, nota última. 
78. Bien se comprende que no toda destitución discrecional puede ser interpretada como un acto de 
coacción expeditiva, aunque para quien la sufre representa por lo común un hecho doloroso. Lo decisivo 
para poder determinar cuándo se da ese fenómeno coactivo es el no ir acompañados los actos de razones 
explícitas que, si no compartidas, puedan ser al menos entendidas por el interesado y por terceras per-
sonas. Es obvio, por tanto, que si se aprovecha, p. ej., el viaje de un ministro al extranjero para sustituirlo 
en el cargo, las características del hecho autorizan a pensar en una eliminación expeditiva más que en el 
ejercicio razonable de un poder discrecional. 
79. Cuando en el Estado falla una básica homogeneidad de creencias políticas, es muy difícil que se 
apliquen debidamente los postulados del Estado de Derecho en la persecución de quienes pretenden des-
t¡'uir los fundamentos de la convivencia. El temor a los efectos testimoniales contradictorios de los pro-
cesos (supra, V, 1), a las represalias contra los jueces y a los inconvenientes propagandísticos de tener 
un gran número de detenidos políticos, explican la tendencia a utilizar procedimientos de represión pro-
pios de lo que cabría denominar una guerra civil «granulada», es decir, sin frentes claros y exteriorizada 
en enfrentamientos pequeños y esporádicos. La constitución de organizaciones paramilitares de acción di-
recta cuya oficiosidad se encubre en lo posible, es un fenómeno muy caracteristico en tal sentido. Considé-
rese, p. ej., el caso de la «Alianza Anticomunista Argentina» (<<Triple A»), que funcionó en esa república 
sudamericana en los primeros años 70. 
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tuar como ejecutores materiales de las me-
didas coactivas so. 
Digamos ahora unas palabras acerca de 
la segunda modalidad. Hay casos en que los 
dirigentes de un Estado, aun movidos por 
intenciones de eliminar o extorsionar a otras 
personas a toda costa, procuran hacerlo de 
tal modo que, no sólo eviten sospechas de 
arbitrariedad, sino que puedan recaudar los 
frutos sociales de un escrupuloso comporta-
miento jurídico. Es más: puede suceder in-
cluso que, utilizando esa fachada de un pro-
ceder estrictamente legal, persigan un efecto 
testimonial en favor del ideario político vi-
gente. Para ello se monta un simulacro de 
acción jurisdiccional que conduzca fatalmen-
te a la condena deseada gracias al hábil ma-
nejo de ficticias violaciones de la legalidad 
por los perseguidos. Uno de los procedimien-
tos típicos es la aplicación de leyes penales 
retroactivas. Otro es la fabricación de prue-
bas falsas de culpabilidad 81. Sabemos que 
esto segundo reviste sus más crudos caracte-
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res cuando la prueba más excelente que se 
procura es la confesión del perseguido, ra-
tificada por éste públicamente en el acto del 
juicio. 
No es necesario que nos extendamos más 
sobre todas estas formas de acción coactiva, 
cuya repudiación por el pensamiento ético-
social ha cristalizado técnicamente en las 
principales exigencias que se encierran en el 
concepto de «Estado de Derecho». 
3. Supuestos intermedios 
Existe una importante variedad de actos 
coactivos a los que, si no se puede calificar 
de satisfactoriamente ponderables, tampoco 
sería discreto reputar como puramente ex-
peditivos. Hay en ellos siempre una cierta 
dimensión de previsibilidad: los ciudadanos 
saben que han de contar con la eventualidad 
de tales hechos, porque, aun siendo anóma-
los, responden a lo que podríamos llamar 
80. En ocasiones, aprovechando un clima nacional de opinión propicio, se procura incluso que los he-
chos queden revestidos a posteriori con una apariencia de irreprochable legalidad. Ejemplo notable nos 
da de este proceder lo sucedido en Alemania entre el 30 de junio y los primeros días de julio de 1934. Hit-
ler y sus inmediatos colaboradores desplegaron una rápida campaña de «liquidación» contra numerosos 
miembros de las SA (comenzando por su comandante, Rohm) y otros diversos enemigos políticos. Para 
«normalizar» jurídicamente la medida expeditiva se dictaría la ley de 3-VII-34. Bajo el amparo de la doc-
trina política y jurídica complaciente, se justificó así el hecho, entendiendo que el Führer se había visto 
precisado a ejercer excepcionalmente su potestad jurisdiccional suprema. El propio Hitler dijo ante el 
Reichstag, el 13-VII-34, lo siguiente: «Yo era entonces, como jefe judicial máximo, responsable de la 
suerte de la nación alemana y del pueblo alemán». Y comenta BONNARD: «Quería expresar así que, para 
la salvación del pueblo alemán, había efectuado un acto de Führung ejerciendo la función jurisdiccional, y 
que había podido hacerlo en su calidad de jefe supremo de la justicia». Cfr. Roger BONNARD, Le Droit et 
l'Etat dans la doctrine nationalsocialiste, París, 1939, pág. 141. Se advierte claramente que, en la argu-
mentación justificativa, pesaba mucho más la razón puramente política de necesidad que un afán de sal-
vaguardar la estricta legalidad. 
81. Pensemos, p. ej., en la exhibición de pruebas documentales o testificales falsas de prevaricación pa-
ra confiscar unos bienes que se destinarán a fines de socialización de la propiedad. El contento de los nue-
vos beneficiarios ha de realzar sin duda los méritos de la «justicia» ejercida, entibiando cualquier posible 
sospecha sobre la rectitud del método seguido. 
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una «normalidad subalterna» de los aconte-
cimientos sociales. Por otra parte, si la coac-
ción expeditiva propiamente dicha supone 
en los dirigentes públicos que la deciden 
una actitud consciente de arbitrariedad, una 
voluntaria desconsideración de pautas de 
gobierno previamente formuladas o al me-
nos de modelos de conducta socialmente re-
conocidos como legítimos, en estos otros ca-
sos la voluntad que impulsa o lleva a cabo 
la decisión coactiva reposa sobre la sólida 
estimación de unas razones justificativas. 
Aquí se han de citar primeramente aque-
llas medidas de gobierno en general que, 
aun padeciendo algún vicio objetivo de ile-
galidad, alcanzan pese a ello plena eficacia 
por falta de impugnación, carencia de prue-
bas acerca de la ilegalidad o incorrecta for-
mación del libre convencimiento en el ór-
gano a quien compete resolver. 
Evidentemente, los súbditos del Estado, 
en cuanto se hallan prendidos en aquel com-
plejo estado de sujeción descrito en la sec-
ción precedente, están puestos en la expecta-
tiva insegura de leyes inconstitucionales, re-
glamentos o resoluciones administrativas ile-
gales y sentencias judiciales erróneas que, 
pese al defecto y sin que medie arbitrarie-
dad deliberada de parte de nadie, prevalez-
can en la práctica. Se trata de un riesgo que 
las condiciones de la convivencia humana 
obligan a aceptar, pero que no permite jui-
cios mínimamente satisfactorios de proba-
bilidad acerca de cuándo y por qué se sufri-
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rá la amputación de un trozo de libertad o 
de otro bien de la vida. 
Por pertenecer a la experiencia de casi 
todos los días, es particularmente llamativa 
la frecuente firmeza de disposiciones admi-
nistrativas que, siendo legalmente defectuo-
sas, no reciben la corrección merecida. Esto 
sucede principalmente por los motivos si-
guientes: deficiencias en la publicación o 
notificación de las disposiciones 82; descono-
cimiento o brevedad de los plazos para re-
clamar; complejidad de los procedimientos 
de recurso pertinentes o apatía, desconfian-
za o incluso ignorancia de los ciudadanos 
respecto a los mismos; dificultad para en-
contrar pruebas seguras con que demostrar 
eficazmente las arbitrariedades deslizadas 
en el ejercicio de algunas facultades discre-
cionales. 
Algunas de las circunstancias menciona-
das pueden ser imputadas bastantes veces 
a dos rasgos muy comunes en el talante pe-
culiar de los gestores oficiales de intereses 
públicos. Podríamos identificarlos con los 
nombres de soberbia ordenancista y pasión 
eficientista. Rehuyendo un detallado análisis 
que nos llevaría demasiado lejos, podemos 
explicar estos términos en la forma que 
sigue. 
Es frecuente en los administradores pú-
blicos una fuerte resistencia a revocar o a 
ver revocadas sus decisiones, aunque pue-
dan ser legalmente reprochables. No es raro 
en algunos de ellos un sentimiento de -auto-
82. En ese bosque enmarañado que forman las órdenes ministeriales en España, no deja de ocurrir a 
veces que se apliquen al ciudadano algunas de carácter administrativo interno, que no han sido publica-
das sino meramente comunicadas a los órganos inferiores que han de proceder a esa aplicación. Citemos 
también esta otra anomalía: la notificación de resoluciones en días en que los interesados están ausentes 
por motivo de vacaciones. Estas circunstancias producen a veces situaciones injustas de indefensión. 
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suficiencia que los hace inclinarse a enmen-
dar disimulada y sutilmente la obra de los 
legisladores 83. Y también es corriente que el 
deseo de hacer o procurar muchas cosas, y 
con prontitud, ponga en el ánimo de los ci-
tados gestores públicos cierta afición a des-
conocer algunas barreras legales concebidas 
para salvaguardar la libertad o los bienes de 
los ciudadanos, o al menos a interpretarlas 
del modo más restrictivo y menos «opues-
to» a los intereses generales tal como ellos 
los entienden 84. 
Pero existen otras diversas muestras de 
lo que estamos llamando coacción semipon-
derable. Sin ánimo de abarcar todo el pano-
rama, podemos incluir en el concepto cua-
tro fenómenos muy notables. 
Consideremos primeramente la imposi-
ción de penas por hechos ilícitos no confi-
gurados específicamente como delitos en el 
país, basándose tan sólo en una previsión 
genérica completada por determinadas reac-
ciones de la conciencia social o por conclu-
siones estimativas derivadas del ideario po-
lítico vigente. La eventualidad de tales he-
JOSE ZAFRA 
chos no se limita necesariamente a los Esta-
dos de régimen autoritario 85. 
También se puede citar la punición e in-
cluso la eliminación de delincuentes en el 
momentos de ser hallados o después de la 
detención, sin esperar a que se pronuncie 
una condena judicial. Dejando aparte los 
riesgos de arbitrariedad y desproporción 
que hay en tales casos, y que justifican la 
generalizada enemiga con que cuentan, con-
viene señalar los motivos por los que se 
usan. Unas veces es la finalidad de evitar 
una posible absolución judicial o una con-
dena demasiado benigna. En otros casos -y 
muy característicamente cuando se trata de 
delitos políticos-, la coacción inmediata 
obedece a la intención de evitar manifesta-
ciones adversas de opinión y aun actos de 
resistencia que la publicidad de un proceso 
y el pronunciamiento de una condena po-
drían provocar. Añadamos también las si-
tuaciones críticas que crean una necesidad 
de represión urgente 86. 
Sea cualquiera el motivo determinante, 
lo cierto es que quien aplica la coacción lo' 
83. El procedimiento más conocido a este respecto es el recortamiento o la dilatación abusivos de los 
términos de las leyes estrictas por medio de los reglamentos inmediatos de ejecución. 
84. En las actividades administrativas concernientes a la recaudación de tributos es frecuente dicha 
m entalidad. Como a fin de cuentas se trata de beneficiar lo más posible al Fisco, y con ello, a la postre, a 
l !)S ciudadanos en general, la preocupación por no cobrar indebidamente o con exceso no suele ser ago-
hiante. 
85. Aquí es oportuno hacer alusión al arto 7 de la Convención Europea de Derechos del Hombre de' 
4-XI-1950. En él se comienza reafirmando el clásico principio nulla poena sine lege, pero a continuación 
(párr. II) se dice lo siguiente: «El presente artículo no será obstáculo para juzgar y castigar a las perso-
nas culpables de acciones u omisiones que, en el momento de ser cometidas, tenían carácter criminal con 
a rreglo a los principios generales del Derecho reconocidos por las naciones civilizadas». La sombra del 
proceso de Nuremberg parece estar aquí presente, con todo su polémico bagaje doctrinal. Y esa referen-
cia a las «naciones civilizadas» invita fácilmente al ejercicio de una severa crítica. 
86. Tales son, p. ej., las que se producen con motivo de calamidades colectivas. Cortar enérgicamente 
los desmanes de quienes las aprovechan para practicar el pillaje suele ser una de las principales preocu-
paciones de los agentes del poder público. Podemos recordar el caso del terremoto que asoló Guatemala 
en febrero de 1976. Las fuerzas del ejército y de la policía ejecutaron in situ a numerosos ladrones. 
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hace con ánimo de sancionar, siquiera sea 
en forma irregular, un hecho delictivo legal-
mente previsto y castigado respecto a cuya 
comisión tiene pleno convencimiento. El sen-
tido de la correspondencia entre acto ilícito 
y violencia represiva queda sustancialmen-
te respetado a su juicio, y ello basta para 
quitarle escrúpulos de conciencia. 
No parece inadecuado incluir igualmente 
en la categoría conceptual de la coacción 
semiponderable los juicios revolucionarios, 
que anteriormente analizábamos desde la 
perspectiva de la coacción testimonial (su-
pra, sección V, 1). Como regla al menos, no 
se puede afirma que en tales casos funcione 
una pura coacción expeditiva, siquiera sea 
disfrazada. La exhibición de razones justifi-
cativas que en el juicio revolucionario se 
hace contiene siempre, como mínimo, un ar-
gumento de normas de justicia plenamente 
válidas para los acusados y conscientemente 
violadas por ellos. Hay ocasiones en que se 
les imputa propiamente haber conculcado 
la letra o el espíritu de la Constitución an-
terior e incluso las disposiciones de ciertas 
leyes, como las electorales. Pero en estos ca-
sos no se quiere en realidad, por lo general, 
reafirmar la fuerza de dichos textos legales 
anteriores, sino el valor en sí de unos prin-
cipios de justicia en que se inspiraban pero 
que en la práctica quedaban frustrados. 
Por último, pensemos en la privación de 
libertad y el padecimiento de molestias por 
actos de investigación policial. ¿ Cómo en-
tender el significado de estos hechos? Si las 
personas afectadas son culpables de alguna 
transgresión legal, es bastante plausible in-
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terpretar dichas actuaciones coactivas como 
un anticipo de la sanción correspondiente; 
y entonces habrán de ser incluidas en el con-
cepto de coacción ponderable. En cambio, 
cuando la culpabilidad no existe, parece que 
la única solución lógica es hablar de una es-
pecie de ingrato tributo aleatorio al interés 
colectivo; un tributo que sabemos nos podrá 
ser exigido inconscientemente, pero no cuán-
do ni cómo. 
Como nota final, digamos que puede 
plantearse la cuestión de si las referidas ma-
nifestaciones de coacción semiponderable 
pueden y aun deben ser incluidas en el mar-
co conceptual de la coacción jurídica. Con-
viene aclarar que no se trata de decidir si 
tales actuaciones están o no jurídicamente 
permitidas según los casos, sino de precisar 
si ellas mismas son parte del Derecho como 
realidad sustantiva. 
La importancia del tema nos llevaría a 
emprender una nueva y dilatada discusión, 
si las pretensiones del estudio que ahora ter-
mina no la hubieran excluido de antemano. 
No obstante, y para no dejar el problema to-
talmente en suspenso, resumiré muy breve-
mente mi opinión. 
Parece defendible la idea de que, salvo 
en el supuesto de la punición anómala y en 
el últimamente mencionado siempre que la 
inocencia de la persona coaccionada salga 
a la luz, todos esos modos de coacción ma-
terial o virtual deben ser comprendidos den-
tro de un concepto suficientemente amplio 
y flexible del Derecho del Estado, entendido 
como fenómeno sensible de control social 
organizado. 
In this paper, the author offers a morphological study ot coercion as a means 
ot social control organized within political society. We are dealing here with a 
highly descriptive study, a tact which does not prevent the author from incidentally 
making scientitic appraisals or trom delíberately offering the bases tor appre-
ciations ot an ethical and social nature. 
After a series ot introductory considerations destined to put torth the presence 
and objectives ot coercion and ot violence within the ample panorama ot social 
realíty -and particularly within the framework ot political experiences- the author 
proposes a precise concept ot coercion which serves as a gUide tor a more 
complete and more satistactory typological analysis ot the same. 
The first step in this analysis consists ot the differentiation between the two 
main types ot material coercion -physical and moral- and that type ot coercion 
which the author calls virtuai, which tinds its most commonly known and treated 
manitestation in mandates and imperative acts. It is important to point out the 
observations dedicated to the concepts ot admonition and ot degradation as the 
principal forms ot moral coercion, as well as those which are brought to bear 
upon the idea ot political Constitution in its relations with the phenomena of ma-
terial and virtual coercion. In the concepts of political «retention» and «subjection», 
we find a plausible base of discussion for making up a realístic image of the Consti-
tution of the State, as it is considered in one of its facets. 
The author then dedicates a large part ot his study to examining the diverse 
modalíties of coercion, keeping in mind the different functions which it can 
accomplish. He then explains, along with the thoroughly studied torms of repa-
ratory and dissuasive coercion, the ideas of basic polítical coercion -to be 
found in practice in deportation measures, for example-, ot eliminatory coercion 
-which touches, very characteristically, acts pertaining to the políce- and of 
testimonial coercion. The study of this last type leads to the establishment ot 
various interesting conclusions with regard to judicial proceedings of a polítical 
nature, and the exercise of the prerogative ot penal grace by means of amnesty 
or indult. 
Finally, the explanation of the contrast between ponderable coercion and ex-
peditious coercion contributes to the desirable finality ot correctly determining 
the límits ot Law within the framework ot coercion as a means of social control 
within the State. 
